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DEFINICIÓN DE UNA ESTRATEGIA PARA LA PRESERVACIÓN 

DE LAS PREFERENCIAS INTRA-ALADI EN EL ACUERDO QUE 

ESTABLECERÍA EL ALCA

PRESENTACIÓN

El presente trabajo, realizado en cumplimiento de la Actividad III.17 del Programa de Actividades de la Asociación para el año 2001, está destinado a profundizar el conocimiento sobre los efectos que un eventual acuerdo del ALCA tendría sobre las corrientes de comercio intrarregional y a aportar elementos de juicio para la formulación de acciones destinadas a asegurar la preservación de las concesiones arancelarias negociadas entre los países miembros de la Asociación. 

En ese camino, el principal objetivo del documento es determinar la forma como se compatibilizaría la proyectada zona de libre comercio hemisférica con la preservación de las preferencias negociadas al interior de la ALADI, así como identificar los mecanismos e instrumentos que permitieran mantener en el tiempo esas ventajas intrarregionales.

El Estudio fue realizado por los consultores Pedro da Motta Veiga y Marcelo Halperin y, en consecuencia, los conceptos vertidos en él no reflejan necesariamente la opinión de la Secretaría General.  
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INTRODUCCIÓN

Con la presentación de este estudio se pretende proponer un Proyecto para la Definición de una Estrategia para la Preservación de las Preferencias intra-ALADI en el acuerdo que establecería el ALCA. De acuerdo con los Términos de Referencia del Proyecto, éste busca “evaluar los efectos de las futuras cláusulas del acuerdo que establecería el ALCA sobre las corrientes actuales del comercio intra-latinoamericano, a fin de determinar las premisas bajo las  cuales las  negociaciones de preferencias e instrumentos de política comercial que serán incorporadas en él asegurarán la preservación  de las concesiones arancelarias ya negociadas entre los países miembros de la ALADI”. Por lo tanto, la tarea consiste en diseñar los mecanismos e instrumentos que, en el marco de la ALADI, permitan preservar preferencias intra-latinoamericanas frente a las negociadas en el ámbito hemisférico. 

Para alcanzar los objetivos del  Proyecto, este informe contempla, en su Capítulo I, un análisis detallado del problema, que se puede enunciar sucintamente como: ¿bajo qué requisitos y condiciones la ALADI puede ser ALCA-plus? También en este Capítulo se describe y evalúa la dinámica de acuerdos comerciales entre los países miembros de la ALADI, poniendo énfasis en los acuerdos de tercera generación. Allí se destacan las principales insuficiencias y carencias de estos acuerdos, no sólo cuando se refieren a sus propios objetivos, sino también –y principalmente- cuando se tiene en cuenta el objetivo de hacer de los acuerdos intra-ALADI ajustes ALCA-plus. Incluso se delinean los principales elementos de una estrategia de profundización de los acuerdos intra-ALADI. Finalmente en este mismo Capítulo se evalúa en forma preliminar, los potenciales impactos de una liberalización comercial entre los países de la ALADI y EUA sobre los flujos de intercambio de aquellos países. En el Capítulo II se presentan las  tendencias que se van delineando en el proceso de negociación hemisférica, así como los riesgos y oportunidades que se pueden asociar a ellas, desde el punto de vista de los países miembros de la ALADI. Finalmente, en el Capítulo III se presentan las principales conclusiones y recomendaciones del informe. Se incluyó como apéndice a este informe datos sobre las posiciones de los principales protagonistas en las negociaciones (EUA,  MERCOSUR, CAN, etc.), tal como estas posiciones se explicitan en vísperas de la Reunión Ministerial de Buenos Aires, de abril de 2001. 

CAPÍTULO I

LAS RELACIONES INTRA-ALADI Y EL ALCA

-
 El dilema: ¿ALADI puede ser ALCA-plus?

El proyecto de constitución de un Área de Libre Comercio de las Américas - ALCA - introduce un cambio radical en el marco en el cual los países del Hemisferio negocian entre sí acuerdos de liberalización preferencial y de integración económica, con diferentes grados de profundidad y alcance. Este cambio surge de dos aspectos centrales del ALCA: por un lado, se trata de un proyecto que incluye a todos los países del Hemisferio (excepto Cuba); por otro lado, el proyecto del ALCA es la conformación de una zona de libre comercio típica de los años 90, o sea, cuya agenda de negociaciones contempla temas netamente comerciales y temas que solamente en forma indirecta se relacionan con el comercio: inversiones, política de  competencia, entre otros. Por lo tanto, se trata de un proyecto de zona de libre comercio de nueva generación, que se acerca a propuestas ya practicadas en el ámbito subregional, plurilateral o bilateral en el Continente, como el NAFTA y algunos acuerdos bilaterales o plurilaterales firmados en el marco de la ALADI. 

Del primer aspecto surge que el ALCA tiene, por lo menos potencialmente, la capacidad para “sobredeterminar” la vasta red de preferencias comerciales, tejida a lo largo de las últimas décadas entre los países del hemisferio y, en especial, entre los miembros de la ALADI. En el caso de esta Asociación –como señala la Secretaría General de la ALADI en sus estudios- el dinamismo alcanzado en las negociaciones subregionales y bilaterales contrasta con los modestos avances obtenidos en el marco de la normativa colectiva, generando la vigencia acumulativa de preferencias y reglas negociadas en distintos ámbitos. En este contexto el ALCA actuará como un factor de redefinición de las preferencias establecidas por estos acuerdos, fundamentalmente extendiéndolas –en los plazos y condiciones que se negociarán- a todos los países del Hemisferio.

Del segundo aspecto se deduce que el Acuerdo Hemisférico vendrá a “competir” con los acuerdos vigentes, tanto en lo que se refiere a las preferencias comerciales como a las normas y disciplinas aplicables a las políticas comerciales y no comerciales. Como fue acordado en San José, en 1998, los acuerdos subregionales o bilaterales que sean más profundos y/o de mayor alcance que el ALCA –o esquemas de liberalización y/o disciplinas y normas que tengan estas características- se preservarán, incluso después de la entrada en vigencia de éste.

Sin embargo, dado el objetivo de alcance de las materias en negociación en el ALCA y las características dominantes de los acuerdos en vigencia entre los países de la ALADI –especialmente las excepciones existentes para los esquemas de liberalización negociados y el escaso desarrollo de la dimensión “reglas y disciplinas” de estos acuerdos- es plausible considerar que el efecto-competencia  del ALCA tiende a ejercerse en forma intensa sobre estos acuerdos subregionales y bilaterales.

En realidad, el significado comercial y económico del ALCA para la red de acuerdos preferenciales establecidos en el Hemisferio y, en especial, para los acuerdos entre los países de la ALADI depende de tres variables:

· Perfil y contenido futuros del ALCA. Aunque, como se manifestó, el proyecto del ALCA sea ambicioso, en términos tanto de objetivos de liberalización como de establecimiento de disciplinas (que serían OMC-plus en alguna de las áreas), el propio desarrollo de las negociaciones y la existencia de resistencias al proyecto en EUA y en los países sudamericanos pueden llevar a resultados más limitados. Además, debe preverse que el proceso de liberalización del ALCA preverá cronogramas de desgravación que se distribuirán a lo largo de varios años. Sin embargo, sobre la evolución de esta variable hoy existe una gran incertidumbre; 

· Perfil y contenido actual de los acuerdos firmados entre los países de la ALADI. Hay, en el caso de la ALADI, acuerdos selectivos y acuerdos, con mayor alcance, de nueva generación. Estos últimos establecen determinadas trayectorias de liberalización, con cronogramas de desgravación arancelaria, exclusión (temporaria o no) de productos sensibles, además de establecer disciplinas en algunas áreas de política comercial. Sean cuales fueren el alcance y profundidad del ALCA, éste deberá alterar la actual red de preferencias intra-ALADI, aunque tales efectos tiendan a hacerse sentir, en primer lugar, en los acuerdos selectivos intra-ALADI y no excluyan, durante el período de liberalización que será establecido por el ALCA, la preservación temporal de las preferencias negociadas en el ámbito de la Asociación; y

· Perfil y contenido de nuevos acuerdos que puedan firmarse, antes de la entrada en vigencia del ALCA, sobre todo entre los países de ALADI. Como se sabe, se encuentra en negociación un acuerdo de libre comercio entre las dos uniones aduaneras de América del Sur (MERCOSUR  y CAN). Nuevos acuerdos intra-ALADI pueden profundizar preferencias, acelerar cronogramas de liberalización y adoptar disciplinas en áreas de política directa e indirectamente comerciales.

Desde el punto de vista que interesa al presente trabajo, o sea, de la preservación de las preferencias intra-ALADI en el marco de las propuestas del ALCA, el escenario que se diseña es motivo de legítimas preocupaciones. Incluso sin la hipótesis de que el ALCA resulte un proyecto muy ambicioso de integración, se puede imaginar que –dados el perfil y el contenido actuales de los acuerdos negociados entre los países de la ALADI– la actual red de preferencias intra-ALADI tendería a diluirse dentro del Hemisferio, aunque este impacto tienda a diferirse en el tiempo, en función de los compromisos de amplia liberalización ya negociados en la ALADI y del previsible tiempo de transición del ALCA. En el caso de las disciplinas, los acuerdos intra-ALADI son bastante tímidos, tanto en su alcance como en la profundidad de los compromisos asumidos, incluso en esquemas formalmente más profundos de integración, como las uniones aduaneras. Los acuerdos de la OMC son la referencia y existe poco interés OMC-plus, sobre todo en lo que se refiere al tratamiento de temas que no son objeto de acuerdos multilaterales. Esta ambición existe en el ALCA, lo que sugiere que, tanto en temas ya tratados por la OMC como en aquellos que aún no fueron tratados multilateralmente, es posible que los países de la ALADI se adhieran a patrones definidos por el ALCA, diluyéndose los compromisos intra-ALADI, en este caso, sin ningún período de transición.

Desde esta visión, las perspectivas de preservación de la “identidad” de los acuerdos intra-ALADI se confunden con dos tipos de posibilidades: 

· Por un lado, la profundización de los acuerdos de la ALADI. Parece irrealista trabajar con la hipótesis de una convergencia de los acuerdos de la ALADI, dada la diversidad de esquemas bilaterales y subregionales de liberalización vigentes, así como con la idea del establecimiento de disciplinas regionales ALADI. Parece más provechoso explotar la hipótesis de que la profundización pueda darse a partir de los acuerdos ya existentes y de otros acuerdos que se puedan firmar en un futuro cercano, especialmente el acuerdo entre el  MERCOSUR  y la Comunidad Andina. Esta profundización debería, para sobrevivir al ALCA, abarcar la dimensión de liberalización del comercio de bienes y servicios, pero también áreas de política, especialmente las de mayor interés para los países de la ALADI y/o aquéllas en que sea legítimo presumir que el ALCA  avanzará poco; y 

· Por otro lado, el establecimiento de mecanismos, plazos y reglas que limiten el grado de alcance y/o profundidad del ALCA, como la introducción de cláusulas relacionadas con el grado diferenciado de desarrollo entre los países miembros. 

En realidad, la estrategia de preservación de las preferencias y de la identidad de los acuerdos intra-ALADI requiere acciones en los dos frentes. Sin embargo, la prioridad debe concentrarse en la primera línea de acción, no solamente porque, en este caso, el control sobre las variables decisivas está en manos de los países de la ALADI, sino también porque no es verdad que económicamente la estrategia de conformación del ALCA interese  de la misma forma a los diferentes miembros de la ALADI. Es importante recordar que al ALCA se asocian costos, pero también oportunidades no despreciables para los países miembros de la ALADI, sobre todo para aquellos que hoy son discriminados por la vigencia de las complejas redes de preferencias comerciales que caracterizan el acceso a los mercados norteamericanos. 

En suma, la estrategia más adecuada para la preservación de las preferencias intra-ALADI involucra la profundización de los acuerdos entre los países miembros de la Asociación, proceso que, como ya se destacó, incluye la dimensión de la liberalización comercial y también el establecimiento de disciplinas y el tratamiento de políticas.

Faltaría discutir en esta primera parte si esta estrategia está dotada de racionalidad económica o si se trata solamente de manifestación de voluntad política. Sin necesidad de profundizar mucho en este tema, la respuesta es positiva y por lo menos pueden invocarse dos tipos de razones para justificar esta respuesta:

· Por un lado, diversos estudios realizados en diferentes países confirmaron que el comercio intra-ALADI es cualitativamente diferente a los flujos de intercambio entre nuestros países y el resto del mundo. El comercio intra-ALADI es relativamente especializado en manufacturas y se caracteriza por una intensidad tecnológica relativamente elevada. Además, como se observa en el Estudio 127 (mayo de 2000), las preferencias intra-ALADI parecen viabilizar el intercambio de productos en los que los países miembros presentan ventajas comparativas poco nítidas o inestables, lo que significa que las preferencias actúan efectivamente como un factor capaz de impulsar exportaciones intra-ALADI. Si se considera que las excepciones (definitivas o temporarias) establecidas en los acuerdos de la ALADI involucran productos que tienen un peso relevante en el comercio internacional de los países miembros, es correcto suponer que la extensión de las preferencias intra-ALADI podría generar nuevos flujos de comercio entre los países miembros, o sea que el potencial de desarrollo del comercio intra-ALADI, con características cualitativas que se pueden evaluar como muy positivas para los países de la región, parece lejos de haberse agotado; y

· Por otro, como recuerda J. Tavares de Araújo (2000), “de la diferencia entre costos de información y costos de transporte surgió una peculiaridad inusitada en los patrones contemporáneos de  competencia  internacional, que es la tendencia simultánea a la globalización de los mercados y la regionalización de las estructuras productivas”. En este marco, aparece crecientemente claro que la región ALADI constituye una región geoeconómica moderna, o sea, cuyos contornos son compatibles con la tendencia a la regionalización de la producción. La plena liberalización de los flujos comerciales de bienes y servicios y el establecimiento de disciplinas que: (i) aseguren estabilidad y transparencia a las condiciones de acceso a  estos mercados y (ii) condiciones razonablemente homogéneas de  competencia  entre los diferentes países constituirían los requisitos para que esta vocación regional se concrete en términos económicos. A estos dos factores correspondería agregar la necesidad de dotar a la región de una infraestructura compatible con este objetivo, proyecto que comenzó a discutirse en la Cumbre Presidencial de América del Sur, en Brasilia, en agosto de 2000.

-
Los acuerdos negociados en el marco de la ALADI: alcances y limitaciones

En los últimos años, la Secretaría General de la ALADI realizó una serie de estudios dirigidos al análisis del alcance y límites de los acuerdos firmados entre los países miembros, sobre todo los denominados de tercera generación y que se firmaron a lo largo de los años 90, como parte de la estrategia liberalizante de redefinición de la inserción internacional de los países de la región. Entre otras cosas, se discutía en estos estudios las características del sistema de preferencias establecidas por estos acuerdos –alcance y cronogramas de los programas de liberalización, sectores identificados como sensibles, etc. – (Estudios 128 y 129), la normativa comercial definida por ellos y sus relaciones con las reglas multilaterales (Estudios 112 y 131) y los impactos de las preferencias comerciales intra-ALADI sobre el comercio intrarregional (Estudio 127). De modo general, este conjunto de estudios se hizo con el objetivo de identificar los ejes más prometedores de articulación y convergencia entre los esquemas bilaterales y subregionales de liberalización vigentes, así como las áreas de mayor sensibilidad para propuestas de convergencia entre los diferentes acuerdos.

Sin tener este mismo objetivo, esta sección se basa ampliamente en el mapeo de la situación actual de los acuerdos intra-ALADI que estos trabajos ponen en evidencia. 

a)
Las tres generaciones de acuerdos en la ALADI

Los acuerdos negociados al amparo del Tratado de Montevideo 1980 evolucionaron significativamente en las dos décadas de existencia de la ALADI. En los acuerdos llamados de primera generación se negociaban los patrimonios históricos de los acuerdos bilaterales, herencia del período de la ALALC. Entre 1985 y 1990 surgieron los acuerdos de segunda generación, comerciales y de  complementación económica, de ámbito bilateral, y en los que los países ampliaron, en forma significativa, el universo arancelario negociado y profundizaron los niveles de preferencias bilaterales. Finalmente, la década del 90 se caracterizó por la difusión de los acuerdos de tercera generación, cuya meta es llegar al libre comercio entre las Partes, usando procesos de desgravación automática del universo arancelario, además de incorporar nuevos temas, como inversiones, servicios, etc..   Algunos de estos acuerdos tienen listas de excepciones; otros tienen cronogramas diferenciados para lidiar con sensibilidades sectoriales, etc. . Los acuerdos pueden contemplar también la eliminación de barreras no arancelarias, el establecimiento de normas específicas de origen, salvaguardias, solución de controversias,  etc..  

Por consiguiente, actualmente conviven  acuerdos selectivos y de gran alcance, que configuran una vasta red de acuerdos preferenciales, con esquemas diversificados de liberalización y diferentes normativas comerciales (ver Cuadros 1, 2 y 3), lo que constituye “un factor importante de discriminación entre los miembros de la ALADI”, según estudios de la Secretaría General. Corresponde  destacar, en el Cuadro 3, la presencia importante de Chile y México como signatarios de acuerdos bilaterales de nueva generación en el ámbito de la ALADI.

En los acuerdos selectivos, los bienes son incluidos en función del interés específico del país beneficiario y de la aceptación del otorgante. La exclusión revela falta de interés del demandante o resistencias por parte del otorgante. En los acuerdos de mayor alcance, la exclusión señala la preocupación de los países con sensibilidades sectoriales frente a la  competencia  externa. La inclusión de bienes no expresa expectativas de comercio, sino la decisión genérica de cubrir la totalidad del universo arancelario.

En la mayoría de los acuerdos de carácter selectivo son escasos los ítem totalmente desgravados, y las preferencias, en general, son bajas. En los acuerdos posteriores a las reformas comerciales unilaterales, los márgenes son mayores y la cobertura, en términos de ítem negociados, tiende a acercarse al universo arancelario.

b)
La situación actual: esquemas de liberalización y normativa comercial en los acuerdos de la ALADI

De acuerdo a lo señalado anteriormente, la evolución de los acuerdos de la ALADI llevó a la consolidación de una extensa red de acuerdos comerciales entre los países miembros y entre grupos de países. En América del Sur, los eslabones que faltarían para completar la cadena involucran las relaciones bilaterales  MERCOSUR -CAN  y Bolivia-Chile. Para la ALADI, como un todo, además obviamente de las negociaciones de Cuba faltarían aún las negociaciones de México con el  MERCOSUR, con Ecuador y Perú.  Respecto a Cuba cabe señalar que concluyó su adhesión al TM80 en el año 1999 y si bien ha suscrito acuerdos  bilaterales con cada uno de los países de la ALADI, en ningún caso se trata de acuerdos de libre comercio.

En lo que se refiere a los esquemas de liberalización contemplados, más allá de la constatación de que los acuerdos firmados cubren la casi totalidad de las relaciones bilaterales entre los países de la ALADI, los resultados de las negociaciones entre los países miembros son muy desiguales: hay pares y grupos de países cuyos acuerdos tienen niveles de cobertura muy altos y donde los programas negociados llevarán a la formación de zonas de libre comercio en plazos preestablecidos. Es el caso del  MERCOSUR,  del G3, de la CAN y de los acuerdos bilaterales MERCOSUR–Bolivia; MERCOSUR-Chile; Chile-Colombia; Chile-Venezuela; Chile-México; Chile-Perú; Chile-Ecuador; México-Uruguay y México- Bolivia. También es el caso de los acuerdos de Ecuador con Uruguay y con Paraguay, aunque cabe señalar que si bien estos acuerdos, son de amplia cobertura no promueven la creación de una zona de libre comercio. Hay situaciones de cobertura preferencial intermedia entre pares de países, donde las reducciones arancelarias abarcan entre el 20% y el 30% de la nomenclatura (México con Argentina y Paraguay; Brasil con la CAN). También  se registran situaciones muy débiles:  MERCOSUR–CAN; México con Brasil, Perú y Ecuador; y Chile con Bolivia.

En el año 2005, los acuerdos hoy vigentes habrán liberado proporciones muy significativas de su universo arancelario, con la excepción de los acuerdos MERCOSUR – Bolivia (donde esto será una realidad en 2006) y Chile – Perú (ver Cuadros 4 y 5). En lo que se refiere a los acuerdos de tercera generación, en el año 2005, el 85% del universo arancelario estará liberalizado en el comercio  intrarregional. Los signatarios de los acuerdos de tercera generación, sumados a la Comunidad Andina, respondieron por el 80% de las importaciones  intrarregionales de 1998.

En las zonas de libre comercio y en los acuerdos basados en cronogramas de desgravación automática, aplicados al universo de bienes, se detectan ciertas coincidencias en los bienes que las Partes excluyeron o exceptuaron de los programas de liberalización o condicionaron/limitaron su desgravación.

Así, por ejemplo, el Estudio 129 de la Secretaría General, identifica ciertos “núcleos duros” –en términos sectoriales- de la liberalización comercial intra-ALADI: los acuerdos de México y de Chile en la ALADI concentran excepciones en los Capítulos 4 (leche), 15 (aceites vegetales) y 17 (azúcar). Las excepciones mexicanas responden por el 5 al 10% del valor del comercio con sus socios y una parte significativa de las excepciones tiene sus aranceles negociados con preferencia. En el caso de Chile, las excepciones responden por entre el 10 y el 13% del valor del comercio, pero llegan al 24% en las relaciones Chile – CAN.  También aquí, la mayoría de los ítem exceptuados goza de preferencias (éste es el caso de más de 2/3 de los ítem).

En los acuerdos selectivos, agricultura, siderurgia, aluminio, calzados, textil, confecciones y papel  fueron, en general, tratados como sensibles. En estos sectores prevalecen pocas y bajas preferencias en acuerdos selectivos. En estos acuerdos, las preferencias se concentraron en química y petroquímica, máquinas y equipamientos, industrias eléctricas y electrónicas.

Un dato relevante identificado en los estudios de la Secretaría General de la ALADI apunta  hacia el hecho de que los sectores más frecuentemente condicionados en los acuerdos de nueva generación se caracterizan por su importancia comercial para los países miembros y corresponden al sector agrícola, particularmente los alimentos básicos (azúcar y cereales), al sector automotriz (plazos de transición con un comercio administrado, régimen de origen, contenido local), al petróleo y sus derivados primarios (empresas estatales), materias primas plásticas y la industria textil y de confecciones, además de calzados y siderurgia (ver Cuadros 6 y 7). El comercio no negociado continúa siendo una importante proporción del comercio  intrarregional  y mayoritaria en muchas relaciones bilaterales. Eso se explica por la composición sectorial de las excepciones.

En lo que se refiere a los productos sensibles, Cronograma 1 (liberalización antes de 1/1/2006), son importantes los textiles, el sector primario y los productos químicos (Cuadro 8). Entre los productos incluidos en el Cronograma 2 (liberalización entre 1/1/2006 y 1/1/2011) son relevantes las máquinas y aparatos eléctricos, seguidos del material de transporte (Cuadro 9). En cuanto a los que forman parte del Cronograma 3 (liberalización después del 1/1/2011), prevalecen los productos del sector primario (Cuadro 10).   

Los productos exceptuados no responden por más del 1% del comercio recíproco entre los signatarios de los acuerdos y la mayor parte de éstos se refiere a productos primarios y alimenticios (cereales, frutas, azúcar), textiles, combustibles. El comercio recíproco del Cronograma 3 es aún menor, llegando a 180 millones (contra 220 de los exceptuados). Aquí, los productos más relevantes son de las industrias alimenticias, como el azúcar, los cereales y las oleaginosas. En el caso de los productos incluidos en los Cronogramas 1 y 2, el total del comercio corresponde al 3,9 y 3,2% del comercio recíproco respectivamente. En el Cronograma 2, el sector de material de transporte tiene peso, así como los productos del sector primario (animal y vegetal), industrias alimenticias,  etc. .  En el Cronograma 1 son importantes los flujos de combustibles, industrias alimenticias, metales comunes y sus manufacturas y productos del reino vegetal. Por consiguiente, los productos con mayores restricciones son los que presentan menores flujos de comercio.

Corresponde registrar que los sectores exceptuados o considerados sensibles en los acuerdos de nueva generación de la ALADI son sectores tradicionalmente regulados o cuyo proceso de liberalización es fuertemente condicionado también en el comercio internacional, lo que indica que las restricciones impuestas por los países de la ALADI al comercio entre ellos reproducen, en gran medida, el patrón identificado en el comercio internacional. De hecho, se destacan entre las excepciones la agricultura; los productos de la industria alimenticia; los textiles; los automóviles y sus partes; productos éstos cuya liberalización está frecuentemente condicionada en los acuerdos de la ALADI.

Los Cuadros 11 y 12 permiten evaluar la importancia de los productos exceptuados de los acuerdos de nueva generación o que son objeto de plazos más dilatados de liberalización (productos sensibles) en el comercio entre las Partes y en el comercio exterior de los países miembros de la ALADI con los demás países de la Asociación (exceptuada la contraparte involucrada en el acuerdo) y con el resto del mundo.

En lo que se refiere a los productos exceptuados de los acuerdos de nueva generación (Cuadro 12A),  en la mayoría de los flujos bilaterales es muy pequeña la participación de los países copartícipes en las compras externas totales del producto por el país considerado. La excepción es el MERCOSUR, donde el producto exceptuado es el azúcar y la participación corresponde prácticamente al 100% de las importaciones del producto. En los otros diez flujos bilaterales, esta participación no alcanza ni al 1% en seis casos, se encuentra entre el 2 y 3% en dos casos y entre el 11 y el 13% en otros dos casos. En compensación, y exceptuando el  MERCOSUR y las importaciones mexicanas –donde el peso de los abastecedores extra-ALADI es ciertamente muy importante-, la participación de los demás países de la ALADI en las importaciones totales de los productos exceptuados es, en general, importante, alcanzando en cuatro casos porcentajes cercanos o superiores al 50%. Este resultado sugiere que el establecimiento de una vasta red de acuerdos bilaterales entre los países de la ALADI tiende a generar una discriminación entre los diferentes países. Sin embargo, es importante destacar que esta hipótesis no se puede confirmar con los datos del referido cuadro, pues no se sabe si los flujos de importación originarios de los demás países de la ALADI se benefician o no de preferencias ante las compras originarias de los llamados  copartícipes – que son excluidas de las preferencias en el acuerdo en cuestión.

Esta preocupación con la discriminación intra-ALADI es reforzada por el hecho de que los productos excluidos tienen sistemáticamente una mayor participación en la pauta de  importaciones intra-ALADI de cada país que en la pauta de importaciones totales. O sea, la exclusión de productos afecta flujos comerciales, relativamente más importantes en el intercambio intra-ALADI que en el comercio con el resto del mundo. Una última observación sugerida por los datos del cuadro se refiere a la importancia de los productos excluidos de los acuerdos, tanto en la pauta de importación intra-ALADI de cada país (la excepción es el MERCOSUR y, en el caso de México, este hecho es menos evidente, por el motivo ya explicitado) como en sus pautas de importaciones totales. O sea, son excluidos de la mayoría de los acuerdos de nueva generación los productos que pesan en el total de las importaciones de los países que los excluyen y, más aún, en las compras efectuadas por éstos ante otros miembros de la ALADI.

Emergen resultados similares del Cuadro 12B: exceptuados los acuerdos externos del MERCOSUR, la participación del copartícipe en las importaciones totales de los productos sensibles del país que los considera como tal es muy pequeña, pero las importaciones originarias de los demás países de la ALADI son, en general, muy expresivas; una vez más, la excepción es México. También aquí el peso de los productos considerados sensibles en las importaciones es, en general, mayor en el caso del comercio intra-ALADI que en el del intercambio total de los países, y sorprende el peso que esos productos tienen en las pautas intra-ALADI y con el resto del mundo: los productos sensibles representan más del 30% de los flujos bilaterales de importación intra-ALADI en cinco de los dieciséis flujos registrados en el cuadro. En cuatro casos, esta participación queda entre el 15 y el 30% de las importaciones intra-ALADI y en sólo tres casos esta participación es inferior al 10%.

Por lo tanto, a pesar del alcance de la cobertura de los acuerdos de nueva generación, éstos excluyen o condicionan la liberalización de un conjunto de productos cuyo peso tiende a ser expresivo en la pauta importaciones de los países que toman aquellas decisiones y, en especial, en el intercambio intra-ALADI. En el caso de estos flujos comerciales intra-ALADI, los datos presentados sugieren la existencia de discriminación entre los países miembros, resultado de la superposición de acuerdos bilaterales, que se traduce en el contraste entre los valores presentados en las columnas 1 y 2 de los cuadros citados.

En términos generales, las importaciones desde el resto de los países de la ALADI son muy significativas para gran parte de los productos sensibles, incluso entre productos exceptuados en el Cronograma 3, dando indicios de que el escaso comercio bilateral se vincula, efectivamente, a la falta de preferencias que benefician estos flujos. Como ya se comentó, las importaciones desde fuentes extrarregionales son también, en general, significativas.

En lo que se refiere a los aspectos normativos de los acuerdos firmados en el ámbito de la ALADI, los acuerdos multilaterales del GATT/OMC constituyen la principal fuente normativa, aunque el NAFTA también tenga relevancia como paradigma para estos acuerdos, especialmente para aquellos que involucran a Chile o a México como uno de los signatarios.

El cuadro siguiente sintetiza, para las principales normas que forman parte de acuerdos de nueva generación, la situación actual de los acuerdos firmados en la ALADI; el régimen regional vigente (cuando existe) y las principales características de las normas previstas en los acuerdos bilaterales y subregionales entre los países miembros de la ALADI.

Aunque la normativa multilateral aparezca como el principal origen de las reglas adoptadas por los países miembros de la ALADI en sus acuerdos bilaterales y subregionales, hay diversas categorías de distanciamiento que la normativa regional o implementada en acuerdos bilaterales o subregionales adopta en relación a la multilateral. En algunos casos, la normativa regional integra nuevos temas; en otros, los signatarios renuncian voluntariamente a ejercer un derecho previsto en la norma multilateral, etc..  

De cualquier manera, el dato relevante es la escasez de normas y reglas, que caracteriza no solamente la dimensión regional (normativas ALADI), sino también los acuerdos subregionales y bilaterales. Los acuerdos que avanzaron más en el establecimiento de normas y disciplinas que afectan los flujos comerciales son los firmados por Chile y México, en los que la influencia del paradigma NAFTA de disciplinas aparece como de importancia.

SITUACIÓN ACTUAL DE LAS PRINCIPALES NORMAS INCORPORADAS EN LOS ACUERDOS DE TERCERA GENERACIÓN


Situación actual
Régimen ALADI
Demás regímenes

Reglas de origen
Régimen ALADI

Regímenes específicos incluidos en AAP

Regímenes específicos para bienes
Resolución 78: prevé regímenes específicos para acuerdos de alcance parcial
Adopción parcial de Régimen ALADI o regímenes propios más rigurosos / criterios múltiples

Salvaguardias
Resolución 70 ALADI
Para corrección de desequilibrios de balanza de pagos, daños a la producción local y déficit calificado en el comercio  intrarregional 
La mayoría de los acuerdos tiene sus propias reglas, algunos de ellos con diferencias importantes en relación a la Resolución  70

Algunos acuerdos prevén salvaguardias solamente durante la transición

Subsidios y antidumping
Sólo hay reglas intrarregionales
No hay disciplina ALADI
Los Acuerdos prevén, en general, la aplicación de legislaciones domésticas. Alguna flexibilidad para subsidios a la agricultura en la transición. ACE 41 (Ch-Mé) prevé negociaciones futuras para eliminación de AD, inclusión de compras gubernamentales, etc.

Acuerdo  Chile- Canadá – eliminación del  antidumping

Barreras Técnicas
Acuerdo  regional
Acuerdo  Marco de la ALADI
OMC es referencia

Propiedad

Intelectual
Sólo disposiciones en acuerdos específicos
No hay disciplina ALADI
Dos acuerdos tienen detallada la normativa sobre DPI

Inversiones
Sólo disposiciones en acuerdos específicos
No hay disciplina ALADI
Tratamiento general. Algunos acuerdos (México) definen TN, NMF, no exigencia de requisitos de desempeño, solución de controversias, etc.

Servicios
Sólo disposiciones en acuerdos específicos
No hay disciplina ALADI
Acuerdos de Chile y México, además del   MERCOSUR, prevén liberalización: modelo GATS, en el caso del   MERCOSUR 

Dentro de la óptica de este trabajo, la conclusión inmediata de estas constataciones es la relevancia de profundizar y acelerar los compromisos de liberalización, creando efectivamente, en un plazo muy reducido, un área de libre comercio entre los países miembros de la ALADI y, por lo tanto, facilitando a las empresas de estos países posicionarse en los mercados de la subregión que puede revelarse como estratégico cuando los programas de liberalización del ALCA comiencen a producir sus efectos.

El Estudio 131 de la Secretaría General de la ALADI, que compara las normativas incluidas en los acuerdos bilaterales de nueva generación con las reglas multilaterales, indica algunas áreas temáticas en que las negociaciones intra-ALADI podrían avanzar, tanto por la vía regional como a lo largo del eje de los acuerdos bilaterales. Este tipo de recomendación adquiere actualidad en función de los avances de las negociaciones en el ALCA y del objetivo de preservar la vigencia de los acuerdos de la ALADI, incluso en presencia de un acuerdo hemisférico. Entre las áreas seleccionadas por el estudio, cabe citar: instrumentos de defensa comercial, como salvaguardias y antidumping, además de los mecanismos orientados a evitar los subsidios y a determinar los derechos compensatorios, las subvenciones agropecuarias y las normas contra importaciones subvencionadas de extrarregión, compras gubernamentales y servicios. A estas áreas se podría agregar el establecimiento de disciplinas –como las que actualmente se negocian en el MERCOSUR – aplicables a la concesión por el Estado de incentivos a la inversión y a la exportación. De modo general, éstas son áreas en las que hay fuertes resistencias, en el ámbito del ALCA, para que las negociaciones lleven a compromisos nítidamente OMC-plus (la excepción, en ese caso, son los servicios). 

 Por consiguiente, son áreas  en que el desarrollo de normativas intra-ALADI actuaría como un mecanismo de diferenciación y de preservación en relación al acuerdo hemisférico en negociación. La hipótesis subyacente en este razonamiento es que las negociaciones intra-ALADI en estas áreas se hagan en torno a cuatro ejes: (i) la restricción del uso de mecanismos de defensa comercial como instrumento proteccionista; (ii) la disciplina del uso de incentivos estatales a la inversión y exportación; (iii) la adopción de disciplinas OMC-plus en el área agrícola; y (iv) la adopción de programas de liberalización acelerados y de normas que aseguren el efectivo acceso a mercados nacionales y subnacionales en las áreas de servicios y de compras gubernamentales.

Merecen atención otras dos áreas temáticas en el ámbito de las negociaciones intra-ALADI. La primera es el área de la integración física de América del Sur, conforme se priorizó en la Cumbre Presidencial de Brasilia, en agosto de 2000. Se trata, por definición, de una agenda exclusiva de los países de la ALADI y constituye un requisito esencial para pensar cualquier proyecto más profundo de integración entre los países miembros de la Asociación. La segunda es el área de Política de Competencia, en la cual se avanzó poco en el ALCA, pero se pueden lograr avances en el ámbito bilateral, principalmente los relacionados con restricciones al uso del instrumento antidumping.

c)
Los impactos de los acuerdos en el comercio  intrarregional 

Un reciente análisis de la evolución del comercio intra-ALADI realizado por la Secretaría General muestra algunas tendencias relevantes: 

· Fuerte crecimiento de la participación relativa del MERCOSUR y de la CAN en el comercio intra-ALADI –resultante de la acelerada expansión del intercambio interno en estos bloques- y caída del comercio entre los dos bloques y entre el  MERCOSUR  y México;

· Fuerte dinamismo de las exportaciones intrarregionales con preferencias negociadas, frente a las no negociadas, aunque ambas categorías hayan crecido. De hecho, hay una clara correlación entre la existencia de los acuerdos, su cobertura y el incremento del comercio entre los países. Diversos datos presentados en los estudios que sirven de referencia a esta sección revelan el diferencial de tasas de crecimiento observado en los acuerdos de gran alcance en relación a los selectivos (110% contra el 57%, entre 1993 y 1998);

· Incremento significativo del  contenido de manufacturas de las exportaciones intra-ALADI entre 1985 y 1995 ;e

· Incremento en la diversificación de productos en las pautas de exportación intra-ALADI.

En lo que se refiere específicamente a los impactos de las preferencias comerciales sobre los flujos de intercambio intrarregional, el Estudio 127 de la Secretaría General tuvo como objetivo principal indagar sobre los diversas determinantes de los flujos de comercio intrarregional y aplicar una propuesta de estimativa de la influencia relativa de las preferencias arancelarias en este proceso.

Para ello se utilizaron tipologías sectoriales identificando sectores hipotéticamente más sensibles a las preferencias comerciales. La principal metodología adoptada se basa en una escala de ventajas comparativas, proponiéndose identificar sectores donde no existen claras ventajas y desventajas comparativas. Estos sectores serían más sensibles a la evolución  de las paridades cambiarias, acción de estrategias intrafirma, políticas de administración de comercio y preferencias comerciales.

Según este estudio, los flujos de comercio intra-MERCOSUR evolucionan de acuerdo con esta tipología, aunque antes del acuerdo ya existían flujos comerciales importantes en sectores con aquella característica. Así, cerca del 50% del comercio intra-MERCOSUR corresponde a productos en que los países miembros presentan ventajas comparativas reveladas como poco nítidas o inestables, siendo, por lo tanto, más sensibles a factores que impactan su competitividad-precio, como las preferencias arancelarias y la paridad cambiaria bilateral.

También en el caso de los acuerdos bilaterales de Chile, la tipología se revela adecuada y las preferencias parecen tener mayor impacto para el comercio de productos que no presentan ventajas o desventajas comparativas sólidas.

Además de suministrar sólidas indicaciones de que los acuerdos comerciales tuvieron impactos concretos sobre los flujos de intercambio intra-ALADI, el estudio sugiere que habría sensibilidades diferentes a los impactos de las preferencias según los diferentes tipos de productos, siendo particularmente sensibles los productos y sectores donde el país exportador no tiene una clara ventaja comparativa, teniendo dificultades para exportar sin las preferencias. De esta manera, se define un campo de sectores para cada país en el cual la política de preferencias tendería a tener impactos mayores y más rápidos. En consecuencia, los acuerdos se revelan como funcionales para la generación de flujos de exportación intra-ALADI, que difícilmente existirían –sea en el comercio intrarregional o en el extrarregional- sin las preferencias negociadas. Además de explicar este importante hecho, el enfoque adoptado en el estudio podría servir de orientación para negociaciones futuras, en la medida en que permite identificar, según la óptica del país exportador, áreas de producción en que el comercio podría movilizarse con mayor rapidez y facilidad con un acuerdo preferencial.

Por lo tanto, las tendencias identificadas en los estudios aquí citados sugieren la existencia de una correlación entre la vigencia de acuerdos con amplia cobertura y el dinamismo del comercio entre los países signatarios, así como la especialización de estos flujos de comercio en productos manufacturados y en nuevos productos de exportación. Son atributos altamente positivos que se asocian a la existencia de los acuerdos intra-ALADI de nueva generación, generando la expectativa de que la ampliación de la cobertura de estos acuerdos –para incluir productos y sectores hoy excluidos o cuya liberalización es condicionada– pueda llegar a generar flujos adicionales con características cualitativas similares.

Como se observó, a  pesar del alcance de la cobertura de los acuerdos de nueva generación, éstos excluyen o condicionan la liberalización de un grupo de productos cuyo peso tiende a ser expresivo en la pauta de importaciones de los países que toman esas decisiones y, en especial, en el intercambio intra-ALADI. Este argumento refuerza la hipótesis de que existe un razonable potencial de comercio intra-ALADI que podría ser generado por la reducción de las condicionantes para la liberalización, que afectan a diversos productos en los diferentes acuerdos vigentes. 

d)
 Importancia de los acuerdos de la ALADI

La caracterización –en los estudios de la Secretaría General- de la evolución de los mecanismos de negociación arancelaria, previstos por el Tratado de Montevideo 1980, revela el proceso de agotamiento y de pérdida de función operativa vivido por estos mecanismos, en función del surgimiento de un nuevo paradigma de acuerdos de liberalización preferencial, marcado por el alcance de (casi) todo el universo arancelario, concesiones con preferencias que alcanzan el libre comercio y reducción de la importancia de los mecanismos de tratamiento diferenciado y más favorable para los países de menor desarrollo relativo.

Es el caso, por ejemplo, del mecanismo de la Preferencia Arancelaria Regional (PAR), caracterizada por la reducida magnitud de las preferencias (20%) y por la amplitud de las listas de excepciones. En muchos de los acuerdos de tercera generación, la PAR se utilizó como piso de los cronogramas de desgravación. Varios de estos acuerdos ya se encuentran en etapas avanzadas de liberalización arancelaria, llevando a la conclusión de que el mecanismo de la PAR puede considerarse superado y no apto para lograr el objetivo último del Tratado de Montevideo. De hecho, la eventual acción positiva de la PAR en acuerdos de tercera generación se referiría solamente a los productos exceptuados de estos acuerdos.

En el caso de las Nóminas de Apertura de Mercados (NAM) para los PMDER, las negociaciones de eliminación total de los aranceles y demás restricciones para los PMDER nunca fueron de carácter regional, generando listas diferenciadas según los países otorgantes e impidiendo a los países beneficiarios contar con las ventajas de escala potencialmente asociadas a la explotación de la dimensión del mercado regional. Tampoco existe un régimen general que asegure la preservación de las preferencias otorgadas a los PMDER. Además, en los acuerdos de nueva generación pierde importancia el tratamiento diferenciado para los PMDER y el propio hecho de que éstos se involucren en acuerdos de este tipo elimina la potencial eficacia de las NAM.

Por lo tanto, los mecanismos tradicionales del Tratado de Montevideo parecen incapaces de impulsar la dinámica de la integración entre los miembros de la ALADI, habiendo sido superados, en gran parte, por el diseño de acuerdos de tercera generación, mucho menos selectivos y restrictivos que los firmados en los años 80.

Por otra parte, la hipótesis de articulación y convergencia de los acuerdos existentes o de “regionalización” de las preferencias y de las normas negociadas bilateral o subregionalmente parece poco viable, en términos prácticos. El avance de las negociaciones del ALCA reduce aún más la viabilidad de este tipo de hipótesis porque compite directamente con ella.

No obstante, como se señaló en las subsecciones anteriores, hay razones para suponer que: (i) es posible profundizar los acuerdos bilaterales y subregionales vigentes entre los países de la ALADI, tanto en lo que se refiere al esquema de preferencias como en lo relativo a las normas y disciplinas; y (ii) esta profundización puede contemplar el objetivo de preservar la identidad del “espacio ALADI” en moldes compatibles con la tendencia a la regionalización de la producción, que acompaña la globalización de los mercados, y a partir de la generación de nuevos flujos de comercio de manufacturas entre los países miembros.

Esta conclusión está fundamentada en dos constataciones ya explicitadas en este informe:

· En primer lugar, existe un amplio espacio para profundizar los compromisos de liberalización definidos en los acuerdos firmados entre los países de la ALADI. Como se verificó, los sectores exceptuados o considerados sensibles en los acuerdos de nueva generación de la ALADI son sectores tradicionalmente regulados o cuyo proceso de liberalización es fuertemente condicionado también en el comercio internacional, lo que indica que las restricciones impuestas por los países de la ALADI al comercio entre ellos reproducen, en gran medida, el padrón identificado en el comercio internacional: agricultura, productos de la industria de alimentos, textiles y automóviles se destacan entre las excepciones y los productos cuya liberalización es frecuentemente condicionada en los acuerdos de la ALADI. Más que esto, los sectores excluidos de las preferencias bilaterales tienen, en general, un peso importante en las importaciones intra-ALADI y en las importaciones totales de los países miembros, sugiriendo que el escaso comercio bilateral, actualmente registrado en el caso de productos exceptuados o considerados sensibles en los acuerdos de la ALADI, se vincula, efectivamente, a la falta de preferencias que benefician estos flujos; y

· En segundo lugar, en lo que se refiere a las reglas y disciplinas directa o indirectamente comerciales, el dato que se destaca es la escasez de normas y reglas, que caracteriza no solamente la dimensión regional (normativas ALADI) sino también los acuerdos subregionales, plurilaterales y bilaterales. Los acuerdos que más avanzaron en el establecimiento de normas y disciplinas que afectan los flujos comerciales son los firmados por Chile y México, donde se destaca la influencia del paradigma NAFTA, lo que no es un elemento neutro en relación al objetivo de este trabajo.

Frente a ese cuadro, el balance que se hará a la luz de los objetivos de este trabajo se puede enunciar sucintamente. A pesar del alcance –en términos de productos- de los acuerdos hoy existentes entre los miembros de la ALADI y del establecimiento de algunas normas y disciplinas en su ámbito, el cuadro actualmente vigente difícilmente será capaz de permitir la diferenciación de los acuerdos intra-ALADI en la hipótesis de la concreción del ALCA. Los acuerdos que tengan la capacidad para funcionar efectivamente como unión aduanera corren un riesgo menor de diluirse en el ALCA, pero este riesgo tiende a ser elevado para acuerdos de libre comercio, donde hay excepciones y condicionantes para la liberalización y donde las normativas comerciales son limitadas.

-
Impactos comerciales potenciales del ALCA sobre los flujos de intercambio de los países de la ALADI 

Evaluar detalladamente los impactos de la entrada en vigencia del ALCA sobre los flujos comerciales de los países de la ALADI es una tarea que sobrepasa el objetivo de este proyecto. Hoy existe en el Continente americano una vasta red de acuerdos preferenciales de ámbito bilateral, plurilateral o subregional. Y como el ALCA incluye a todos los países del Hemisferio (excepto Cuba), la plena vigencia del acuerdo hemisférico eliminaría las preferencias selectivas (por socios y productos) hoy vigentes y homogeneizaría las condiciones recíprocas de acceso de los países miembros a los mercados del  Continente. 

Por consiguiente, éste sería el resultado agregado al final del proceso. Mucho más compleja, desde el punto de vista de la evaluación de los impactos del ALCA, es la comprensión de la dinámica del proceso y de los impactos diferenciados que esa dinámica tiende a producir sobre los diferentes países y sectores económicos. Estos impactos dependen ciertamente de la importancia agregada de los mercados del Continente en los flujos de comercio exterior de los países y de la composición sectorial de este comercio intrahemisférico. Pero ellos también dependen de otros factores de más difícil identificación y cuantificación: (i) el nivel y el alcance de las restricciones arancelarias y no arancelarias vigentes actualmente en los mercados de exportación en el Hemisferio; (ii) las actuales condiciones relativas de acceso de determinado país a los mercados del Continente –o sea, su posicionamiento en la red de preferencias que impactan el acceso de sus productos y de sus competidores a aquellos mercados-; y (iii) el nivel de protección de que  determinados sectores disfrutan en sus mercados domésticos,  etc..  

Recientes estudios realizados en el Brasil buscaron evaluar la posición competitiva de determinados sectores industriales frente a la perspectiva de concreción del ALCA. Para identificar, a nivel de productos (6 dígitos de la NCM), amenazas y oportunidades asociadas al ALCA, el ejercicio aplicó una evaluación multi criterio, teniendo en cuenta las siguientes variables:

· La participación del mercado de destino considerado (ALCA, excluyendo  los socios del  MERCOSUR) en el total de las exportaciones brasileñas del producto y, en el caso de las importaciones, la participación del mercado de origen (ALCA, exclusive  MERCOSUR) en el total de las compras externas brasileñas del producto;

· La evolución del market-share del producto brasileño en las importaciones del mercado de destino, en el caso de las exportaciones brasileñas, y del market-share de los socios relevantes (países del ALCA, exclusive MERCOSUR) en las importaciones brasileñas del producto;

· En la importación, las tasas de crecimiento de las compras externas brasileñas de los productos, originarias del ALCA; 

· En el caso de las exportaciones brasileñas, el market-share (en 1997/1998) de los principales competidores del ALCA en las importaciones de los países que componen este mercado;

· En la exportación, los niveles promedio de aranceles practicados en los mercados de destino y la existencia (o no) de barreras arancelarias genéricas o aplicables específicamente a las exportaciones brasileñas;

· En la importación, los niveles promedio de aranceles practicados por el Brasil y la existencia (o no) de barreras no arancelarias; y

· Solamente para las exportaciones brasileñas, el número de preferencias bilaterales concedidas en los mercados de destino a competidores pertinentes.

Al tener en cuenta este conjunto de variables, se pretendió que la evaluación de los intereses negociadores del sector refleje, en las exportaciones, los diversos factores que condicionan el acceso de los productos a los mercados nacionales o regionales: barreras arancelarias y no arancelarias, preferencias y el desempeño competitivo del Brasil y de los países competidores en el mercado de destino de interés. La misma lógica preside la evaluación hecha a las importaciones, donde el “mapeo” de sensibilidades y de ofertas potenciales se hizo exclusivamente basado en indicadores de importación y de barreras de acceso, sin tener en cuenta variables relacionadas con la producción doméstica.

Además, el análisis tuvo en cuenta el valor de la exportación o importación del producto, o sea, su importancia en las relaciones comerciales con el ALCA (excluyendo  MERCOSUR). En principio, y hasta cierto punto, independientemente de las demás variables, los productos con elevada participación en las pautas de exportación e importación serán siempre fuertes candidatos a participar en la lista de demandas de las exportaciones y  los productos sensibles en las importaciones.

Los criterios indicados anteriormente se instrumentaron al atribuirse pesos a determinados parámetros -franjas de valor o valores discretos (sí/no; presencia/ausencia)- y al sumarse los pesos obtenidos en cada criterio. En el caso de las exportaciones, los productos que a partir de esta ponderación obtuvieron el mayor número de puntos son los que se consideran prioritarios, en términos de demanda de liberalización. Por el lado de las importaciones, un número elevado de puntos sugiere sensibilidad a la liberalización y un número bajo indica que los productos son candidatos a figurar en una lista de ofertas de liberalización. Como ya se afirmó, la definición de las listas de ofertas y demandas y de productos sensibles también tuvo en cuenta el peso de los productos en las pautas regionales de exportación e importación.

Los estudios realizados llevan a la conclusión de que los impactos potenciales del ALCA sobre los flujos comerciales son heterogéneos cuando se consideran distintos sectores y que esta diversidad puede producirse inclusive a nivel intrasectorial. Esta conclusión refuerza el argumento según el cual la propia discusión de los impactos comerciales del ALCA debe darse a nivel sector/país, bajo pena de perderse en generalizaciones poco rigurosas.

En el presente trabajo, el tratamiento del tema de los impactos comerciales del ALCA sobre los flujos comerciales de los países miembros da la ALADI -dado su alcance- se hace en forma aproximada, a partir de tres conjuntos de cuadros (ver Anexo Estadístico):

· El primer conjunto, que reúne los Cuadros 13 a 23, presenta, para cada país miembro de la ALADI, los 50 principales productos de exportación intra-ALADI en el promedio 1998-1999, identificando la participación de la ALADI, de EUA como destino de las exportaciones totales de los productos seleccionados;

· El segundo conjunto (Cuadros 24 a 34) trae, para cada país de la ALADI, los datos (promedio 1998-1999) referentes a los 50 principales productos de importación originarios de la ALADI: cantidad de niveles por franjas de preferencias, aranceles vigentes y valores de las importaciones provenientes de la ALADI, de EUA y del resto del mundo; y

· El tercer conjunto (Cuadros 35 a 45) reúne, para cada país miembro de la ALADI, los 50 principales productos de la pauta de exportación para EUA, en 1998, trayendo, para estos productos, informaciones sobre el market-share del producto en el mercado de EUA, el valor de las importaciones del producto por EUA, la competencia intra-ALCA (identificación y market-share de los tres principales proveedores del Continente a EUA), la existencia de barreras arancelarias y no arancelarias en el mercado de EUA, así como la vigencia de preferencias que benefician, en EUA, a países de la ALADI, a otros países del ALCA y a países extra-ALCA.

Los dos primeros conjuntos se refieren principalmente a los flujos comerciales intra-ALADI de importancia para cada país, trayendo informaciones sobre la posición de EUA y del resto del mundo, como  proveedores y, en el caso de las importaciones, agregando datos sobre las preferencias intra-ALADI vigentes. El tercero se refiere a los flujos bilaterales entre cada país de la ALADI y EUA y sobre el posicionamiento de los principales productos de exportación de cada uno en el mayor mercado del Continente, tanto en términos de parte del mercado que posee, como de competencia intra-ALCA y de jerarquía en la red de preferencias que caracteriza a la política comercial de EUA.

a)
Las exportaciones intra-ALADI 


El análisis de la composición de los principales productos exportados por cada país miembro de la ALADI para el conjunto de los demás permite evidenciar algunas características de estos flujos comerciales, importantes para los objetivos del presente estudio:

· En primer lugar, hay una notoria especialización de la composición por productos de las pautas de exportación intra-ALADI, que se traduce en elevados porcentajes de participación de los mercados de la ALADI en las exportaciones totales de los productos rankeados en todos los países (la excepción es México, por razones obvias). Así, por ejemplo, en el caso de la Argentina, la ALADI responde por el 50% o más de las exportaciones totales de 37 de los 50 principales productos exportados para este mercado. En el caso de los PMDER y del Uruguay, esta participación cae aún más, situándose entre 3 (Uruguay) y 11 (Ecuador). Incluso en el caso de una economía grande, como la brasileña, solamente 20 de los 50 productos de los mercados de la ALADI responden por menos del 50% de las exportaciones hacia el mundo;

· En segundo lugar, solamente para un número limitado de los productos mencionados el mercado de los EUA hoy parece ser una alternativa relevante. Para la Argentina, sólo 9 productos tienen el 15% o más de sus exportaciones totales dirigidos a los EUA, número que, en el caso de Bolivia, pasa a 11; en el caso de Brasil es de 13;  para Colombia 4, para Chile 14, para Ecuador 12, etc. .  Además, para la mayoría de estos productos, una elevada participación de las exportaciones hacia los EUA tiene como contrapartida niveles bastante inferiores al promedio de participación en los mercados de la ALADI; y

· En tercer lugar, explorando la composición de las pautas de exportación intra-ALADI, se constata la importancia de algunas características:

· La presencia expresiva de productos manufacturados y/o no tradicionales en las pautas de exportación de los países miembros. Material de transporte (Cap. 87), materias primas plásticas (Caps. 38 y 39), papel y gráfica (Caps. 48 y 49), aparatos mecánicos (Cap. 84) y eléctricos (Cap. 85) son algunos de los sectores que presentan una presencia expresiva de las pautas de diferentes países. En el caso de los PMDER, como Bolivia y Paraguay, se destacan los productos agrícolas y la madera, cuya exportación se encuentra, en general, asociada a procesos de diversificación de las ventas externas; y

· El peso de los mercados de la ALADI para productos con valores anuales exportados “promedios” y de importancia secundaria en la pauta global de los países. Esta característica está asociada a la anterior y a la composición sectorial de la pauta de ventas a la ALADI.

Lo que este conjunto de características (de la pauta de exportación de cada país miembro a los demás socios de la ALADI) sugiere es que el mercado de la Asociación es un espacio privilegiado de diversificación de las exportaciones y de ventas de manufacturas a los países miembros. Además, la fuerte concentración de las exportaciones de estos productos en los mercados regionales indica que los países miembros pueden estar encontrando dificultades para diversificar sus ventas externas, en términos de mercado de destino, incluso hacia EUA. Como en general las barreras a las importaciones de estos productos son limitadas en EUA, es poco probable que la reducción de aranceles en ese mercado –como resultado del ALCA- sea suficiente para viabilizar esta diversificación de mercados. En compensación, la dilución en el ALCA de las preferencias bilaterales o subregionales entre los países miembros de la ALADI puede reducir las condiciones privilegiadas de acceso de las cuales se benefician y que hacen posible la presencia de las características identificadas en las pautas de exportación de los países miembros hacia los demás socios.

b)
Las importaciones intra-ALADI  

Los datos de importación intra-ALADI de los países miembros dan una amplia visión, aunque poco profunda, de la estructura de preferencias que beneficia a los principales productos importados de la ALADI en cada país, al mismo tiempo en que “mapean” la composición de las pautas de importación, en términos de origen de las compras externas (ALADI, EUA y Resto del Mundo). Es de particular interés para los objetivos de este trabajo evaluar la importancia relativa de los países de la ALADI y de EUA como  proveedores externos de los países miembros de los productos hoy relevantes en la pauta intra-ALADI de importación.

En relación a estos temas, los principales elementos que pueden desprenderse del análisis de estos datos son los siguientes:

· También por el lado de las importaciones intra-ALADI se registra el fenómeno de la fuerte especialización sectorial de comercio, observado desde las exportaciones. Esta especialización se da esencialmente en los productos manufacturados y, entre los PMDER, en productos de origen primario, no tradicionales en sus pautas de exportación hacia el mundo;

· La fuerte presencia de preferencias –muchas veces en sus franjas más elevadas- que benefician  a los principales productos importados de la ALADI, sumada a la vigencia, en la mayoría de los países miembros, de estructuras de protección arancelaria con un sesgo pro-producción doméstica de manufacturas –justamente los productos en que el comercio intra-ALADI está especializado- sugieren que las preferencias desempeñan un papel relevante en la generación del comercio intra-ALADI, lo que, incluso, fue confirmado en un estudio anterior de la Secretaría General, citado en este informe. Exceptuando los países que tienen una estructura arancelaria uniforme o reducida a pocos y bajos niveles arancelarios (Chile, Bolivia y Perú), es importante la presencia de niveles de protección arancelaria nominal igual o superior al 15% entre los 50 principales productos importados de la ALADI por cada país miembro. En el caso de los miembros de la Comunidad Andina, este número queda entre 28 (Ecuador) y 34 (Venezuela), mientras entre los miembros del MERCOSUR, la participación de los productos protegidos varía entre 18 (Paraguay) y 28 (Argentina);

· La importancia de EUA como proveedor de los productos que componen la pauta de importación originaria de la ALADI varía según los países miembros. EUA aparece como un proveedor muy importante de México y Venezuela (31 y 29 productos del ranking de importaciones provenientes de la ALADI, respectivamente); proveedor relevante de Colombia, Ecuador y Perú (18 productos), menos importante de Argentina, Bolivia y Chile (11) y secundario del Brasil (6), Uruguay (7) y Paraguay (4). Por consiguiente, la competencia EUA-ALADI para los productos importantes en la importación intra-ALADI actualmente es mayor en los mercados mexicano y andinos  que en los del  MERCOSUR  y de sus miembros asociados (Chile y Bolivia); e

· Independientemente de la observación anterior, EUA es, la mayoría de las veces, un proveedor relevante de los países de la ALADI en productos como cereales (Capítulos 10 y 11), aceites y tortas/residuos vegetales (15 y 23), combustibles minerales y sus derivados (27), productos químicos (diversos capítulos, incluso el 38) y plásticos (39), aparatos mecánicos (84) y eléctricos (85) y material de transporte (87), siendo en estos capítulos, en general, competidor de los  proveedores miembros de la ALADI. Los papeles (48), neumáticos  de goma (40) y manufacturas (tubos) de acero (73), también aparecen entre los productos importados de EUA, pero menos destacados. Como se observó, la mayoría de estos productos tienen su importancia en la pauta de exportación de los países de la ALADI hacia los demás países miembros, lo que significa que la competencia entre los  proveedores de la ALADI y EUA no sólo es potencial sino real. 

c)
Las  exportaciones de la ALADI a los EUA y la competencia  intra-ALCA en aquel  mercado

Los datos de exportación de cada país de la ALADI hacia el mercado de EUA permiten evaluar, para cada uno de los productos seleccionados: (i) la posición, en ese mercado, de los principales productos de exportación de cada país miembro; (ii) la intensidad de la competencia entre países del Continente que no forman parte de la ALADI, pero que participan de las negociaciones del ALCA; (iii) la importancia de las barreras arancelarias y no arancelarias en el acceso al mercado de EUA; y (iv) la importancia de los esquemas preferenciales de acceso a aquel mercado, involucrando países de la ALADI, del ALCA (extra-ALADI) y países que no forman parte del Continente americano.

Las principales consideraciones extraídas del análisis de los datos presentados en los Cuadros 35 a 45 son: 

· Brasil, Chile y Venezuela tienen un número significativo de sus principales productos de exportación a EUA con parte de mercado (en las importaciones totales del producto por este país) igual o superior al 1%: 19, 20 y 17, respectivamente. Argentina, Colombia, Perú y Ecuador vienen en un segundo bloque (entre 10 y 13 productos). Entre los productos que presentan market-share superior o igual al 1% se destacan los metales (hierro/acero, aluminio, cobre, zinc, etc.), los minerales, las frutas –esencialmente en función del desempeño chileno- los combustibles minerales y la carne. Por lo tanto, se trata de un posicionamiento fuertemente marcado por la dotación de recursos naturales y que traduce, en la mayoría de los casos, un patrón bastante tradicional de inserción externa, por la vía de las exportaciones, en contraste con la especialización de la pauta de los países miembros de la ALADI, donde se destacan los productos manufacturados;

· La  competencia  intra-ALCA en el mercado de los EUA es, para los principales productos de exportación de los países miembros, extremadamente relevante. Excluyendo a México, que tiene un acuerdo de libre comercio con EUA, todos los demás países de la ALADI enfrentan una fuerte competencia intra-ALCA en aquel mercado: en el caso de Bolivia, por ejemplo, para 40 de los 50 principales productos exportados a los EUA, el market-share conjunto de los tres principales  proveedores del ALCA al mercado de EUA es superior o igual al 25%. Para los demás países, este número varía entre 27 (Perú) y 38 (Colombia y Venezuela). En la mayoría de los casos, el origen de la competencia intra-ALADI son los dos socios norteamericanos del ALCA (Canadá y México), pero tampoco es despreciable la presencia de proveedores de América Central y el Caribe;

· En lo que se refiere a las barreras existentes en el acceso al mercado de EUA, los aranceles pueden ser puntualmente relevantes –y efectivamente lo son, en algunos casos- pero, en general, los aranceles promedios relativamente elevados (iguales o superiores al 10%) afectan un número reducido de los productos exportados: la incidencia de estos aranceles se verifica principalmente en las exportaciones de Brasil, Uruguay y Argentina. En compensación, es bastante significativa la presencia de medidas no arancelarias aplicables a los principales productos exportados por los países de la ALADI. En general, afectan a más del 50% de los productos de cada país, con excepción de Perú y Venezuela, donde el porcentual cae al 35%; y

· A  los principales productos exportados por los países de la ALADI se aplican con frecuencia preferencias comerciales beneficiando a países de la Asociación (en el marco de la Ley de Preferencias Andinas) y, aún con mayor frecuencia, a otros miembros del ALCA (los miembros del NAFTA y los países del Caribe, beneficiados por una legislación específica) y países no americanos (Israel). Aunque los datos presentados en los cuadros no permitan mayores consideraciones sobre el tema, son suficientes para sugerir la existencia de una vasta red de preferencias negociadas o unilateralmente concedidas, que condicionan la posición relativa a cada país de la ALADI, en términos de acceso al mercado norteamericano para sus principales productos de exportación a aquel mercado.

d)
Resumen: impactos potenciales del ALCA sobre los flujos de comercio de los países de la ALADI

Las conclusiones que se pueden sacar, a partir del análisis precedente de los impactos potenciales del ALCA sobre los flujos comerciales de los países de la ALADI, son preliminares y están condicionadas por el grado de generalidad en que se formulan. De hecho, como ya se observó, los análisis y el nivel de sector/país son fundamentales para evaluar cuidadosamente los costos y beneficios potenciales, asociados a la formación del ALCA. En este trabajo sólo se hacen referencias puntuales a sectores/productos y países en las consideraciones sobre los flujos comerciales de los países miembros. Por otra parte, los impactos a los que aquí se hace referencia no incluyen los llamados impactos dinámicos de la integración, que incluyen  efectos potenciales del ALCA sobre flujos de inversiones y los niveles de productividad y competitividad de las economías del Continente. Tampoco se considera aquí el potencial del ALCA para generar nuevos flujos comerciales, surgidos de inversiones y de lucros de productividad asociados a la integración comercial.

Hechas estas salvedades, emergen tres conclusiones de los análisis hechos en los párrafos a), b) y c) anteriores:

· El contraste entre, por un lado, la especialización en manufacturas y la diversificación en términos de productos no tradicionales de los flujos comerciales intra-ALADI y, por otro, la inserción tradicional de los países de la Asociación (con excepción de México y, en cierta medida, de Brasil) en los mercados de EUA sugiere: (i) es muy importante preservar las preferencias intra-ALADI –sin duda, desempeñan un papel destacado en la generación de flujos comerciales no tradicionales entre los países miembros- en un contexto de formación del ALCA; y (ii) no es nada obvio que la mejoría del acceso al mercado de EUA eventualmente surgido del ALCA permita la expansión de las exportaciones de manufacturados y productos no tradicionales de los países de la ALADI hacia aquel mercado, donde existen condiciones muy específicas de competencia, abundan las normas y exigencias de certificados, etc.;

· EUA es proveedor importante de los países de la ALADI – principalmente de México y de los países de la CAN – en productos agrícolas y manufacturados. Ahora bien, los primarios son productos generalmente excluidos o cuya liberalización es condicionada en los acuerdos comerciales intra-ALADI, mientras que los manufacturados son precisamente los más protegidos dentro de la ALADI, pero también los más beneficiados por las preferencias entre los miembros de la Asociación. Por consiguiente, se puede asociar al ALCA y a la extensión de preferencias comerciales a todos los países del Continente el riesgo de que los mercados de importación de productos agrícolas de los países de la ALADI vayan a ser ocupados por EUA y que este país logre desplazar, en los mercados de los países miembros, las exportaciones de manufacturados de los demás socios de la Asociación. En este caso, lo que se evidencia no es sólo la importancia de las preferencias intra-ALADI, sino la importancia de profundizarlas y de traer hacia la mira de los acuerdos de liberalización entre países miembros  los productos y sectores excluidos u objeto de liberalización condicionada; y

· La intensidad de la competencia intra-ALCA y la pertinencia de la red de preferencias comerciales que condicionan la posición relativa de cada país miembro en términos de acceso al mercado de los EUA para sus principales productos de exportación a ese mercado indican que los países de la ALADI, en especial los menos favorecidos por preferencias y más afectados por barreras comerciales (los miembros del  MERCOSUR, especialmente), tienen en la liberalización del acceso a ese mercado un incentivo no despreciable  para participar en el ALCA. De hecho, desde esta perspectiva, el acuerdo hemisférico puede, efectivamente, mejorar su posición relativa de acceso de esos países al mercado de EUA, reduciendo el grado de discriminación  generado actualmente por una vasta y compleja red de preferencias comerciales en aquel país. Seguramente este incentivo crece de manera significativa si el ALCA permite la eliminación de picos arancelarios y de medidas no arancelarias que afectan a las exportaciones de los países de la ALADI en EUA.

Si este análisis fuera correcto –respetadas sus ya mencionadas limitaciones- la combinación entre profundización de la integración de la ALADI –eliminando excepciones, reduciendo los cronogramas de liberalización de los productos sensibles y avanzando en el establecimiento de normas y disciplinas comerciales– y el establecimiento de un esquema de liberalización hemisférica compatible con la preservación de las actuales características del comercio intra-ALADI constituiría, seguramente, la mejor opción para los países miembros de la ALADI en un contexto de formación del ALCA.

CAPITULO II

EL ALCA: PRINCIPALES TENDENCIAS DE LAS NEGOCIACIONES:

RIESGOS Y OPORTUNIDADES PARA LOS PAÍSES DE LA ALADI

-
Las  negociaciones hemisféricas: antecedentes, objetivos, estructura y dinámica
El punto de partida de las negociaciones del ALCA está dado por las directivas emanadas de la IV Reunión Ministerial de Comercio (San José de Costa Rica, 19 de marzo de 1998). Allí se expresan los objetivos generales, los objetivos instrumentales y algunas pautas para el desarrollo de dichas negociaciones.

a)
Objetivos generales
El numeral cuatro de la Declaración Ministerial citada reitera que “el ALCA será negociado teniendo en consideración la amplia agenda social y económica contenida en la Declaración de Principios y en el Plan de Acción de la Cumbre de las Américas, de Miami, con vistas a elevar los niveles de vida, a mejorar las condiciones laborales de todos los pueblos de las Américas y a proteger mejor el medio ambiente”. 

b)
Objetivos instrumentales

Se trata de crear una zona de libre comercio de bienes y un esquema de integración para el comercio de servicios y las inversiones. El párrafo b) del apartado “Objetivos generales” del Anexo I así lo indica: “Establecer un área de libre comercio en la que serán progresivamente eliminadas las barreras al comercio de bienes y servicios y la inversión, concluyendo las negociaciones a más tardar en el año 2005 y alcanzando avances concretos hacia el logro de ese objetivo para el final de este siglo”. El Anexo II proporciona algunos detalles adicionales, con respecto a los bienes, los servicios y las inversiones.

Con respecto a los bienes, en el apartado “Acceso a mercados” se afirma el objetivo de “eliminar progresivamente los aranceles y las barreras no arancelarias, así como otras medidas de efecto equivalente, que restringen el comercio entre los países participantes”. En tal sentido, como en principio debe ocurrir en las zonas de libre comercio, “todo el universo arancelario estará sujeto a negociación” y “se podrán negociar diferentes cronogramas de liberalización comercial”. Acerca de la inclusión de “todo el universo arancelario” sería erróneo interpretar que está excluida la posibilidad de introducir excepciones en los programas de liberalización, pues ello contravendría la teoría y la práctica generalizada en materia de integración económica. En cambio, aquella mención alude, sin duda, a la necesidad de “negociar” incluso las excepciones, desterrando de esta manera toda posibilidad de acotar la materia negociada sobre la base de reservas de mercado planteadas unilateralmente en el punto de partida del proceso de negociación.

Con respecto a los servicios, se indica el objetivo de “establecer disciplina para liberalizar progresivamente el comercio de servicios, de modo que permita alcanzar un área hemisférica de libre comercio, en condiciones de certidumbre y transparencia”.

Y con respecto a las inversiones, inicialmente no se formula un criterio para fijar preferencias regionales en el trato ni se hacen diferencias entre inversiones directas y de cartera. Dice el apartado correspondiente que el objetivo será “establecer un marco jurídico justo y transparente que promueva la inversión a través de la creación de un ambiente estable y previsible que proteja al inversionista, su inversión y los flujos relacionados, sin crear obstáculos a las inversiones provenientes de fuera del Hemisferio”.

c)
Pautas para el desarrollo de las negociaciones

La Declaración expresa que el Comité de Negociaciones Comerciales (CNC), erigido en esa misma reunión ministerial “tendrá la responsabilidad de guiar el trabajo de los grupos de negociación y de decidir sobre la arquitectura general del acuerdo y de los asuntos institucionales”. Dicho texto invita a esbozar los principales marcos de referencia para una inserción no traumática de las economías latinoamericanas en este ambicioso proceso de integración. En tal sentido se destacan cuatro aspectos: 

· El Acuerdo, según lo ratificado por la V Reunión de Ministros (Toronto, Canadá, 4 de noviembre de 1999) ha de constituir un compromiso único (“single undertaking”). Ello implica la negociación simultánea a todo lo largo y ancho de la materia objeto de concesiones y, consecuentemente, la inclusión de los compromisos en un mismo texto.

· La Declaración de San José indica que “el trabajo de los diferentes grupos (de negociación) puede estar relacionado, como en el caso de la agricultura y acceso a mercados; servicio e inversión; políticas de competencia y subsidios, antidumping y medidas compensatorias; entre otros. El CNC indentificará los vínculos y definirá procedimientos apropiados para asegurar una efectiva coordinación”.

· “El ALCA puede coexistir con acuerdos bilaterales y subregionales en la medida en que los derechos y obligaciones bajo tales acuerdos no estén cubiertos o excedan los derechos y obligaciones del ALCA” (Declaración de San José, numeral 9, del cuerpo principal). Concordantemente, en el Anexo I, dentro de los Principios Generales se lee: “...g) Los países podrán negociar y aceptar las obligaciones del ALCA individualmente o como miembros de grupos de integración subregional que negocien como una unidad”. Los textos aludidos señalan dos cuestiones conexas. Por un lado, se plantea la posibilidad de unificar la personería (establecer litisconsorcios) dentro de los procedimientos de negociación. Así, se podrán agrupar, a modo de bloques, a los países vinculados por compromisos de integración relevantes (en principio, todas las uniones aduaneras por su condición de tales y, eventualmente, aquellas zonas de libre comercio  subregionales en la medida que se incorporen al ALCA cuestiones sobre las cuales los países miembros de aquellas zonas de libre comercio hubiesen asumido posiciones uniformes o conjuntas). Por otro lado, los compromisos asumidos en el ALCA podrán coexistir con otros compromisos de integración más profundos o ambiciosos entre pares o grupos de países. Al respecto, los problemas para los países miembros de la ALADI serán de dos órdenes: el criterio a seguir en la unificación de la personería durante las instancias negociadoras del ALCA; y esencialmente la determinación de las medidas de extensión y profundidad en los acuerdos  subregionales que a su vez se plantearán en el ALCA como límites insalvables a la asunción de compromisos dentro de esta negociación hemisférica.

· En el cuerpo principal de la Declaración Ministerial de San José también se lee la siguiente orientación: “(...) Al diseñar el ALCA tendremos en cuenta las diferencias en los niveles de desarrollo y el tamaño de las economías de nuestro Hemisferio para crear oportunidades para la plena participación de las economías más pequeñas y aumentar su nivel de desarrollo”. La preocupación se reitera en distintos puntos de la Declaración y sus anexos. De allí pueden extraerse dos observaciones preliminares. En primer lugar, el reconocimiento de los niveles de desarrollo introduce en la negociación el tema de los tratamientos diferenciales y preferenciales. Particularmente a propósito de las economías más pequeñas se abre la posibilidad de una ponderación jurídica no sólo de las preferencias sino también de los posibles daños ocasionados por el incumplimiento de los compromisos a ser asumidos y un consiguiente régimen (diferencial) de compensaciones. En segundo lugar, el reconocimiento de distintos niveles de desarrollo permitiría justificar no sólo determinados términos de “no reciprocidad” entre los países de mayor desarrollo relativo (EUA y Canadá) y los de menor desarrollo, sino también la adjudicación de tratamientos diferenciales (y quizás preferenciales) en las relaciones entre países pertenecientes a aquélla y esta categoría con países que en el marco del ALCA puedan ser considerados como de desarrollo intermedio. Sin embargo, debe advertirse que hasta el momento esta cuestión no ha merecido un abordaje sistemático.

d)
Estructura y evolución de las negociaciones

La V Reunión Ministerial de Comercio (Toronto, Canadá, 4 de noviembre de 1999), acogió las orientaciones institucionales formuladas por el Comité de Negociaciones Comerciales (CNC), en particular: “(...) el acuerdo y el avance logrado para la puesta en práctica de programas de trabajo para cada uno de los nueve Grupos de Negociación; el Grupo Consultivo sobre Economías Más Pequeñas, el Comité de Representantes Gubernamentales sobre la Participación de la Sociedad Civil y el Comité Conjunto de Expertos sobre Comercio Electrónico; el establecimiento y funcionamiento de la Secretaría Administrativa en Miami- la sede inicial de las negociaciones; el avance en la elaboración de reglas y procedimientos para conducir las negociaciones; y la creación de un Subcomité del CNC sobre Presupuesto y Administración para fortalecer la gestión financiera de las negociaciones”.

A la luz de la problemática que constituye el motivo de este documento, se analizarán los avances registrados en los nueve Grupos de Negociación. Entretanto, las actividades desplegadas en las otras instancias aún no se han formalizado en propuestas articuladas con los textos emanados de los Grupos de Negociación, ni siquiera tratándose de las mismas materias. Así:

· Acerca del Grupo Consultivo sobre Economías Más Pequeñas, sus funciones hasta ahora se han remitido a la presentación de recomendaciones. Es posible que en la VI Reunión de Ministros de Comercio del Hemisferio (Buenos Aires, 7 de abril de 2001) se inste al CNC a tener en cuenta dichas recomendaciones. Pero resulta particularmente llamativo que, mientras el Grupo Consultivo elabora “criterios” tendientes a la mayor participación de estas economías, el debate sobre los tratamientos especiales y diferenciales en el ALCA sea materia de negociación en los distintos grupos sin que se haya discutido en ellos la conveniencia de fijar criterios uniformes, a partir de la tarea desarrollada por dicho Grupo Consultivo o considerando cualquier otra fuente.

· Acerca del Comité de Representantes Gubernamentales para la Participación de la Sociedad Civil, sus funciones se han volcado hacia la organización de una convocatoria ilimitada bajo el dispositivo de “Invitación Abierta” a fin de obtener y sistematizar los puntos de vista de personas físicas y organizaciones. Es posible que en la VI Reunión de Ministros de Comercio se invite a los Grupos de Negociación a tomar en cuenta estos aportes.

· Acerca del Comité Conjunto de Expertos del Sector Público y Privado sobre Comercio Electrónico, su trabajo se manifiesta mediante “informes” con recomendaciones que las reuniones de Ministros pueden remitir a las autoridades gubernamentales competentes y ponerlas a disposición del público en general. Debe suponerse que al progresar el debate en distintos Grupos de Negociación que abordan temas directamente relacionados con el comercio electrónico (en especial, los de Acceso a Mercados y Servicios), habrán de definirse con mayor precisión las cuestiones más relevantes y, en esa medida, tendría que originarse una interacción fructífera con el Comité Conjunto.

· Finalmente, está teniendo lugar un proceso de concertación para identificar e implementar medidas de “facilitación de negocios”. Se observa una tendencia a la reducción del número de dichas medidas, con vistas a su pronta implementación unilateral pero convergente. En esta línea coinciden un proyecto de cooperación técnica del Fondo Multilateral de Inversiones (FOMIN) del Banco Interamericano de Desarrollo y los informes del Comité Tripartito (BID-CEPAL-OEA) y del CNC sobre la secuencia más adecuada de implementación efectiva. La desvinculación operativa de estas valiosas iniciativas con el proceso mismo de negociación del Acuerdo en el seno de los grupos, podría llegar a generar disputas sobre los alcances de la normativa a ser acordada. Sería el caso, típicamente, de las restricciones no arancelarias, en la medida que las acciones de “facilitación” sean adoptadas por algunos y no todos los Estados Partes del Acuerdo, o bien por diferencias interpretativas acerca del contenido y alcance de dichas medidas, una vez puestas en vigor.

e)
 Algunos comentarios sobre las negociaciones  en curso

El análisis del incipiente proceso de negociaciones para constituir el ALCA está padeciendo de prejuicios y errores de apreciación o “malentendidos” bastante generalizados en los países miembros de ALADI. Estas deficiencias en el proceso de conocimiento y evaluación de dichas negociaciones se relacionan especialmente con el sentido, la estructura y el contenido de lo que se supone será el Tratado o Acuerdo de Libre Comercio de las Américas.

El Acuerdo tendría todas las características de los llamados “acuerdos de nueva generación”, siguiendo el modelo del Tratado de Libre Comercio entre Estados Unidos de América (EUA) y Canadá y el posterior Tratado de Libre Comercio de América del Norte (entre Canadá, EUA y México), modelo que se reproduce en otros acuerdos, cada vez más numerosos, tales como el Grupo de los Tres (entre México, Colombia y Venezuela), el celebrado entre Chile y Canadá, los suscritos por México con Costa Rica, con Nicaragua y con los tres países del llamado “Triángulo Norte”, el celebrado entre los países centroamericanos y la República Dominicana,  etc. .  

Los prejuicios y errores de apreciación obedecen esencialmente al hábito de proyectar sobre los referidos acuerdos de nueva generación algunos viejos conceptos aplicados a las relaciones económicas internacionales y en cuyo marco fueron erigidos los esquemas de integración económica de la región a partir de la década de los sesenta, bajo la fuerte influencia de la doctrina europea y de las experiencias aquilatadas por la Comunidad Económica Europea en sus primeros años. Como consecuencia de una equivocada transpolación de estos antecedentes, se suele suponer que:

· Los acuerdos de integración económica y, dentro de ellos, las zonas de libre comercio tendrían por objeto liberalizar el comercio siguiendo programas perentorios (o casi inflexibles) de desgravación y acceso irrestricto a los mercados;

· Los mencionados acuerdos implicarían necesariamente una coincidencia de estrategias macroeconómicas, reflejada en la eliminación de asimetrías preexistentes mediante la concertación o la uniformidad, según el caso, de políticas tendientes a la simplificación y desregulación interna de las actividades productivas; y que

· Sobre la base de las dos características arriba mencionadas, en presencia de disparidades estructurales no susceptibles de ser reducidas por las políticas desregulatorias, los acuerdos deberían contemplar (o estar acompañados por) programas de desarrollo económico y social destinados a evitar la agudización de aquellas disparidades estructurales.

Los supuestos arriba enunciados corresponden a un escenario latinoamericano en el que predominaba el modelo de sustitución de importaciones, respecto del cual las políticas de integración económica constituían una modalidad de apertura comercial (consagrada por la comunidad internacional en el GATT) destinada a corregir o neutralizar los efectos indeseables del modelo. En cambio, los acuerdos de nueva generación hoy día se negocian, suscriben y aplican en el marco de relaciones económicas internacionales abiertas, orientadas por una tendencia a la desgravación y el acceso a los mercados, que a su vez son el objeto de negociaciones y disputas multilaterales. En efecto, una de las características esenciales de la economía globalizada es el funcionamiento de actividades productivas y comerciales en escalas geográficas de la mayor extensión posible, lo que a su vez requiere la incorporación de nuevos temas (issues) a las disciplinas multilaterales (servicios, inversiones vinculadas al comercio, compras gubernamentales, defensa de la competencia, etc.). Dentro de este contexto, los acuerdos de nueva generación, más allá de reproducir los objetivos esenciales de las zonas de libre comercio, apuntan a preservar y encauzar las corrientes comerciales, reduciendo los márgenes de inseguridad o incertidumbre, que resultan tanto del cumplimiento como de la vulneración de los compromisos multilaterales. De ahí que, más allá de su retórica, dichos acuerdos deban abarcar los mismos temas que son objeto de las regulaciones multilaterales, pero con un propósito circunscrito. Por lo tanto, se trata de:

· “Administrar” el comercio de los productos especialmente sensibles en el comercio entre Estados que deciden afrontar la integración, en buena medida, con motivo de esos problemas de sensibilidad;

· Compatibilizar y, a lo sumo, armonizar pero no aspirar a la uniformidad de las regulaciones económicas internas, lo que se manifiesta típicamente por el establecimiento de reglas de reconocimiento mutuo de procedimientos de evaluación de la conformidad y de convenios de equivalencia de los sistemas de control sanitario y fitosanitario; y

· En general, enfrentar las disparidades estructurales sólo con las armas de las políticas comerciales y con un margen de tolerancia para fijar excepciones a los programas de desgravación y a las obligaciones de acceso a los mercados, así como introduciendo excepciones a la CNMF mediante, por un lado, tratamientos especiales y diferenciados y, por otro lado, reglas de convergencia con otros compromisos contraídos en distintos esquemas de integración.

Los rasgos indicados fijan las condiciones para la negociación y, por lo tanto, marcan los requerimientos a los futuros Estados latinoamericanos y caribeños que serán Partes del ALCA. Estos Estados deberían adquirir capacidades para: (i) identificar los intereses nacionales con respecto a ramas, sectores, bienes y servicios, definiendo los instrumentos y las medidas de política comercial más adecuadas; (ii) sistematizar la acción negociadora mediante planteos consistentes a lo largo de toda la materia incluida en esa negociación (los instrumentos acordados para las compraventas internacionales de bienes, consideradas en el marco de las cadenas productivas, se complementan con los instrumentos que han de regir las prestaciones internacionales de servicios; algunos dispositivos establecidos para las inversiones internacionales directas se vinculan con las operaciones de comercio internacional de bienes y servicios y con los mecanismos de defensa de la competencia; los instrumentos de lealtad comercial internacional (medidas antidumping y derechos compensatorios) también pueden superponerse con los de defensa de la competencia, etc., etc.; (iii) compatibilizar (y exigir a los demás Estados Partes la misma compatibilización) las preferencias negociadas en el acuerdo de que se trate con las negociadas en otros acuerdos de integración, entre Estados Partes de aquel mismo acuerdo o con terceros Estados Partes; y (iv) adecuar (y exigir la adecuación de) los compromisos adquiridos a las disciplinas multilaterales, habida cuenta que el margen de tolerancia ofrecido por la comunidad económica internacional para los tratamientos discriminatorios tales como los negociados en los esquemas de integración, en lugar de aumentar, tiende a ser cada vez más estrecho.

Teniendo a la vista todos los antecedentes mencionados, una recorrida por los grupos de negociación que trabajan para el ALCA demuestra que, en líneas generales, no se ha avanzado suficientemente en ninguno de los aspectos mencionados, con la sola excepción de la identificación de los intereses nacionales y de la definición de los instrumentos y medidas adecuadas, aunque exclusivamente en el caso de los países que ya han celebrado otros acuerdos de nueva generación y han tenido la oportunidad de evaluar los resultados de la materia negociada en ellos.

Este trabajo examinará los principales puntos de acuerdo y discrepancia para las materias negociadas en los nueve grupos principales. Debido al carácter incipiente de las tratativas, aún no se han registrado planteos que permitan advertir la preocupación de los Estados por el tema de la sistematización de la acción negociadora a lo largo de toda la materia incluida en esas negociaciones. Por lo tanto, nuestra observación se ceñirá a las otras cuestiones, a saber:

· Los instrumentos y medidas de política comercial que están siendo objeto de las tratativas, en directa relación con los compromisos multilaterales adquiridos;

· Las excepciones a la CNMF con respecto al trato especial y diferenciado, considerando la diversidad de los niveles de desarrollo que se advierten; y 

· La excepción a la CNMF con respecto a los esquemas de integración subregionales.

-
 Tendencias de las negociaciones en los diferentes grupos temáticos

a)
Acceso a los Mercados

Las actividades del grupo han culminado con avances ostensibles en tres aspectos: a) progreso en las discusiones en torno a las modalidades y procedimientos para la negociación arancelaria; (b) desarrollo de borradores de texto en las siguientes áreas temáticas: aranceles, medidas no arancelarias, salvaguardias, régimen de origen, procedimientos aduaneros y obstáculos técnicos al comercio; y (c) estudio de la interacción entre el Grupo de Negociación de Acceso a Mercados y el Grupo de Negociación sobre Agricultura.

-
 Modalidades y procedimientos para la negociación arancelaria

Asuntos sometidos a negociación:


Esencialmente se vienen discutiendo cuatro temas:

a)
El tipo de arancel base (por ejemplo, consolidado en la OMC, o bien el arancel efectivamente “aplicado”) y el año base para la desgravación;

b)
El mecanismo de desgravación (por ejemplo, mediante márgenes porcentuales de preferencias);

c)
El período de referencia de los datos de comercio que servirán de base para las negociaciones; y

d)
La nomenclatura arancelaria (por ejemplo, el nivel de dígitos a ser utilizado para las concesiones negociadas, y la época de entrada en vigencia de una nomenclatura común).

Dentro de estos temas, algunos puntos merecen especial atención en el caso de los países miembros de ALADI por las implicancias de algunas definiciones normativas que pudiesen adoptarse en el ALCA. Se trata de:

· El mecanismo de desgravación. Acerca de este tema, los borradores de texto contemplan la posibilidad de introducir múltiples listas de desgravación. En parte dicha multiplicidad obedecerá a la necesidad de negociar ritmos variables de reducción de aranceles, en atención a la denominada “sensibilidad” de los bienes sobre los cuales se aplicarán las preferencias. Dentro del Grupo de Negociación el debate sobre la superposición de listas se ha focalizado en la oportunidad de denunciar los bienes sensibles por todos los Estados Partes. Pero en cambio no fueron tratadas las siguientes cuestiones, de especial interés para los países miembros de ALADI:

(i)
Dada la notoria disparidad y las condiciones de interdependencia estructural entre los países de mayor desarrollo relativo del ALCA (EUA y Canadá) y, en general, los restantes países que concurrirán al esquema, cabe suponer que han de ser aquellos países, precisamente, los que deban comenzar por hacer saber las listas de productos sensibles, cuyo conocimiento seguramente incidirá en las definiciones que luego deberán adoptar los países latinoamericanos acerca de los ritmos de desgravación ofrecidos en sus propias listas.
 Más aún, por las mismas razones podría ser aconsejable que esta secuencia o asincronía se proyectara sobre los tiempos de vigencia de las desgravaciones, al menos con respecto a determinadas listas.

(ii)
La superposición de distintos ritmos de desgravación, en el caso de los países miembros de ALADI, debería diseñarse con el objetivo de dar consistencia a las cadenas productivas involucradas, a fin de aprovechar el programa de liberación comercial para favorecer y no dañar a las endebles estructuras económicas de cada país.

(iii)
Finalmente, más allá del derecho a extender los plazos de desgravación, rige en la comunidad económica internacional el derecho a interponer excepciones, lisas y llanas, que impliquen la exclusión de determinados productos de los programas de desgravación. En efecto, los acuerdos de libre comercio deben abarcar al menos “lo esencial” del comercio entre los países involucrados (conforme lo establecido en el artículo XXIV del GATT 1994). Este concepto de “lo esencial” jamás ha sido cuantificado, de modo que la precisión sobre su amplitud quedaría supeditada al eventual pronunciamiento del órgano de solución de diferencias frente a una controversia determinada.

· El período de referencia de los datos de comercio. Si se llegara a fijar una fórmula por la cual cada país debería incorporar una proporción mínima de productos en determinadas listas, esa proporción tendría que contemplar los “intercambios comerciales” del período tomado como referencia y no las “importaciones” como erróneamente aparece consignado en el debate.

Asuntos sobre los cuales los negociadores aún no se han expedido:

Como se explicará en el próximo apartado, dentro del capítulo sobre aranceles y medidas no arancelarias ha sido insertada en el Grupo de Negociación la cláusula aquí denominada “de preservación de esquemas subregionales”. A tenor del significado de esta cláusula, debe tenerse presente que ella incidirá sobre las modalidades y procedimientos de negociación, pese a que este aspecto aún no fue advertido suficientemente. En efecto, si bien los cuatro temas indicados más arriba (tipo de arancel base, mecanismo de desgravación, período de referencia de los datos de comercio y nomenclatura arancelaria) bien pueden admitir soluciones diferentes a las adoptadas en los esquemas preexistentes de integración subregional, las soluciones que finalmente se adopten no serán indiferentes o inocuas a propósito de la convergencia del ALCA con aquellos otros esquemas.

Pero la cuestión va más allá del cálculo acerca del predominio de un esquema sobre otro respecto de preferencias aplicadas a productos determinados. Debido a que los esquemas de integración no son meros “agregados” de preferencias, sino que constituyen sistemas o estructuras de preferencias, cabría preguntarse, por ejemplo:

i)
¿Cuál será el momento en el cual podrá determinarse fehacientemente que el ALCA “prevalecerá” sobre un esquema subregional (por ejemplo, cuando las preferencias en el ALCA superen a las negociadas en esquemas subregionales respecto del 51% del número de posiciones negociadas; cuando superen el 51% del volumen de comercio negociado, etc.? ; y, más aún,

ii)
¿Tiene sentido establecer la caducidad de un esquema regional por haberse alcanzado la liberación comercial hemisférica en un determinado nivel de preferencias o de volumen de comercio?

En todo caso, la vigencia de preferencias de mayor alcance, o bien la equiparación en el acceso irrestricto a los mercados, no tiene por qué echar por tierra las regulaciones de política comercial acordadas en marcos  subregionales que pueden implicar mayores ventajas negociadas entre los países miembros de tales esquemas, que las previstas en el ALCA.

En la medida que no se afecten derechos de terceros países no miembros de tales esquemas  subregionales pero a su vez Estados Partes del ALCA, nada debería impedir que subsistieran las especificaciones y regulaciones acordadas en el marco de aquellos esquemas subregionales. Las condiciones de interdependencia económica (muchas veces por razones de integración física) justifican y aconsejan la vigencia de mecanismos e instrumentos de alcance subregional.

La idea expuesta no es original, sino que refleja una opción ya elegida por EUA y Canadá cuando renegociaron su esquema bilateral al incorporar a México en el NAFTA. Si recurrimos a este ejemplo, podremos advertir que la superposición de acuerdos de libre comercio puede regularse jurídicamente fijando excepciones que remitan, en cada cuestión sometida a excepción, al marco bilateral de que se trate. Con lo expuesto se pretende llamar la atención sobre la necesidad de incorporar un enfoque estructural de las modalidades y procedimientos de negociación, que permita:

a)
Cotejar sistemáticamente las preferencias arancelarias y no arancelarias negociadas en el ALCA con las vigentes y programadas dentro de los esquemas subregionales; y

b)
Definir con suficiente claridad y precisión las normas aplicables entre países miembros de dichos esquemas subregionales, ya sea a título de reservas expresamente formuladas en el Acuerdo, ya sea como opciones a la normativa del ALCA, definidas también expresamente.

Ambos aspectos deberían ser resueltos mediante la elección de determinadas modalidades y procedimientos para la negociación (y no sólo la negociación “arancelaria”).

-
Aranceles y medidas no arancelarias

Cláusula de preservación de acuerdos subregionales:

El informe del Grupo de Negociación, dentro del capítulo sobre aranceles y medidas no arancelarias, recoge, como el proyectado artículo 3, la fórmula originariamente impuesta por una Directiva de los Presidentes,
 en los siguientes términos puestos entre corchetes:

“Ninguna de las disposiciones de este Capítulo modifica o altera en forma alguna las concesiones acordadas en materia de aranceles aduaneros y medidas no arancelarias en el marco de otros acuerdos comerciales suscritos entre las Partes al amparo del Artículo XXIV del GATT de 1994 (a menos que las preferencias obtenidas en el marco del ALCA sean iguales o mayores) excepto en aquellos casos en que las disposiciones de este Capítulo concedan mayores ventajas en beneficio de una o más Partes que hayan suscrito esos acuerdos, en cuyo caso prevalecen entre dichas Partes las disposiciones de este Capítulo”.

Como se aprecia, el borrador de texto recoge dos versiones sutilmente diferentes. En tanto una de ellas preserva las concesiones subregionales aun cuando sean iguales a las negociadas en el ALCA, ante la referida igualdad, la otra versión propone la aplicación del ALCA. Podría entenderse que la mentada diferencia de criterio afecta la vigencia de los acuerdos  subregionales de distinto modo. En efecto, si se adoptara la primera versión, respecto de los productos cuyo acceso a los mercados estuviese enteramente liberado, tanto a escala hemisférica como a escala subregional, los acuerdos subregionales permanecerían enteramente vigentes y, por lo tanto, se aplicarían, entre los países miembros, todas las políticas comerciales allí establecidas. En cambio, si se adoptara la segunda versión, el ALCA iría dejando sin objeto a los acuerdos subregionales a medida que progresara el programa de liberación comercial a escala hemisférica, independientemente de haberse logrado los mismos progresos en aquellos ámbitos subregionales.

La primera interpretación es coherente, no sólo con los objetivos de la norma emanada de la Directiva de los Presidentes, sino también con la naturaleza de los procesos de integración económica, como se anticipó en el apartado anterior.

Relación entre medidas arancelarias y no arancelarias:

Este es un aspecto especialmente sensible para los países miembros de ALADI, en especial debido a que el acceso a los mercados de los países de mayor desarrollo relativo del ALCA suele verse obstaculizado por la aplicación de medidas no arancelarias. En tal sentido, por un lado habría que estipular mecanismos tendientes a neutralizar las restricciones y, en todo caso, a lograr la mayor transparencia en la aplicación de medidas no arancelarias aceptadas como tales. Pero por otro lado sería conveniente incluir en el Acuerdo una previsión que asegure el efectivo cumplimiento de aquellos mecanismos estipulados, previendo al efecto que los incumplimientos en la eliminación de restricciones no arancelarias autorizarán a los Estados Partes afectados a suspender sus propios compromisos de desgravación arancelaria. 

Posible cláusula de graduación:

Independientemente de los problemas coyunturales de falta de competitividad que pueden justificar la adopción de salvaguardias, según se explica en un apartado posterior, algunos países miembros de ALADI son afectados por una insuficiencia estructural que les impide alcanzar estándares de competitividad mínimamente compatibles con los compromisos de liberación del comercio requeridos por el ALCA. Esta insuficiencia adquiere dimensiones críticas tratándose de determinados productos. En efecto, el carácter crítico de la incapacidad competitiva se manifiesta en los costos de producción y consiguientes precios de determinados productos que incorporan una significativa mano de obra en su producción, desarrollo tecnológico o bien por su significación exportadora. La inclusión de tales productos en los programas de desgravación implicaría el rápido desplazamiento de esos productos del mercado interno a manos de productos importados, similares o competidores, con efectos muy perniciosos para la estructura económica del Estado Parte signado por aquella desventaja competitiva estructural. Resulta entonces indispensable incorporar al Acuerdo una cláusula que, entre las excepciones a los programas de desgravación, permita incluir (hasta un determinado número de productos o bien productos representativos de hasta un determinado volumen de comercio), listas especiales exceptuadas de los programas de desgravación.

Conviene puntualizar que esta propuesta: (i) difiere de las salvaguardias en el sentido que atiende una incapacidad competitiva enteramente imputable a razones macroeconómicas; y (ii) consiste en la incorporación al Acuerdo de excepciones temporarias  a los programas de desgravación y para un listado muy acotado de productos. La causa de estas particulares excepciones es entonces la existencia de una desventaja competitiva de carácter estructural, ajena a la dotación de recursos y capacidad de gestión de las empresas productoras de los bienes (y servicios) e imputable, en cambio, a los mayores costos internos directamente derivados de las políticas monetarias, cambiarias, crediticias y/o tributarias vigentes, cuando estas políticas obedezcan al endeudamiento público adquirido históricamente y a los compromisos contraídos por cada país con motivo de su acceso a las fuentes internacionales de financiamiento.

Los Estados Partes que a los efectos de esta cláusula se califiquen como de mayor desarrollo relativo del esquema (Estados Unidos de América y Canadá), podrán acordar con los Estados Partes que invoquen la cláusula, la ejecución de programas de asistencia financiera y técnica, por sí o mediante la contribución de organismos internacionales, con el fin de neutralizar las desventajas competitivas indicadas. En tales casos se fijará un régimen de evaluaciones periódicas de resultados, con vistas a la reanudación del programa de desgravación para los bienes (y servicios) cuya producción sea eficazmente asistida mediante dichos programas (graduación).

-
Régimen de origen

Los borradores de texto reproducen distintas alternativas formalmente aceptadas por la legislación y la doctrina en materia de calificación y certificación de origen. En la próxima fase los países miembros de ALADI deberán propulsar la incorporación de disposiciones que contribuyan a incorporar valor agregado regional a las exportaciones dirigidas a los países de mayor desarrollo relativo del ALCA; y, por otro lado, que doten de sentido económico a la preservación de los esquemas subregionales.

Así, se sugiere introducir cláusulas especiales a propósito de los siguientes temas.

Criterios de calificación de mercancías como originarias:

Los borradores de texto, siguiendo la tradición legal y doctrinaria en la materia, mencionan al criterio de clasificación arancelaria y complementariamente a los criterios del valor de contenido regional y de transformaciones específicas. Al respecto, los países miembros de ALADI podrían requerir dos tipos de tratamientos diferenciales para la calificación general de origen: (a) el reconocimiento de la validez de criterios de calificación diferentes, adoptados en el marco de acuerdos subregionales; y (b) el reconocimiento de porcentajes y niveles diferentes “teniendo en cuenta los (también) diferentes niveles de desarrollo de los países y el tamaño de las economías”.

Método para calcular el valor cuando se aplica el criterio de valor de contenido regional:

Debe propiciarse la posibilidad de elegir el método, como ocurre en el NAFTA, dentro de cada transacción. El valor de transacción y el valor de costo neto tienen costos y beneficios que pueden dar lugar a ponderaciones útiles, de acuerdo al nivel de competitividad de los productos negociados. El método denominado “de costo neto” se distingue del llamado “de facturación” o “valor de transacción” en que el último, a diferencia del primero, contempla la inclusión, dentro del valor agregado nacional, de costos que no se refieren estrictamente a la elaboración del producto en sí. Por lo tanto, a mayores costos internos (esto es, a menor competitividad sistémica de la economía), la aplicación de un método de facturación o transacción permite aumentar el valor agregado nacional sin que se traduzca directamente en la incorporación de valor agregado real en el producto. En el NAFTA, como se sabe, el valor del contenido regional se calcula sobre la base de uno u otro método a elección del exportador o productor (artículo 402), con excepción de determinadas materias sobre las cuales debe aplicarse el método del costo neto (partidas del sector automotriz, máquinas para procesamiento de textos, etc.).

Requisitos específicos de origen y tratamiento acumulativo:

Debe tenerse presente la extrema utilidad de negociar requisitos específicos de origen, como uno de los mecanismos más idóneos para propiciar (o desalentar) procesos de integración productiva a partir de las desgravaciones comerciales. En especial, la extensión del tratamiento acumulativo puede resultar un estímulo para la complementación económica intra-ALADI en la elaboración de productos de alto valor agregado destinados a los países de mayor desarrollo relativo del ALCA. E, inversamente, la limitación del tratamiento acumulativo en las importaciones de productos con componentes originarios de los países de mayor desarrollo relativo del ALCA, permitiría evitar la competencia desleal entre países de la ALADI a partir de la utilización de materias primas e insumos de aquel origen.

-
Salvaguardias

Función de las salvaguardias a tenor de las disciplinas multilaterales:

Debido a que las propuestas para regular este instituto siguen alentando confusiones, en especial a propósito de las exageradas expectativas que despierta, conviene hacer un breve repaso.

La adopción de un Acuerdo sobre Salvaguardias en la Ronda Uruguay consagró legalmente una doctrina insinuada a partir de las interpretaciones no siempre coincidentes del artículo XIX del GATT 1947. La consolidación doctrinaria resultó de la incorporación de las salvaguardias como una de las disciplinas de política comercial que debía sujetarse a la pormenorizada regulación multilateral. De estas experiencias pueden extraerse algunos criterios definitorios del instituto, enteramente aplicables en el marco de los esquemas de integración económica, a saber:

a)
Las medidas autorizadas deben tener por objeto la preservación (y nunca la vulneración o elusión) de los compromisos de desgravación asumidos, facilitando la progresiva adaptación de las ramas de la producción nacional afectadas, frente a dificultades no previstas al momento de haberse asumido aquellos compromisos. Con las palabras del Acuerdo sobre Salvaguardias, el objetivo de las medidas es el de “facilitar el reajuste” de la rama de producción afectada por las importaciones que se cuestionan (Acuerdo, 7.4).

b)
A diferencia de las medidas compensatorias y antidumping, debe tratarse de dificultades propias del país que las denuncia, sin imputación de ilicitud alguna a los Estados de origen o procedencia de las mercaderías ni a los importadores y sus representados en el exterior.

c)
Como consecuencia de las dos características precedentes, se supone que la adopción de salvaguardias constituye una confirmación (y nunca una denuncia) de los compromisos contraídos y, a la vez, una asunción de responsabilidades por la dificultad transitoria para asegurar su cumplimiento. De ahí que toda imposición de salvaguardias implica, en el punto de partida, la fijación de nuevos compromisos por parte del Estado que las adopta. Los compromisos se refieren a la preservación de cupos de importación considerando los niveles históricos y a las notificaciones y consultas relativas al otorgamiento de compensaciones y a los procesos de reajuste interno, destinados a sobreponer a la rama de producción afectada.

d)
Por último, en la evaluación del daño para la imposición de salvaguardias ha de prevalecer decididamente una apreciación de política económica por la autoridad nacional competente, por encima de los intereses privados que puedan (o no) invocarse. Esta es otra diferencia sustancial entre los fundamentos que sustentan las salvaguardias y los que sustentan la imposición de derechos antidumping y compensatorios.

Márgenes para la especificación de las salvaguardias en los esquemas de integración económica. El caso del ALCA:

Dentro de los parámetros establecidos multilateralmente y resumidos en el apartado anterior, los acuerdos de integración pueden introducir cláusulas de mayor rigidez o flexibilidad. De tal modo:

a)
Es posible que un acuerdo de integración restrinja la tolerancia para la adopción de salvaguardias e incluso las prohiba, total o parcialmente. Esta menor tolerancia puede explicarse cuando el acuerdo de integración consagra preferencias cuyo pleno aprovechamiento no puede ocasionar dificultades al Estado que las concede, debido a la limitada capacidad exportadora del Estado o Estados beneficiarios de dichas preferencias. Asimismo, puede justificarse como un estímulo adicional a la creación de una corriente de comercio en la medida que la prohibición de adoptar salvaguardias, al menos durante un período preestablecido, representa una garantía adicional para el acceso al mercado del país que otorga dichas preferencias.

b)
Es posible que un acuerdo de integración facilite o extienda el grado de tolerancia previsto por el sistema multilateral para la aplicación de salvaguardias. Dicha mayor tolerancia o extensión de las medidas puede explicarse simétricamente por el incremento del riesgo que representa una apertura comercial que abarque lo sustancial del comercio negociado, como ocurre en las zonas de libre comercio, resultando difícil prever al momento de suscribirse los compromisos, el impacto de la apertura sobre el sistema productivo de los países involucrados. Ello justifica la adopción de previsiones cuya flexibilidad permita sortear las dificultades imprevistas.


En el caso del ALCA, la opción “a” sería compatible con la situación de los países de mayor desarrollo relativo del esquema (EUA y Canadá) frente a los países miembros de la ALADI. En cambio, la opción “b” sería compatible con la situación de los países miembros de la ALADI frente a aquellos dos países de mayor desarrollo relativo. Esta disparidad podría justificar la adopción de un régimen mixto, más rígido respecto de las salvaguardias que podrían adoptar los países de mayor desarrollo relativo respecto de los restantes Estados Partes y más flexible respecto de las salvaguardias que podrían adoptar los países miembros de la ALADI frente a aquéllos. Sin embargo, esta opción todavía no se ha presentado en las negociaciones sobre la materia. En cambio, tiende a prevalecer la opción “b”, que en todo caso resultaría equitativa en la medida que la fijación de los umbrales mínimos para justificar la adopción de salvaguardias se atuviera, por definición, a las diferencias relativas en el tamaño de los mercados. Este es el caso del numeral 10.2 del texto presentado como propuesta del presidente del grupo, para las salvaguardias globales: “La Parte que decida adoptar una medida de salvaguardia global sólo podrá aplicarla a las importaciones de otra Parte cuando determine que esas importaciones, consideradas individualmente, representan una parte sustancial de las importaciones totales y contribuyen de manera importante al daño grave o amenaza de daño grave”.

Algunos puntos que requerirían cuidadosa regulación en el ALCA:


Dadas las características del ALCA y la disparidad estructural entre los países de mayor desarrollo relativo del esquema y los países miembros de ALADI, la adopción de salvaguardias por estos últimos frente a aquéllos debería atenerse a cláusulas de mayor flexibilidad y especificidad que las establecidas en el Acuerdo sobre Salvaguardias de la OMC, en especial a propósito de las siguientes cuestiones:

a)
Etapas o momentos en los que se podrán aplicar salvaguardias: los borradores de texto reflejan dos posiciones. Una de ellas postula que las salvaguardias podrán adoptarse “en cualquier momento de la vigencia del Acuerdo”, en tanto otra sostiene que se aceptarían “únicamente durante el período de transición” (si bien dicho período está pendiente de definición). Resulta evidente la necesidad de sustentar la primera posición, al menos para el caso de salvaguardias aplicables a las importaciones procedentes de los países de mayor desarrollo relativo del ALCA.

b)
Cupos: la obligación de mantener cupos libres de las restricciones o gravámenes imputados a las salvaguardias merecería una ponderación atendiendo a las circunstancias. En tal sentido, independientemente de la fijación de un criterio para calcular esos cupos sobre la base del promedio de importaciones realizadas en los últimos años, correspondería incluir en el Acuerdo una previsión similar a la contenida en la propuesta del presidente del grupo como frase final del artículo 3, dentro del capítulo sobre medidas de salvaguardia: “(...)salvo que se demuestre la necesidad de fijar un nivel diferente para prevenir o reparar el daño grave”.

c)
Período máximo de aplicación de las medidas y sus prórrogas: por las razones expuestas más arriba, los términos vigentes en el Acuerdo sobre Salvaguardias pueden ser extendidos dentro de los acuerdos de integración económica, sin perjuicio de respetar aquellos plazos instituidos multilateralmente frente a terceros Estados miembros de la OMC.

d)
Más allá de la facultad de adoptar unilateralmente salvaguardias provisionales en circunstancias críticas, como se prevé en el Acuerdo sobre Salvaguardias, nada impide que en el marco de los esquemas de integración económica se instituya un régimen de aplicación, también unilateral, para las salvaguardias definitivas. En todo caso, los sistemas de notificación y consulta que puedan establecerse serían enteramente compatibles con el ejercicio de dicha facultad. En efecto, la naturaleza de un acuerdo de libre comercio como el ALCA es afín con el mantenimiento de la facultad de los Estados Partes para adoptar salvaguardias sin requerir la previa decisión de una autoridad intergubernamental.

-
Normas y barreras técnicas al comercio

Cobertura y regulaciones aplicables
:

El capítulo sobre normas y barreras técnicas al comercio, incorporado en el Informe del Grupo de Negociación al Comité de Negociaciones Comerciales, se aplica a las medidas de normalización (normas técnicas voluntarias), reglamentación técnica (obligatoria), procedimientos de evaluación de la conformidad (que a su vez pueden referirse a normas o a reglamentos técnicos) y medidas de metrología (científica, industrial y legal).

Las disposiciones nacionales sobre tales materias han de atenerse al Acuerdo sobre Obstáculos Técnicos al Comercio de la OMC, respecto del cual algunos textos propuestos contienen prescripciones sugestivas, tales como las siguientes: “cada Parte hará todo lo posible para aplicar y dar cabal cumplimiento a (sus) disposiciones” y “el presente capítulo deberá contribuir para la plena aplicación del Acuerdo...”. Como se sabe, al promediar la década de los ochenta, en la Comunidad Económica Europea comenzaron a debatirse cambios estructurales para la armonización legislativa sobre obstáculos técnicos y control sanitario.
 Los Acuerdos de la OMC recogieron el cambio reconociendo la conveniencia de respetar las atribuciones de los gobiernos nacionales, haciendo uso de los criterios de objetividad y transparencia que a su vez son sustentados por el criterio de la buena fe o “confianza mutua” en las relaciones económicas internacionales desarrolladas sobre esta materia. En tal sentido, los borradores de texto propuestos para el capítulo del ALCA reproducen conceptos caros a la normativa multilateral vigente, tales como éstos: “Cada Parte podrá elaborar, adoptar, aplicar y mantener las medidas de normalización, reglamentos técnicos, procedimientos de evaluación de la conformidad y metrología que permitan alcanzar objetivos legítimos como la protección de la vida o la salud humana, animal o vegetal, y del ambiente o para la prevención de prácticas que puedan inducir a error o engaño al consumidor (...)”.

Simultáneamente, los borradores de texto de este capítulo destacan que las Partes reafirman los derechos y obligaciones contenidos en los tratados internacionales de los cuales las Partes sean parte, referidos a cuestiones de salud, medio ambiente y conservación y protección de consumidores. A esta declaración genérica deben agregarse múltiples referencias, distribuidas a lo largo del capítulo, a organismos especializados, a los que se recurrirá para la creación y fortalecimiento de los sistemas nacionales.

Finalmente, un texto propone que en el área alimentaria se preferirán las normas oficiales del Codex Alimentarius como base para la elaboración de las normas nacionales, si bien se ha consensuado en el grupo que las disposiciones de este capítulo sobre acceso a mercados no serán aplicables a las medidas sanitarias y fitosanitarias.

Caracterización de las posibles dificultades que afrontarían los países miembros de ALADI a partir de las imprevisiones del capítulo sobre normas y barreras técnicas al comercio:

La disparidad estructural entre los países de mayor desarrollo relativo (EUA y Canadá) y los restantes Estados Partes del ALCA se refleja en los distintos estándares requeridos para el acceso a los mercados y, consiguientemente, en los distintos niveles de capacidad técnica incorporada institucionalmente para reconocer, informar y certificar el cumplimiento de dichos estándares.

Tal discrepancia únicamente puede ser salvada mediante: (a) la celebración inicial de acuerdos de reconocimiento mutuo de los procedimientos de evaluación de la conformidad a reglamentos y normas y aceptación de informes metrológicos; y (b) la imposición a los países de mayor desarrollo relativo de prestar cooperación técnica para la progresiva mejora de los estándares obtenidos por los restantes países, o bien la obligación de efectuar contribuciones que permitan a estos Estados Partes obtener dicha prestación de otras fuentes de asistencia técnica, públicas o privadas, y la consecuente obligación de garantizarles el acceso a sus mercados, una vez cumplidos los recaudos.

Por último, los acuerdos de reconocimiento mutuo y las obligaciones de prestar cooperación técnica o financiera en un marco como el del ALCA deben incluir las materias supeditadas al cumplimiento de normas (voluntarias) sin que ello implique en modo alguno prejuzgar sobre su eventual evolución hacia la obligatoriedad (reglamentos técnicos). Esta extensión de los acuerdos y acciones de cooperación al área de las normas voluntarias se justifica plenamente porque en los países de mayor desarrollo relativo el “efectivo” acceso a sus mercados depende, precisamente, de la satisfacción de normas voluntarias (calidad y protección medioambiental).

Ahora bien, una exhaustiva recorrida de los borradores de texto incluidos en el capítulo comentado revela que todavía no se han presentado propuestas para imponer o siquiera inducir acuerdos de reconocimiento mutuo de procedimientos de evaluación de la conformidad entre los países de mayor desarrollo relativo y los restantes y que la cooperación técnica está por el momento diseñada con los rasgos de un dispositivo de carácter facultativo.

Algunos borradores de texto que pueden ser utilizados como punto de partida para la elaboración de propuestas afines a los intereses legítimos de los países miembros de la ALADI:

a)
En principio, las atribuciones de los Estados Partes para dictar reglamentos y normas técnicas están ampliamente reconocidas en los borradores, sin mayores alusiones a un trato preferencial a otros (determinados) Estados Partes. Así: “...los procedimientos de evaluación de la conformidad se elaborarán, adoptarán y aplicarán de manera que se conceda acceso a los proveedores de productos similares originarios de los territorios de otras Partes en condiciones no menos favorables que las otorgadas a los proveedores de productos similares de origen nacional u originarios de cualquier otro país, en una situación comparable”.

b)
Sobre la base indicada “se insta a las Partes a que acepten, a petición de otras Partes, entablar negociaciones encaminadas a la conclusión de acuerdos de mutuo reconocimiento de los resultados de sus respectivos procedimientos de evaluación de la conformidad. Las Partes podrán exigir que esos acuerdos cumplan los criterios enunciados en el artículo 5.1...”.

c)
Pese a las anteriores propuestas normativas, los borradores de texto correspondientes al artículo 9, denominado “Trato especial y diferenciado”, contienen un reconocimiento explícito de la disparidad estructural en esta materia. Sin embargo, debe advertirse que tales disposiciones todavía no implican un compromiso de garantizar el acceso a los mercados de productos reglamentados o normalizados dentro de estándares que reflejen aquella disparidad. En efecto, “las Partes aceptan que aun cuando puedan existir normas, guías o recomendaciones internacionales, los países en desarrollo, dadas sus condiciones tecnológicas y socioeconómicas particulares, adoptarán determinados reglamentos técnicos, normas o procedimientos de evaluación de la conformidad que busquen preservar los métodos, tecnología y procesos de producción autóctonos y compatibles con sus necesidades de desarrollo...”.
 Como se ve, una “aceptación” en términos semejantes a los transcritos no haría sino regularizar tratamientos discriminatorios dentro del propio ALCA (por ejemplo, tolerando acuerdos  subregionales entre Estados Partes con niveles semejantes de insuficiencia técnica), pero sin comprometer a los países de mayor desarrollo relativo frente a los demás.

d)
Un texto agregado a última hora dentro del mencionado artículo 9 “faculta al Comité de Obstáculos Técnicos al Comercio para que conceda a los países de pequeñas economías, previa solicitud, excepciones especificadas y limitadas en el tiempo, totales o parciales, al cumplimiento de obligaciones dimanantes del presente Acuerdo”. Este borrador tiene dos defectos ostensibles: (i) ignora que el problema relativo al cumplimiento de reglamentos y normas técnicas aparece cuando el insuficiente desarrollo se proyecta sobre las actividades de industrialización y, por lo tanto, en general excede a las “economías pequeñas”; y (ii) las excepciones no deben estar limitadas a plazos que los países “beneficiarios” no pueden cumplir, a menos que cuenten con la cooperación financiera y técnica adecuada y cuya prestación, precisamente, debería constituir una obligación de los países de mayor desarrollo relativo del esquema.

b)
Agricultura
Las negociaciones dentro de este grupo abarcan dos cuestiones fundamentales: las medidas y prácticas que afectan el comercio de los productos denominados “agrícolas” y que son objeto material de las regulaciones actuales (y futuras) del Acuerdo sobre la Agricultura de la OMC; y las medidas sanitarias y fitosanitarias aplicables a productos incluidos y no incluidos en aquel Acuerdo, según la caracterización de tales medidas por el Acuerdo sobre la Aplicación de Medidas Sanitarias y Fitosanitarias de la OMC (SFS).

- 
Comercio de productos “agrícolas”

Los textos presentados y transcritos por el documento de trabajo de la presidencia del grupo en el papel del 28 de noviembre de 2000, en general adoptan una de las dos posiciones extremas, con todas sus consecuencias: (i) la posición “de mínima” se limita a lo acordado multilateralmente, en el sentido de negar la posibilidad de preferencias “OMC plus”, esto es, negar la posibilidad de una mayor liberación hemisférica del comercio de productos agrícolas, que implique limitar dentro del ALCA la aplicación de subvenciones,
 de salvaguardias especiales 
 toleradas por el Acuerdo sobre Agricultura, así como negar otras limitaciones en la adopción de bandas de precios y mecanismos similares y de créditos y garantías de créditos a la exportación; y (ii) la posición “de máxima”, en cambio, propone negociar preferencias “OMC plus”, tanto en materia de subvenciones y salvaguardias contempladas en el Acuerdo sobre Agricultura y llama a limitar, además, la aplicación de otras medidas restrictivas (bandas de precios) y de fomento (créditos y garantías de créditos a la exportación).

Recorriendo los textos normativos propuestos en el grupo, como se verá a continuación, queda en evidencia la necesidad de situar la disputa, una vez más, en el marco de los desequilibrios estructurales entre los Estados Partes del ALCA. En efecto, cabe suponer que la posición “de máxima” debería servir de inspiración para diseñar las regulaciones a propósito de las medidas y prácticas de los países de mayor desarrollo relativo del esquema frente a los demás. En este sentido, los países de la ALADI podrían acordar el contenido de las distintas disciplinas en sus relaciones recíprocas (graduando, a su vez, los tratamientos diferenciales a tenor de las distintas categorías de países miembros) y sobre la base de lo acordado requerir a los países de mayor desarrollo relativo del ALCA comportamientos más constructivos que los presentados hasta ahora con un criterio proteccionista como posiciones “de mínima”.

Bandas de precios:

La posición “de mínima” en este caso se refleja en una amplia tolerancia para la adopción de “bandas o franjas de precios y otros mecanismos de estabilización de precios de productos agropecuarios”.
 En cambio, la posición “de máxima” sostenida por el  MERCOSUR  expresa que “al momento de iniciarse la desgravación arancelaria habrán sido eliminados los mecanismos de bandas o franjas de precios para el comercio intra-hemisférico de productos agropecuarios”.

Salvaguardias especiales agropecuarias (SEA):

La posición “de mínima” se limita a sostener que las Partes “podrán aplicar una SEA de carácter automático durante la vigencia del presente Acuerdo a las importaciones de un producto originario de otra Parte, comprendido en el Anexo I del Acuerdo sobre la Agricultura de la OMC...”. En cambio, la posición “de máxima” expresa que “...las Partes no pueden aplicar ninguna medida de salvaguardia (especial) que opere de manera automática o que no requiera demostración de daño a la rama de la producción nacional”.

Subvenciones “intra-zona”:

La posición “de mínima” se atiene a las prescripciones multilaterales y, en todo caso, propone que las Partes convengan “en trabajar en función de lograr un acuerdo multilateral en el marco de las negociaciones de la OMC sobre agricultura para: (...) eliminar los subsidios a las exportaciones de productos agropecuarios lo más pronto posible y evitar la reimposición de éstos bajo alguna forma...”.
 En las antípodas, los países del  MERCOSUR sostienen, en un documento con proyectos de texto: la definición comprensiva de la figura “subsidio a la exportación de productos agropecuarios”; una prohibición expresa (“los países miembros del ALCA no concederán ni mantendrán los subsidios definidos en el artículo 1 precedente en el comercio intra-zona”); un compromiso de eliminación (“los subsidios a la exportación de productos agropecuarios dirigidos a otros países miembros del ALCA habrán sido totalmente eliminados al momento que se inicie el proceso de desgravación arancelaria”); y, adicionalmente, la obligación de evitar mecanismos que impliquen formas de elusión de aquella prohibición.

Créditos y garantías de créditos a la exportación:

La posición “de mínima” se expresa en el texto propuesto por el cual “las Partes convienen en trabajar en función de lograr un acuerdo multilateral en el marco de las negociaciones de la OMC sobre agricultura para: (...) c) lograr un acuerdo en torno a las normas que permitan garantizar que los programas de créditos a las exportaciones y las garantías de crédito a la exportación financiados por los gobiernos...”.
 En cambio, la posición “de máxima”, representada por un documento preparado por el  MERCOSUR  y que fue agregado como Anexo 12.2.1 al documento de trabajo de presidencia, contiene previsiones tales como las siguientes: plazos de pago máximos tolerables para créditos consistentes en operaciones de pre-embarque y de post-embarque; exigencia de participación del sector privado en las prestaciones de garantía de créditos; y límite del valor de la transacción que puede ser cubierto por las agencias oficiales aseguradoras.

Desplazamiento de mercados en el ALCA por subvenciones de terceros países:

Esta hipótesis pone de relieve que el nexo de solidaridad propio de un acuerdo de libre comercio tiene el efecto de hacer confluir las posiciones “de máxima” y “de mínima”. Es lo que ocurre cuando un tercer país aplica subvenciones a sus exportaciones de productos agrícolas a un Estado Parte del esquema. El “beneficio” de este último debe ceder frente al perjuicio ocasionado a otro u otros Estados Partes que sean desplazados de ese mercado. Sin embargo, el problema radica en que no siempre puede identificarse en el país de la importación el nivel de daño que amerite la adopción de medidas compensatorias.
 Por eso los textos propuestos incorporan la posibilidad de represalias entre Estados Partes del ALCA.

Desplazamientos en terceros mercados mediante subvenciones a la exportación:

Como era de esperar, aquí vuelve a plantearse la dicotomía de posiciones “de mínima” y “de máxima”. Se supone que los países de mayor desarrollo relativo del esquema ALCA están interesados en una fórmula que no supere las prescripciones de la OMC sobre la materia.
 En cambio, la posición “de máxima”, representada en este caso por el documento del  MERCOSUR , es afín a la inclusión de compensaciones y represalias dentro del propio Acuerdo.

Medidas de ayuda interna:

Se trata de “gastos (o ingresos fiscales sacrificados) en relación con programas de prestación de servicios o ventajas a la agricultura o a la comunidad rural”. En todo caso, ellos “no implicarán pagos directos a los productores o a las empresas de transformación”.

La posición “de mínima” está reflejada en textos programáticos como el siguiente: “las Partes convienen en cooperar en subsecuentes (o trabajar hacia un acuerdo) negociaciones sobre agricultura en la OMC con el propósito de definir mayores disciplinas y compromisos en materia de medidas de ayuda interna para lograr: la máxima reducción posible o la eliminación de las medidas de apoyo interno que distorsionen la producción y el comercio (...); un límite general (o eliminación) al volumen de ayuda interna de todo tipo (...); un acuerdo de que los apoyos a la caja verde no deberían ser sujetos a medidas compensatorias ...”.

En oposición a la anterior, la postura “de máxima” sostiene que “a partir de la fecha de entrada en vigor del presente Acuerdo, las Partes convienen en eliminar para el comercio entre ellas las medidas y prácticas que distorsionan el comercio y la producción de productos agropecuarios...” En concordancia con el precepto transcrito, se ha propuesto que “en caso de que una Parte aplique medidas y prácticas que distorsionan el comercio y la producción de productos agrícolas en el comercio de cualquier producto entre las Partes, las otras Partes suspenderán las preferencias otorgadas para el mismo producto hasta que la Parte que aplique dichas medidas y prácticas las elimine”.

Este es el único punto, entre los comentados respecto del comercio de productos agrícolas, que incluye un texto atinente al desequilibrio estructural entre los países que concurren al ALCA. En efecto, “las medidas gubernamentales de asistencia directa o indirecta para estimular el desarrollo agrícola y rural constituyen una parte integral de los programas de desarrollo de los países en desarrollo. Por lo tanto, los subsidios a la inversión que se encuentren generalmente disponibles para la agricultura en los países en desarrollo Miembros del ALCA y los subsidios a los insumos agrícolas que se encuentren generalmente disponibles para los productores de bajos recursos o de recursos limitados en países en desarrollo miembros quedarán exentos de los compromisos de reducción de la ayuda interna que normalmente serían aplicables a dichas medidas. Toda ayuda interna que satisfaga los criterios enunciados en este párrafo quedará exenta de compromisos de reducción”.

-
Medidas sanitarias y fitosanitarias
Normas aplicables:

Las definiciones de tales medidas serán las del Acuerdo sobre la Aplicación de Medidas Sanitarias y Fitosanitarias de la OMC. Adicionalmente, los textos mencionan las definiciones establecidas o aprobadas en el Código Zoosanitario, en la Oficina Internacional de Epizootías, en la Convención Internacional de Protección Fitosanitaria y en la Comisión del Codex Alimentarius, así como las de organizaciones subregionales que las Partes integren y cuya utilización sea acordada por las mismas. Otras propuestas normativas convergentes son: la asunción de compromisos no mayores que los provenientes de aquel Acuerdo de la OMC y la reafirmación de los derechos y obligaciones contraídos en ese mismo marco.

Caracterización del problema y alcance del desafío:

La situación es semejante a la descrita en este documento a propósito de las normas y barreras técnicas al comercio. En primer lugar, la disparidad estructural entre los países de mayor desarrollo relativo (EUA y Canadá) y los restantes Estados Partes del ALCA se refleja en los distintos estándares requeridos, en este caso, respecto del control sanitario y fitosanitario para el acceso a los mercados y, por lo tanto, en los niveles de capacidad técnica incorporada institucionalmente para efectuar dichos controles. La discrepancia, al igual que en el tema de las normas y barreras técnicas, sólo podría salvarse mediante la celebración de acuerdos para: (i) la armonización de métodos de muestreo, diagnóstico, inspección y certificación de animales, vegetales, sus productos y subproductos así como de la inocuidad de los alimentos;
 y (ii) determinar condiciones de equivalencia sobre el nivel adecuado de protección requerido.
 Pero a su vez estos acuerdos únicamente pueden celebrarse si los países de mayor desarrollo relativo del esquema asumen la obligación de prestar cooperación técnica atada a la ulterior obligación de garantizar el acceso a sus mercados una vez que los recaudos multilaterales sean satisfechos.

Al igual que en el capítulo de acceso a mercados respecto de las normas y barreras técnicas al comercio, en este capítulo agrícola los borradores de texto no incluyen propuestas para imponer o siquiera inducir acuerdos de armonización y equivalencia de controles sanitarios y fitosanitarios entre los países de mayor desarrollo relativo del ALCA y los restantes, si bien se han sembrado elementos de juicio con respecto a las condiciones de equivalencia.
 Finalmente, las previsiones sobre la cooperación técnica tienen también como en aquel caso, un carácter meramente facultativo.

c)
Salvaguardias, antidumping y derechos compensatorios 

Las posiciones expuestas en el Grupo de Negociación, observadas desde el punto de vista de la preservación de los mecanismos concertados (o que pudiesen concertarse) en esquemas subregionales, pueden clasificarse del siguiente modo:

a)
Posición “de máxima”, que identifica al ALCA como un esquema de integración muy ambicioso. Es la sostenida (en relativo aislamiento) por Chile, bajo la siguiente fórmula: “cuando se establezca la zona de libre comercio y los bienes circulen en los países del ALCA fundamentalmente libres de restricciones, los países renunciarán al uso de medidas antidumping para el comercio recíproco”.
 Ello implica sustituir (llegado el momento de la circulación de bienes libre de restricciones) los mecanismos de lealtad comercial (medidas antidumping y compensatorias) por un (posible) sistema de defensa de la competencia.

b)
Posición “de mínima”, que se limita a remitir a las disciplinas de la OMC. Esta posición, para ser compatible con la aplicación de mecanismos diferentes en el marco de los acuerdos subregionales, tendría que ir acompañada del reconocimiento expreso al derecho de los Estados Partes de proporcionarse un mejor trato para la materia negociada en dichos acuerdos subregionales. Esta sería la posición de EUA, que utiliza la siguiente fórmula: “Ninguna disposición de otro capítulo de este Tratado se interpretará en el sentido de imponer obligaciones a las Partes con respecto a sus disposiciones jurídicas sobre cuotas antidumping y compensatorias...”.

c)
Posición “OMC plus”, que consiste en proporcionar directivas de mayor especificidad que las multilaterales, con vistas a lograr un aumento de la transparencia en los procedimientos administrativos internos. De hecho, dichas directivas implicarían el otorgamiento a los interesados (incluidas las Partes interesadas en el caso de las subvenciones) de mayores facilidades y garantías o defensas y, en la misma medida, aumentaría el nivel de dificultad para la adopción de pronunciamientos sancionatorios (disposiciones antidumping y compensatorias). Dadas estas características, una posición “OMC plus” tendría que incorporar dos tipos de reservas que no siempre se observan en las propuestas presentadas en este Grupo de Negociación: (i) una reserva que llamaremos “por razones de desarrollo”, que circunscribiría al menos algunas de las especificaciones “OMC plus” a los casos de procedimientos llevados a cabo en los países de mayor desarrollo relativo del esquema ALCA por importaciones originarias de Estados Partes en desarrollo y menos adelantados (éstos últimos, identificados en el ALCA como “economías pequeñas”); y (ii) una reserva que llamaremos “por razones de integración”, la cual dejaría a salvo el derecho de los Estados Partes para omitir tales especificaciones “OMC plus” en el marco de esquemas de integración subregionales.

- 
Análisis de las propuestas “OMC plus” presentadas en el Grupo de Negociación

Determinación de la existencia de dumping:

Se sabe que para comparar el precio de exportación y el valor normal, la autoridad de aplicación deberá efectuar una comparación “equitativa”. En tal sentido, en la OMC el “Acuerdo relativo a la aplicación del artículo VI...” obliga a tener en cuenta “las diferencias que influyan en la comparabilidad de los precios” (art.2.4.). Con este motivo se proporcionan algunos ejemplos de diferencias: en las condiciones de venta, de tributación, en los niveles comerciales, etc., rematando con esta expresión: “...y cualesquiera otras diferencias de las que también se demuestre que influyen en la comparabilidad de los precios”. El  MERCOSUR  propone introducir una ejemplificación adicional de tales “otras diferencias”, incluyendo: “transporte y almacenamiento, seguro, descarga y costos accesorios, envasado, crédito, costos de post-venta de producto, comisiones devengadas y conversiones monetarias”.
 Asimismo, para la hipótesis de reconstrucción del precio de exportación (OMC, “Acuerdo relativo a la aplicación del artículo VI...” art.2.3.), el  MERCOSUR  sugiere avanzar más allá del criterio general del citado Acuerdo, que ordena reconstruir “sobre una base razonable que la autoridad determine” y a tal fin agrega para el ALCA la obligación de tener en cuenta “...los gastos, con inclusión de los derechos e impuestos, en que se incurra entre la importación y la reventa, así como los beneficios correspondientes”.

Determinación del margen de dumping: período de tiempo a considerar:

En la OMC, el “Acuerdo relativo a la aplicación del artículo VI...” establece que las ventas objeto de análisis (en el mercado interno del país exportador o a un tercer país) deberán ser consideradas a los efectos de calcular el valor normal cuando ellas se efectúan “durante un período prolongado”, que en referencia de pie de página el mismo Acuerdo determina como “normalmente de un año y nunca inferior a seis meses” (“Acuerdo relativo a la aplicación del artículo VI...”, art.2.2.1.). En este punto, la CAN y el  MERCOSUR  proponen llevar al texto del Acuerdo ALCA dichas referencias periódicas.

Determinación de la existencia del dumping y del daño en el caso de importaciones efectuadas como consecuencia de licitaciones o contratos de largo plazo:


El  MERCOSUR  propone:

a)
Para determinar la existencia del dumping, considerar como elementos de prueba: (i) en el caso del valor normal, el pliego de condiciones y el precio de adjudicación realizado en el país exportador; y (ii) en el caso del precio de exportación, el pliego de condiciones y los precios de adjudicación resultantes de la licitación.

b)
Para determinar el consumo aparente del país importador, las fechas de adjudicación de las licitaciones como fechas de venta efectiva del producto en cuestión.

Reserva por razones de desarrollo a propósito de la determinación del daño: participación de exportaciones de países de menor desarrollo relativo:

En el marco de la OMC, según el “Acuerdo relativo a la aplicación del Artículo VI...)”, los casos de evaluación acumulativa del daño por importaciones simultáneas de distinto origen se resuelven sobre la base de la significación económica de dichas importaciones y no sobre la base del nivel de desarrollo relativo de los países exportadores involucrados. En tal sentido:

a)
El margen de dumping se considerará “de mínimis” cuando sea inferior al 2% expresado como porcentaje de precio de exportación; y

b)
El volumen de las importaciones se considerará “insignificante” cuando represente menos del 3% de las importaciones del producto similar en el país importador, salvo que los países que individualmente representan menos del 3% sumen en conjunto más del 7% de esas importaciones (conf. Acuerdo cit., art. 5.8.).

Ahora bien, el Grupo de Negociación trabajó simultáneamente en dos direcciones: (i) examinando la posibilidad de aumentar los porcentuales “de mínimis” y de volúmenes “insignificantes” al interior del ALCA; y (ii) examinando la posibilidad de incorporar normas que atiendan a la situación de los países de menor desarrollo relativo. Así, la delegación de Costa Rica propuso que “para efectos de la determinación de la existencia de daño, ninguna autoridad investigadora de una Parte podrá evaluar acumulativamente los efectos de las importaciones provenientes de una pequeña economía”.

Por otra parte, México ha advertido la utilidad para el ALCA del artículo 15 del “Acuerdo relativo a la aplicación del Artículo VI...” que dispone: “Se reconoce que los países desarrollados Miembros deberán tener particularmente en cuenta la especial situación de los países en desarrollo Miembros cuando contemplen la aplicación de derechos antidumping (...). Antes de (su) aplicación (...) se explorarán las posibilidades de hacer uso de las soluciones constructivas previstas por este Acuerdo cuando dichos derechos puedan afectar a los intereses fundamentales de los países en desarrollo Miembros”. Si bien México por el momento se ha limitado a recomendar la inclusión en el ALCA de un texto similar al mencionado de la OMC, convendría discutir la conveniencia de un desarrollo normativo del precepto, a fin de introducir en las estructuras institucionales del ALCA un procedimiento para hacer realidad dentro del esquema las “soluciones constructivas” indicadas.

Determinación del daño: período investigado:
La CAN y el  MERCOSUR  recogen la jurisprudencia consagrada en el sistema de solución de controversias de la OMC y coinciden en que el período objeto de investigación deberá ser “normalmente” de tres años (conforme el  MERCOSUR  no deberá ser inferior a tres años y los períodos considerados tendrán que ser incluidos en los avisos públicos proporcionados por la autoridad de aplicación).

Definición de la “rama de producción nacional”: alcance del concepto:

El MERCOSUR  propone alterar dentro del ALCA los términos del artículo 4.1. del “Acuerdo relativo a la Aplicación del Artículo VI...”, que alude al “conjunto de productores nacionales de productos similares, o aquellos de entre ellos cuya producción conjunta constituya una parte principal de la producción nacional total de dichos productos”. Al efecto, la iniciativa del  MERCOSUR  sustituye la referencia al “conjunto” por “la totalidad de los productores domésticos del producto similar” y, simultáneamente, sustituye “una parte principal” por esta fórmula: “cuando ello (esto es, abarcar la totalidad de los productores) no sea posible (serán considerados) (los) productores nacionales que representan una proporción importante de la producción nacional del producto similar”.
 Estos cambios merecerían mayores discusiones, pues por un lado la noción de “totalidad de los productores” a que alude el  MERCOSUR  es más exigente que la del “conjunto” contemplada en la OMC, pero en cambio la noción de “proporción importante” utilizada por el  MERCOSUR  es menos exigente que la de “una parte principal” empleada en los acuerdos de la OMC. En todo caso, la clave estaría en la definición de las condiciones requeridas para demostrar la imposibilidad de abarcar a la “totalidad” y en consecuencia justificar el procedimiento sobre la base del reclamo de una proporción “importante” de los productores domésticos.

Conviene recordar que, para iniciar el procedimiento de investigación, el “Acuerdo relativo a la Aplicación del Artículo VI...” exige que la solicitud “esté apoyada por productores nacionales cuya producción conjunta represente más del 50% de la producción total del producto similar...” (art.5.4.). México y Chile proponen reproducir esta norma.

Reserva por razones de integración a propósito de la definición de la “rama de producción nacional”:

Sobre este punto debe partirse del artículo 4.3. del “Acuerdo relativo a la Aplicación del Artículo VI...”, que dispone: “Cuando dos o más países hayan alcanzado (...) un grado de integración tal que ofrezcan las características de un solo mercado unificado, se considerará que la producción de toda la zona integrada es (el equivalente a) la producción nacional...”. Frente a una norma tan escueta, la CAN efectúa un aporte que, de ser aceptado, eliminaría riesgos para los países del ALCA que participen en acuerdos subregionales, pues permitiría la adopción de medidas defensivas a tenor del perjuicio sufrido exclusivamente por productores nacionales sin la exigencia de demostrar perjuicios agregados, independientemente de la vigencia de dichos acuerdos subregionales. El texto sugerido por la CAN establece que “la rama de producción de toda la zona integrada estará conformada por el conjunto de productores nacionales de bienes similares de toda la zona integrada, o aquéllos de entre ellos que constituyan una proporción importante de la producción nacional total de dichos bienes de toda la zona integrada, siempre y cuando los productores nacionales de bienes similares vendan una parte significativa de su producción dentro de la zona integrada y, al propio tiempo, la demanda del producto de que se trate dentro de la zona integrada sea cubierta sustancialmente por los productores nacionales de la zona integrada”.
 El segundo párrafo resulta de adoptar, para la hipótesis de integración económica, el concepto especialmente diseñado en el “Acuerdo relativo a la Aplicación del Artículo VI...” para el caso de división de un mismo territorio nacional en dos o más mercados competidores (art.4.1. párrafo ii). La interpretación extensiva de la CAN es adecuada, especialmente considerando la imperfección o laxitud de los vínculos que anudan a los países latinoamericanos aun siendo miembros de un mismo esquema de integración subregional, habida cuenta de las disparidades e insuficiencias estructurales entre dichos países y de los distintos niveles de inserción en la economía internacional. De tal modo, exigir que en presencia de esquemas de integración  subregionales la rama de la producción afectada sea el conjunto de productores nacionales de bienes similares de toda la zona integrada constituiría una lacerante inequidad y de hecho invalidaría la aplicación de medidas defensivas en la mayoría de los casos.

Reserva por razones de desarrollo a propósito de la producción de la prueba:

El Acuerdo sobre Subvenciones y Medidas Compensatorias contiene esta prescripción: “En los casos en que una parte interesada o un Miembro interesado niegue el acceso a la información necesaria o no la facilite dentro de un plazo prudencial o entorpezca sensiblemente la investigación podrán formularse determinaciones preliminares o definitivas, positivas o negativas, sobre la base de los hechos de que se tenga conocimiento” (artículo 12.7). El  MERCOSUR  propone, aquí también, mayores especificaciones. La norma sugerida expresa que “se podrán formular determinaciones (...) utilizando la mejor información disponible, teniendo en cuenta las condiciones que se establecen a continuación”. Estas condiciones incluyen: la obligación de la autoridad investigadora de especificar en detalle la información requerida; la de tener en cuenta toda la información verificable; la de no poder descartar información con el argumento de no ser óptima cuando ella sea suministrada por un Gobierno interesado que haya procedido en la medida de sus posibilidades; la de dar razones de la no aceptación de elementos de prueba o informaciones y conceder la oportunidad de presentar nuevas explicaciones; y la de actuar con “especial prudencia” cuando deba atenerse a fuentes de información secundarias.

Es evidente que la fórmula presentada por el  MERCOSUR  fue elaborada con vistas a ser aplicada en los procedimientos de investigación llevados a cabo por los organismos de los países de mayor desarrollo relativo del ALCA, cuando estuvieran comprometidas importaciones procedentes de países latinoamericanos. Los requisitos introducidos por el  MERCOSUR permitirían a los Estados latinoamericanos actuar dentro de sus posibilidades para obtener, procesar y suministrar información relevante. Pero la pretensión de extender tales exigencias a los organismos de todos los países del ALCA podría tener efectos contraproducentes, en tanto los colocaría en dificultades para actuar con la suficiente presteza cuando, por ejemplo, deban expedirse frente a importaciones subsidiadas en los países de mayor desarrollo relativo del esquema, y estas subvenciones estuvieran encubiertas bajo condiciones de cierta sofisticación comercial y financiera. De ahí que parezca oportuno restringir la propuesta del  MERCOSUR  para su adopción por los países de mayor desarrollo relativo del ALCA, al cuestionarse importaciones procedentes del territorio de otros Estados Partes de menor desarrollo relativo.

Necesidad de introducir reservas por razones de desarrollo y por razones de integración a propósito de un posible pronunciamiento preliminar sobre los hechos:

El  MERCOSUR  propone, siguiendo el ejemplo de sistema de solución de diferencias de la OMC, desdoblar el pronunciamiento de la autoridad administrativa interna, introduciendo al efecto la figura de un “informe sobre los hechos esenciales” considerados en cada caso para la decisión de aplicar o no medidas definitivas. Tales hechos incluirían: los datos y la metodología empleada para la determinación del margen de dumping o de la cuantía de la subvención; y los datos relativos al análisis del daño y de la relación causal. Se otorgaría un plazo razonable a los Gobiernos interesados para que presenten sus comentarios y observaciones a lo informado y luego se daría lugar a los alegatos (ALCA, Grupo de Negociación cit., pags.11 y 12). También aquí la iniciativa del  MERCOSUR  parece haber sido diseñada con vistas a impedir pronunciamientos abruptos de los organismos nacionales de aplicación de los Estados Partes de mayor desarrollo relativo del esquema. Y por las mismas razones que las expuestas en el apartado anterior no parece conveniente, al menos en principio, extender la misma exigencia de procedimiento a los restantes Estados Partes del ALCA.

Reserva por razones de integración a propósito de la previsión de medidas a favor de un tercer país:

Dentro de los acuerdos subregionales, al profundizarse los nexos de integración debe inducirse una mayor solidaridad entre los países miembros para adoptar medidas antidumping y compensatorias en resguardo de ramas de la producción nacional de otros Estados miembros del mismo esquema. Por ello convendría hacer reserva del derecho de los Estados Partes del ALCA para profundizar, dentro de los esquemas subregionales, la cláusula presentada por México. Esta cláusula prevé la posibilidad de consultas entre las Partes con motivo de importaciones desde fuera de la región a precios de dumping o subvencionados. En segundo lugar contempla la posibilidad de formalizar solicitudes para la aplicación de derechos antidumping o compensatorios contra un tercer país.

d)
Servicios

Los debates hasta el momento se han ceñido a la experiencia adquirida por la comunidad económica internacional a partir del Acuerdo General sobre el Comercio de Servicios (identificado por la sigla española AGCS y que aquí se identificará por la sigla inglesa GATS). De esta experiencia sobresalen algunos puntos: (i) la inexperiencia derivada del escaso desarrollo hasta el presente de las negociaciones sectoriales en la OMC,
 hecho que motiva un especial cuidado de los negociadores cuando se debate la aplicación general de los principios de la cláusula de la nación más favorecida (CNMF), trato nacional y acceso a mercados; (ii) la todavía pendiente regulación, también en el ámbito multilateral, de las políticas comerciales en esta materia (especialmente en lo relativo a salvaguardias y subsidios), lo que justifica ciertas alusiones o reservas sobre dichos temas; y, finalmente, (iii) la necesidad de caracterizar la extensión de los posibles acuerdos subregionales, en directa relación al principio de la CNMF. Sobre todas estas cuestiones los avances son aún incipientes, observándose sin embargo: (i) con respecto a los principios, un importante intento de Chile para aportar elementos a la fijación de criterios de admisibilidad de excepciones; (ii) con respecto a las políticas comerciales, una contribución del MERCOSUR; y (iii) acerca de la admisibilidad de acuerdos subregionales, la inclusión de textos todavía inespecíficos junto a numerosas cláusulas meramente programáticas, relativas a la cooperación con los países en desarrollo y menos adelantados del esquema.

-
Criterio de inclusión-exclusión

Aquí conviene distinguir diversos alcances del objeto material “servicios”. Por un lado asoman las definiciones que siguen la tradición multilateral para deslindar el objeto material propio de una regulación sobre transacciones internacionales de servicios frente a otras materias reguladas (comercio de bienes físicos; inversiones directas). Por otro lado, aparecen referencias al alcance de la materia negociada en este grupo, haciéndose la salvedad para determinadas cuestiones que requerirían regulaciones ad hoc. Sin embargo, por el momento ambas cuestiones parecen confundirse. En efecto, un mismo texto que establece los temas a los cuales no se aplica “este capítulo” incluye, por un lado, los “servicios prestados en el ejercicio de una autoridad gubernamental” y los “servicios o funciones gubernamentales” (ejecución de las leyes, servicios de readaptación social...) y, por otro lado, “el comercio transfronterizo de servicios financieros; los servicios aéreos (con sus excepciones); las compras gubernamentales...”.
 Más allá del problema metodológico, habría que prestar atención a la posibilidad de acordar cuáles serán los temas susceptibles de futuro desarrollo legal (como consecuencia de la negociación de rondas sectoriales) y cuáles serán los temas excluidos (al menos inicialmente) de esa posibilidad.

Y por último los textos incorporan alusiones a determinados sectores o ramas que podrían ser objeto de negociaciones sectoriales, con la pretensión de fijar desde ya algunas reglas.
 Acerca de estas negociaciones sectoriales, un texto sugerido dentro de la “Sección sobre otros temas relacionados con los anteriores” promueve la incorporación al Acuerdo de una “lista de compromisos específicos que comprendería los sectores, subsectores y actividades de servicios con respecto a los cuales (los Estados Partes) asumirá(n) compromisos”.
 Desde ya parece inoportuno cualquier avance en la dirección propuesta, habida cuenta de la inmadurez de las negociaciones subregionales. De tal modo, cualquier compromiso que se asuma en el nivel plurilateral del ALCA a la fecha de suscripción del Tratado y que represente una obligación “OMC plus” implicará por esa sola incorporación la caducidad del derecho de negociar esos mismos compromisos en los marcos subregionales, al menos con el mismo nivel de profundidad.

Otra sugerencia difícil de justificar, al menos como materia de negociación dentro del capítulo general de servicios, es la que se refiere a los denominados “servicios profesionales”.
 Si bien esta inclusión puede explicarse por el ejemplo del NAFTA, conviene prestar atención a la extraordinaria dificultad que representaría contraer compromisos iniciales entre todos los Estados Partes del ALCA, habida cuenta de las profundas disparidades estructurales y la proyección de dichas disparidades sobre los sistemas educativos y los mercados de trabajo. Parece más coherente y, en todo caso, más equitativo derivar tales negociaciones a una futura ronda de negociaciones.

-
Los principios básicos y sus excepciones. Espacio asignado a la integración económica

a)
Prevalece el criterio de GATS en el sentido de garantizar la CNMF pero no así la del principio de trato nacional, que quedaría supeditado a los compromisos a ser asumidos en el marco de las “listas”, las que, según nuestra propia opinión (que por el momento no encuentra asidero en los textos), deberían ser materia de futuras negociaciones sectoriales.
 A falta de una mención a la secuencia negociadora para la aplicación de dicho principio del trato nacional, al menos abundan en los borradores las referencias al derecho de los Estados Partes para incluir excepciones a la vigencia de este último principio.

b) La integración económica, en tanto excepción pautada a la CNMF, tiene por el momento un tratamiento similar al del GATS. Esto es, por un lado se reproducen las exigencias del propio GATS para considerar la existencia de compromisos de integración en materia de servicios (cobertura sectorial sustancial y eliminación de medidas discriminatorias entre los países miembros de tales esquemas, sobre la base de un marco temporal razonable.
 Pero por otro lado aparecen criterios que flexibilizan aquellas exigencias, recogiendo la inspiración del GATS en lo relativo a los países en desarrollo cuando se trata de considerar a los esquemas de integración para las transacciones de servicios entre dichos países.
 Pero revisando algunos textos, aparece la intención de equiparar esta excepción a la que merecerían los Estados Partes “en desarrollo” por su propia condición de tales e independientemente de la conformación de esquemas de integración entre ellos.
 Esta flexibilización tan extrema merece acotarse y sus términos poco precisos pueden ser atribuidos al estado incipiente de las negociaciones, en tanto el reconocimiento a los países en desarrollo para apartarse unilateralmente de la CNMF equivaldría a instalar un criterio de no-reciprocidad en toda la extensión del capítulo, cuando, por otro lado, los Estados Partes no parecen haber contemplado tamaña modificación a las disciplinas multilaterales. Conviene advertir que, en última instancia, el espacio asignado a los acuerdos  subregionales en materia de transacciones de servicios no dependerá tanto del margen de permisividad incorporado a los textos legales sino, como se señala más arriba, a la envergadura de los compromisos sectoriales asumidos dentro del propio ALCA. De ahí que parezca conveniente, por un lado, postergar la confección de listas de compromisos para el momento de la celebración de futuras rondas de negociaciones sectoriales de alcance hemisférico y, por otro lado, avanzar en las negociaciones subregionales teniendo a la vista el desafío ínsito a aquellas futuras rondas en el ALCA.

c) Las propuestas normativas alrededor de un principio de “acceso a mercados” se explican, independientemente de lo que podría constituir la materia de una discusión teórica más general, por las reglamentaciones nacionales a la prestación de los distintos tipos de servicios. Al respecto se presentan dos criterios alternativos. Un primer criterio es el de incorporar al Acuerdo un listado de requisitos o condiciones prohibidas para las reglamentaciones nacionales. Aquí este criterio se subdivide en dos corrientes: aquella que aconseja prohibir tales requisitos o condiciones en general, y la que diseña las prohibiciones sólo para los sectores en que se contraigan compromisos de acceso a mercados. En todo caso, el contenido de las prohibiciones coincide. Se trata de: prohibiciones a la imposición de distintas limitaciones, tales como prohibiciones al número de proveedores, al valor de los activos o de las transacciones, al número de operaciones, al número de personas físicas que puedan emplearse, a la participación de capital extranjero,  etc. .  
 El segundo criterio es el propuesto por la delegación chilena, que postula el derecho a imponer restricciones cuantitativas a la prestación de servicios cuando ellas no sean discriminatorias y se trate de sectores respecto de los cuales no se hubiesen asumido compromisos específicos. Habiendo tales compromisos, Chile propone que las restricciones cuantitativas de carácter discriminatorio (esto es, excepciones a la CNMF y al trato nacional), estén prolijamente incorporadas a una lista (a diferencia de lo que ocurre en el ámbito multilateral, donde las excepciones al principio de acceso a mercados pueden confundirse con las restricciones cuantitativas discriminatorias). Adicionalmente, Chile considera que esa distinción debe proyectarse sobre las obligaciones futuras: las restricciones cuantitativas no discriminatorias podrían reproducirse o modificarse con la sola obligación de respetar el principio de transparencia; mientras que las restricciones discriminatorias, además de someterse a una obligación inicial de consolidación, podrían modificarse pero en un sentido siempre favorable a su liberalización.

-
El problema de las políticas comerciales

Al estar pendientes las negociaciones multilaterales sobre políticas comerciales aplicadas a las transacciones de servicios (origen, salvaguardias y subvenciones), se abre un ancho campo para su negociación en el marco de esquemas de integración económica. Pero por esta misma razón los países en desarrollo (en este caso, los países latinoamericanos y en especial los países miembros de ALADI) deberían aprovechar el vacío multilateral para sentar un precedente y obtener preferencias que compensen o neutralicen su insuficiencia estructural. El propio GATS, a propósito de las subvenciones marca una pauta, previendo el reconocimiento de “la función de las subvenciones en relación con los programas de desarrollo de los países en desarrollo y (teniendo en cuenta) la necesidad de los Miembros, en particular de los Miembros que sean países en desarrollo, de que haya flexibilidad en esta esfera” (GATS, artículo XV párrafo 1).

En el Grupo de Negociación se han esbozado propuestas relativas a la inclusión de las siguientes figuras: (i) restricciones por razones de balanza de pagos; (ii) salvaguardias especiales; y (iii) subvenciones. Una de las iniciativas asigna al “Comité de Comercio de Servicios”, a crearse, la facultad de determinar los procedimientos para establecer las medidas necesarias relativas a la adopción de salvaguardias urgentes y a la neutralización de subvenciones que distorsionan el comercio.
 Y el  MERCOSUR  “considera que el futuro capítulo sobre servicios del ALCA debería contener precisas disciplinas referidas a la eliminación y prohibición de subsidios que tengan efectos distorsivos en el mercado o que provoquen desplazamientos de corrientes comerciales normales”.

e)
Inversiones

Los textos normativos propuestos y consolidados en el borrador del Grupo de Negociación se concentran en la exposición de principios generales destinados a garantizar la radicación y el desarrollo de inversiones extranjeras directas (IED). Sin embargo, no se encuentra todavía una clara y precisa delimitación de la materia, que permita remitir a otro capítulo las inversiones aplicadas a la actividad financiera y las consiguientes operaciones y transferencias financieras que constituyen su objeto. De todos modos, el tenor de las regulaciones sugeridas corresponde indudablemente a las IED, debiéndose colegir la posibilidad de eventuales aperturas temáticas en el futuro.

Dichos principios y disposiciones tendientes a garantizar las IED tienden a reproducir los textos acordados en el marco de múltiples convenios internacionales bilaterales para la protección y promoción de inversiones, suscritos entre los mismos Estados que confluirán en el ALCA, incluyendo los relativos a transferencias, expropiaciones y compensaciones y solución de controversias entre un inversor de un Estado Parte y el Estado Parte receptor de la inversión.

Pero, simultáneamente con la introducción de aquellos principios y disposiciones de garantía, se han presentado propuestas directamente vinculadas a los objetivos económicos en esta materia. En el caso de los países miembros de ALADI, los objetivos económicos de IED dentro del ALCA pueden sintetizarse como: (a) estímulo a la atracción de IED procedente de los países de mayor desarrollo relativo del esquema y libre acceso al mercado de dichos países para radicar IED vinculada a las exportaciones a esos mismos mercados ; (b) articulación de los estímulos a la IED con los requerimientos internos de política económica; y (c) combate a las medidas y prácticas desleales que pudiesen aplicar o alentar los Estados Partes y las corporaciones empresariales para atraer y desviar inversiones.

Más abajo trataremos por separado: (1) las propuestas que, en atención a los dos primeros tipos de objetivos, tiendan a establecer regulaciones de común interés para los países de ALADI frente a los países de mayor desarrollo relativo del esquema (EUA y Canadá); y (2) las cláusulas que deberían preverse en el Acuerdo con el fin de evitar que la posición más favorable que pudiera ser negociada por los países de ALADI para promover la radicación de inversiones en su territorio, a su vez, pudiera dar lugar a enfrentamientos entre los mismos países de ALADI en una puja desleal por obtener ventajas relativas a la polarización de esas inversiones.

Acerca de este segundo punto, cabría la incorporación al Acuerdo de normas comunes, así como la previsión de un alineamiento normativo entre dichos países miembros de la ALADI, que podría tener lugar dentro de esquemas subregionales subsistentes al ALCA, o bien mediante un acuerdo de alcance regional, a fin de neutralizar la posibilidad de recurrir a aquellas medidas y prácticas desleales y para establecer acciones de complementación económica en el aprovechamiento de la IED.

-
Objetivos

De interés común para los países miembros de ALADI frente a los países de mayor desarrollo relativo del esquema:


-   Atraer IED

Este objetivo puede satisfacerse mediante disposiciones:

a)
Incluidas en el propio capítulo de Inversiones, que proporcionen seguridades o garantías adecuadas a los inversionistas y empresas (para las transferencias internacionales de utilidades, regalías, intereses y para la repatriación del capital; para la hipótesis de expropiación; para la solución de controversias entre los inversionistas extranjeros y el Estado receptor, etc.);

b)
Incluidas en el capítulo o capítulos relativos al programa de desgravación y políticas comerciales, en la medida que las restricciones allí incorporadas puedan operar como estímulos indirectos para la radicación de inversiones (rémora no del todo desdeñable del modelo de sustitución de importaciones).


-   Promover la radicación de IED originaria de los países miembros de ALADI en el territorio de los países de mayor desarrollo relativo de ALCA (EUA y Canadá), en especial con el fin de facilitar las exportaciones de bienes que requieran la formación de redes de distribución y comercialización interna, así como la provisión de servicios técnicos post-venta.

Este objetivo puede satisfacerse mediante la remoción de distintos obstáculos impuestos por la legislación de los países receptores.


-  Articular los estímulos a la IED con los requerimientos internos de política económica, al menos considerando tres aspectos: (i) las acciones de promoción para zonas deprimidas; (ii) la promoción de exportaciones; y (iii) los incentivos para el desarrollo tecnológico.

Este objetivo genérico se satisface mediante disposiciones que hagan excepción a la prohibición de adoptar requisitos e incentivos de desempeño. Dichas excepciones, a su vez, pueden consistir en el otorgamiento de un trato preferencial a determinadas IED bajo condiciones orientadas a la satisfacción de aquellos objetivos (promoción de zonas deprimidas; promoción de exportaciones; incentivos para el desarrollo tecnológico).

Tendientes a neutralizar eventuales medidas y prácticas desleales y a inducir acciones de complementación económica en la utilización de IED entre los países miembros de ALADI:

Estos objetivos podrían alcanzarse alineando regulaciones internas de los países miembros de ALADI en materia de IED, con respecto a cuestiones sobre las cuales se hubiese obtenido tratamiento diferencial en el ALCA, con el fin de inhibir una competencia desleal entre nuestros países para la captación de IED originaria de los países de mayor desarrollo relativo del ALCA.

Esencialmente se trataría de alinear las excepciones al trato nacional a la CNMF y a la prohibición de adoptar los requisitos e incentivos de desempeño, con el objeto de:

i)
En principio, evitar que una asimetría en el manejo de las excepciones pudiera generar una contienda entre los países latinoamericanos para atraer IED. Superado este riesgo, surgiría la posibilidad de delinear un mercado ampliado para la radicación de IED en condiciones preferenciales, cuando se trate de satisfacer los objetivos prioritarios de promover (a escala regional o subregional) zonas deprimidas, exportaciones y desarrollo de tecnologías; y

ii)
Combatir de manera coordinada las estrategias corporativas de empresas transnacionales cuando ellas utilicen las corrientes comerciales amparadas por el programa de desgravación del Acuerdo, para abusar de su posición dominante a través de prácticas de efecto restrictivo o depredatorio.

-
Posibles propuestas
Para atraer IED:

Los textos destinados a brindar las seguridades o garantías están suficientemente difundidos en los acuerdos bilaterales preexistentes y en este punto queda poco margen para negociar.

Acerca del estímulo indirecto a la IED, el mismo puede resultar de disposiciones del Acuerdo que impliquen ciertas dificultades o incertidumbres para el acceso a los mercados, y de ese modo inducir la radicación de empresas para la producción total o parcial de los bienes originariamente importados. Entre estas disposiciones de efecto restrictivo, susceptibles de inducir el cambio de estrategia empresarial, se destacan: a) los contingentes o cuotas que puedan llegar a negociarse dentro del Acuerdo; b) los productos sensibles incorporados a listas con ritmo de desgravación más lento (cuya definitiva liberación de todos modos estaría augurando la eventual adopción de salvaguardias y de ese modo induciría las IED); c) las excepciones al programa de desgravación; d) las excepciones al trato nacional y a la CNMF; y e) requisitos específicos de la calificación de origen que por su nivel de exigencia impliquen un encarecimiento de los productos a los que se apliquen.

Para este caso de estímulo indirecto a la IED convendría tener en cuenta, al momento de negociar los puntos indicados más arriba, cuáles serían las modalidades y niveles de restricción en el acceso al mercado interno que, además de proteger la producción interna, obrarían como alicientes indirectos para la inversión extranjera destinada a producir en el país los bienes hasta ahora importados, y cuáles disposiciones del Acuerdo tendrían en cambio un efecto contraproducente (por ejemplo, por el encarecimiento de insumos importados que fuesen indispensables para la producción interna).

En esta materia, el mismo Borrador de Texto de Acuerdo del Grupo de Negociación (versión anterior a la reunión de fin de noviembre de 2000), y la propuesta de EUA sobre requisitos de desempeño contienen una previsión para ser aplicada durante la vigencia del Acuerdo: se podrá hacer excepción a la prohibición de introducir incentivos de desempeño a la IED al efecto de calcular el contenido necesario de bienes (contenido nacional y adquisiciones dentro del territorio nacional) para calificar en la fijación de aranceles o cuotas preferenciales. Esta misma previsión fue incorporada al NAFTA (art.1108.8).

Para facilitar la radicación de IED originaria de los países miembros de ALADI en el territorio de los países de mayor desarrollo relativo del esquema:

Algunas de las mayores dificultades para acceder a los mercados de EUA y Canadá con productos y servicios originarios de los países de ALADI guardan relación con los obstáculos técnicos y administrativos en la configuración y uso de las redes de distribución y comercialización y en el suministro de servicios de posventa. La radicación de inversiones directas es una modalidad particularmente apta para desbrozar estos obstáculos y llegar a los consumidores y usuarios. Pero debido a que dichos obstáculos son de muy variada envergadura y dependen del tipo de producto o servicio de que se trate, convendría propiciar la inclusión de una cláusula genérica en el Acuerdo, dentro del capítulo de Inversiones. Esta cláusula debería consagrar un compromiso de aquellos países para remover con presteza todos los obstáculos legales y administrativos a la vigencia del principio de trato nacional cuando dichos obstáculos impidan o entorpezcan las acciones de empresas orientadas a la distribución, comercialización y prestación de servicios directamente vinculados con productos o servicios originarios de otros países del ALCA.

Parece oportuno advertir que ninguna propuesta de este estilo ha sido aún incorporada a los textos incluidos en el borrador del Grupo de Negociación.

Para articular los estímulos a la IED con los requerimientos de política económica interna:

Los programas destinados a atraer IED en los países miembros de ALADI deben asumir en el punto de partida la existencia de desequilibrios estructurales respecto de los países de mayor desarrollo relativo del esquema (EUA y Canadá), que son los originarios de aquellos capitales que se desean atraer. De tal modo, la normativa del Acuerdo tendría que: (i) contemplar la posibilidad de introducir excepciones al trato nacional y a la cláusula de la nación más favorecida (CNMF) respecto de la aceptación de determinadas inversiones; y (ii) regular excepciones a la prohibición de imponer requisitos e incentivos de desempeño a inversiones directas, esto es, establecer criterios de asignación de subvenciones a la IED que se compatibilicen con las prioridades de la política económica interna . Así:

a)  
En materia de excepción al trato nacional y a la CNMF, el artículo 1101 del NAFTA establece que una Parte tiene el derecho de desempeñar exclusivamente las actividades económicas señaladas en un Anexo y de negarse a autorizar el establecimiento de inversiones en tales actividades.

Ahora bien, en presencia de la conocida disparidad estructural entre los países de mayor desarrollo relativo (EUA y Canadá) y los restantes países que confluirán en el ALCA, resalta aún más el contraste entre las reservas sectoriales y por rama que, en mérito a su legislación interna, introducirán aquellos países y las escasas reservas que introducirán éstos últimos, si bien no parece haber lugar aquí al ejercicio de negociaciones por tratarse de políticas nacionales preexistentes.

b)
El artículo 1108.7 del NAFTA señala que los principios de trato nacional y CNMF no se aplican a los subsidios o subvenciones otorgados por una Parte o una empresa del Estado. En consecuencia, habría que dejar a salvo el derecho de los países de la ALADI para regular el otorgamiento de subvenciones, mediante excepciones a los principios de trato nacional y de CNMF, a fin de promover zonas deprimidas, desarrollar tecnologías y fomentar exportaciones.

i)
Los dos primeros objetivos (promover zonas deprimidas y desarrollar tecnologías) tienen la apoyatura del Acuerdo sobre Subvenciones y Medidas Compensatorias.
 Y en materia de excepciones a la prohibición de imponer requisitos e incentivos de desempeño, la tendencia también la marca el NAFTA. En efecto, el borrador de texto elaborado en el Grupo de Negociación adopta el artículo 1106.4, que faculta a todos los países miembros para condicionar la recepción de una ventaja o la continuación de su recepción, en relación con una inversión en su territorio por parte de un inversionista de un país PARTE o no PARTE, al requisito de que ubique la producción, preste servicios, capacite o emplee trabajadores, construya o amplíe instalaciones particulares, o lleve a cabo investigación y desarrollo en su territorio. El texto tiene coincidencia con el propuesto por EUA al Grupo de Negociación sobre Inversión en materia de requisitos e incentivos de desempeño. Como se aprecia, con esta normativa quedaría formalmente cubierta la necesidad de los países de ALADI de regular la inversión extranjera directa con vistas a promover zonas deprimidas y el desarrollo tecnológico, una vez más en consonancia con lo que permite el Acuerdo sobre Subvenciones. Restaría la inclusión de una cláusula de cooperación financiera y técnica, que comprometiera a los países de mayor desarrollo relativo del esquema a las prestaciones necesarias para llevar a la práctica estas políticas. Una disposición adecuada, en tal sentido, sería la de establecer un procedimiento para acceder a los recursos que a su vez permitieran subvencionar a empresas radicadas en los países de ALADI y cuyos capitales fueran originarios de los países de mayor desarrollo relativo del ALCA, cuando estas subvenciones tendieran a promover zonas deprimidas o el desarrollo tecnológico.

ii)
Con respecto al tercer objetivo, de promover exportaciones, un criterio de selectividad que implique excepción al trato nacional y a la CNMF para beneficiar selectivamente a determinadas IED no se contradice con las disciplinas multilaterales. En efecto, si bien el mismo Acuerdo sobre Subvenciones y Medidas Compensatorias prohibe supeditar el otorgamiento de subvenciones a una performance exportadora (art.3), en este caso no se trataría de imponer condicionalidades que están claramente prohibidas, sino de ajustar la radicación de IED a metas legales preestablecidas, de carácter general.

Al respecto, la propuesta de EUA para el ALCA, presentada al Grupo de Negociación con anterioridad a noviembre de 2000, extiende la excepción autorizando la imposición de requisitos (y no sólo incentivos) de desempeño, para la calificación de bienes y servicios con respecto a programas de exportaciones y de ayuda externa y con el objeto de realizar compras gubernamentales (documento citado, numeral 3 párrafos (d) y (e).

Adviértase que la propuesta norteamericana esquiva la condicionalidad porque alude a una reserva legal para calificar bienes y servicios a fin de poder practicar tratamientos selectivos como consecuencia de preceptos legales una vez establecidos.

Para armonizar, entre los países latinoamericanos, la aplicación de los tratamientos diferenciales en materia de IED:

El riesgo de asimetrías, en esta materia, surgiría al adoptar, determinados países latinoamericanos a título individual, excepciones a la CNMF, trato nacional u otorgar subvenciones supeditadas a requisitos e incentivos de desempeño de tal naturaleza que directa o indirectamente importaran un tratamiento más favorable a determinadas IED, generando así un desplazamiento intra-latinoamericano de IED en perjuicio de otros países de la región que no pudieran equiparar los beneficios ofrecidos por aquéllos. De modo que se impone la incorporación, en el Acuerdo, de una cláusula inhibitoria de procesos de desinversión privada en países latinoamericanos con motivo de la eventual atracción que pueda ejercer la adopción de excepciones, toleradas por el mismo Acuerdo, a los principios de CNMF, trato nacional y prohibición de requisitos e incentivos de desempeño. Este objetivo no está cubierto adecuadamente por una norma propuesta en el Borrador de Texto mencionado más arriba, cuyo numeral 7 del apartado correspondiente a Requisitos de Desempeño expresa: “En caso que, a juicio de una Parte, la imposición por otra Parte de cualquier otro requisito no previsto (...) afecte negativamente el flujo comercial o constituya una barrera significativa a la inversión, el asunto será considerado por el Comité de Inversión (...)”. Las insuficiencias de esta propuesta consisten en que ella: (i) no contempla la hipótesis mencionada de desinversión o desplazamiento de la IED de un país latinoamericano a otro; (ii) no contempla la hipótesis de daños ocasionados por la adopción de las excepciones “previstas” por el Acuerdo; y (iii) lleva el ámbito de negociación a un ente (Comité de Inversión) donde participarían los países miembros en cuyo territorio tendrían sus matrices las empresas beneficiadas por aquella asimetría.

La cláusula cuya incorporación sugerimos debería no sólo establecer un mecanismo de concertación entre los Estados, sino que tendría que prever las posibles prácticas empresariales de desinversión y desplazamiento de un país a otro de la región, con motivo de los tratos preferenciales tolerados por el Acuerdo y, en general, con motivo del programa de desgravación y la consiguiente apertura de los mercados. En este sentido los capítulos de Inversiones y Defensa de la Competencia tendrían que remitir a una normativa común que contemplase acciones de concertación y control institucional para desincentivar y sancionar determinadas prácticas empresariales de efecto restrictivo (desinversión intempestiva e injustificada).

Por último e incidentalmente, merecería considerarse la conveniencia de incorporar a la agenda de la ALADI y de los esquemas  subregionales una futura armonización de las regulaciones nacionales laborales y de protección del medio ambiente, en especial a propósito de la recomendación introducida por EUA dentro de este Grupo de Negociación. En efecto, la delegación de EUA trajo al debate un texto que propone reconocer “la inconveniencia de fomentar la inversión haciendo menos estrictas las leyes nacionales” en materia de medio ambiente y trabajo. El texto de referencia parece inocuo pero posiblemente anticipe una intención de incorporar al ALCA, siguiendo el ejemplo del NAFTA, protocolos sobre ambas cuestiones. Como se sabe, los países de América Latina tienen estándares de protección del medio ambiente y de las condiciones de trabajo que no pueden compararse con la de los países de mayor desarrollo relativo del ALCA. En consecuencia, sería conveniente avanzar en la armonización de las legislaciones de los países de ALADI, al menos sobre determinados puntos críticos respecto de los cuales podría obtenerse un posterior reconocimiento internacional y de ese modo neutralizar posibles presiones y prácticas restrictivas de países de mayor desarrollo relativo, dentro y fuera del ALCA.

f)
Compras del sector publico

El debate en este grupo puede describirse como un intento para ir aproximando los dispositivos nacionales, esto es, los principios y luego los “estándares” correspondientes a todas y cada una de las cuestiones involucradas en las compras gubernamentales (umbrales de valor, procedimientos de contratación y sus requisitos o bases, publicidad y confidencialidad, calificaciones, especificaciones técnicas y formalidades aplicadas a la presentación, recepción, apertura, evaluación y adjudicación de ofertas y contratos).

Durante las negociaciones parecen perfilarse tres líneas o tendencias. En primer lugar puede identificarse una posición pretenciosa, expuesta por los países de mayor desarrollo relativo del ALCA y en especial por EUA, que procura avanzar en los niveles de exhaustividad y en la elaboración de principios para conformar lo que finalmente sería una especie de mercado regional de las compras gubernamentales. En segundo lugar, la mayoría de los Estados plantea un objetivo más modesto, limitado a la formulación de prescripciones generales y en todo caso se persigue la consagración de un trato diferencial, habida cuenta de la precariedad de muchos regímenes nacionales en la materia. Finalmente, aparece, aunque no sistemáticamente, el interés de preservar el contenido de acuerdos subregionales cuyo nivel de preferencia sería mayor que el negociado a escala hemisférica. De todos modos, esta última posición no ha podido delinear con claridad cuál sería la extensión del nivel de mayor preferencia que se pretendería reservar para los acuerdos subregionales, más allá de acordar un número representativo del margen porcentual por diferencia de precio en las ofertas.

-
Objetivos y principios

La creación de un “único y amplio mercado de compras, contrataciones o adquisiciones públicas”, según los textos superpuestos del proyecto de norma que abriría este capítulo del Acuerdo, respondería esencialmente a dos objetivos principales: (a) “maximizar, optimizar, generar (...) oportunidades de negocios (u) oportunidades de acceso a mercados” para “los proveedores (...) de bienes y servicios originarios de las Partes”; y (b) “reducir los costos comerciales de los sectores público y privado de las Partes”. Se supone que el próximo objetivo, consistente en “asegurar la máxima simplicidad en la aplicación de las medidas” (de compras, contrataciones, adquisiciones públicas) está subordinado a los dos anteriores.

En comparación a la relativa claridad alcanzada en la redacción de los objetivos, al exponerse los principios esenciales para el logro de aquellos objetivos puede notarse que las ponencias acuden a una proliferación de términos, los que en última instancia pueden reducirse a tres: no discriminación, transparencia y competitividad en el sentido de “igualdad de oportunidades” o libre (y leal) competencia.

Es importante advertir que la aplicación del principio de no discriminación como trato de nación más favorecida y también como trato nacional, en modo alguno impide a los Estados Partes la fijación de reglas para la radicación o establecimiento local de sus proveedores. La preservación de este derecho de exigir la radicación se desprende de las legislaciones específicas en la materia, que no son objeto de cuestionamiento alguno por dos razones: jurídica (en especial porque la exigencia de radicación se vincula con las garantías requeridas a los proveedores) y operativa o funcional. En segundo lugar, el derecho de los Estados para regular la radicación, si bien no ha sido objeto de mayor desarrollo durante las negociaciones hasta el presente, aparece como un supuesto al definirse el alcance del principio de no discriminación bajo la forma del trato nacional: “Una Parte (...) no podrá otorgar un trato menos favorable a un proveedor establecido localmente que el que otorga a otro proveedor establecido localmente por motivo de una afiliación o propiedad extranjera...”.

-
Excepciones

Cuanto más exhaustiva sea la reglamentación finalmente acordada, más trascendencia tendrá la regulación de las excepciones por razones de desarrollo insuficiente. Debido a que los niveles de exhaustividad no han sido convenidos, hasta el momento hay dificultades para delimitar el contenido de las eventuales excepciones, que son denominadas genéricamente “requisitos de compensación, requisitos de desempeño (o) condiciones compensatorias especiales”. En el glosario que cierra el Informe se proporciona esta definición: “(son) las condiciones o requisitos que una entidad imponga o tome en cuenta previamente o durante el procedimiento de compra, contratación, adquisición, para fomentar el desarrollo local o mejorar las cuentas de la balanza de pagos, por medio de requisitos de contenido local, concesión de licencias para el uso de tecnología, inversiones, comercio compensatorio o requisitos análogos”.

En distintas partes del Informe aparecen propuestas tendientes a bosquejar tales requisitos. En tanto una ponencia planteada para ser incluida inmediatamente después de la exposición de los principios generales se destaca por sus limitaciones,
 otros borradores incorporados al proyecto de artículo sobre trato especial y diferenciado tienen mayor alcance. Al respecto, bajo el concepto de requisitos de compensación o de desempeño en el marco de un trato especial y diferenciado, teniendo en cuenta el nivel de desarrollo y el tamaño de las economías, en principio se consideran admisibles compensaciones “en la calificación y selección de proveedores, productos o servicios, así como en la evaluación de licitaciones y adjudicaciones de contratos. Estas condiciones compensatorias especiales pueden incluir el requisito de incorporación de contenido nacional, entre otras disposiciones”.

Finalmente, debe discutirse si estos tratamientos especiales y diferenciados serán aplicados sobre la base de listas elaboradas por los propios Estados interesados al cabo de una etapa de negociaciones o si, por el contrario, un órgano de aplicación del Acuerdo resolverá en cada caso las solicitudes presentadas. Dadas las características del Acuerdo, se supone que la primera fórmula sería la adecuada. Sin embargo, por el momento los textos más elaborados corresponden a la segunda posición.

En todo caso, el debate acerca del alcance y condiciones para un trato especial y diferenciado que contemple los niveles de desarrollo hoy día parece fuera de lugar frente a una curiosa reserva expuesta por EUA en el Grupo de Negociación sobre Inversión, al debatirse el tema de los requisitos e incentivos de desempeño. En efecto, la ponencia de EUA, al rechazar en general tanto los requisitos como los incentivos de desempeño, hace concreta excepción a las compras realizadas por una Parte o por una empresa del Estado, en el sentido de que estas compras podrían imponer requisitos e incentivos para: alcanzar un determinado grado o porcentaje de contenido nacional y comprar, utilizar u otorgar preferencia a bienes producidos en su territorio o a comprar bienes de personas en su territorio. Además, a propósito de los requisitos de desempeño, se postula el derecho a exigir “transferir a una persona en su territorio, una tecnología particular, un proceso productivo u otro conocimiento reservado”.
 Hasta que la delegación de EUA no aclare cómo se compatibiliza su ponencia con el trato especial y diferenciado, de acuerdo a los niveles de desarrollo, la continuidad del debate carecerá de sentido práctico.

-  
Estímulos para la acción de proveedores latinoamericanos y caribeños ante los organismos públicos de países de mayor desarrollo relativo en el ALCA

Desde el punto de vista metodológico, este punto debería formar parte del anterior, en el sentido de que el acceso a los mercados de los países de mayor desarrollo relativo requiere también el otorgamiento previo de un trato especial y diferenciado a favor de los eventuales proveedores de los países latinoamericanos y del Caribe. Pero lo cierto es que el reconocimiento de excepciones habitualmente se vincula a las compras gubernamentales efectuadas por estos últimos y no al eventual aporte que podrían hacer las empresas latinoamericanas y caribeñas en las compras gubernamentales de los Estados de mayor desarrollo relativo. De modo que esta segunda faceta requeriría disposiciones también específicas, entre las cuales habría que resaltar dos:

a)
Es muy conocida la práctica discriminatoria que consiste en invalidar propuestas por falta de antecedentes, lo que lleva a un círculo vicioso, destinado a garantizar a determinadas empresas verdaderas reservas de mercado. El NAFTA contiene prescripciones con las que se intenta poner fin a esta distorsión. Entre ellas obsérvese la siguiente: “ninguna entidad de una Parte podrá condicionar la adjudicación de un contrato a que a un proveedor se le hayan asignado previamente uno o más contratos por una entidad de esa Parte, o a la exigencia previa de trabajo del proveedor en territorio de esa Parte”.

b)
Las licitaciones convocadas por organismos públicos de los Estados de mayor desarrollo relativo del ALCA deberían facilitar, al menos en determinados casos, la presentación conjunta de empresas originarias de dos o más Estados Partes de menor desarrollo relativo, mediante disposiciones adecuadas que contemplen, entre otras cosas, el mayor tiempo requerido para preparar las ofertas. Esta idea surge todavía de manera incipiente en un texto agregado al régimen de trato especial y diferenciado.

- 
El espacio asignado a la integración económica

La integración económica es, como se sabe, un marco de excepción a la cláusula de la nación más favorecida. Sin embargo, en el Informe no se recogen propuestas que la vinculen con las excepciones contempladas expresamente, esto es, las compensaciones o requisitos de desempeño. Por el contrario, en algunos textos el trato especial y diferenciado se bifurca: por un lado, son enumeradas las medidas encaminadas a promover el establecimiento o el desarrollo de industrias nacionales mediante el uso de aquellas excepciones y, por otro lado, se mencionan las medidas “tendientes al desarrollo y la expansión de la economía mediante acuerdos subregionales”.
 Por lo tanto, como una de las prioridades de la negociación en el grupo debería definirse el objeto mismo de los acuerdos  subregionales en tanto sean  marcos para la negociación de preferencias más profundas y no extensivas al resto de los Estados Partes. En materia de compras del sector público, esas preferencias consistirían, precisamente, en la exención de requisitos e incentivos de desempeño entre los países miembros de tales esquemas subregionales, en tanto dichas compensaciones podrían, a su vez, ser requeridas a los proveedores originarios de los países de mayor desarrollo relativo del ALCA.

g)
Propiedad intelectual

Para situar las disputas sobre la materia conviene tomar como punto de partida las disciplinas comerciales ya acordadas multilateralmente y en especial el “Acuerdo sobre los Aspectos de los Derechos de Propiedad Intelectual Relacionados con el Comercio, incluido el Comercio de Mercancías Falsificadas” (TRIP, según la sigla inglesa). Este último Acuerdo expresa la necesidad de compatibilizar dos criterios de valor altamente apreciados por la comunidad económica internacional: (a) la protección y observancia de los derechos patrimoniales (en este caso, sobre la propiedad intelectual); y (b) la libertad de comercio (en este caso, con vistas a la transferencia y difusión internacional de tecnología). De tal modo, el régimen multilateral garantiza los derechos de propiedad intelectual pero acotando su ejercicio no sólo para evitar prácticas abusivas o anti competitivas y en aras de la protección de la salud pública y la preservación del medio ambiente,
 sino también con el fin de garantizar el desarrollo socioeconómico y tecnológico.
 La conjunción de ambos criterios de valor es la que otorga sentido a la normativa multilateral, dentro del estilo de indeterminación que caracteriza a los acuerdos de la OMC, que consiste en proporcionar principios, reglas básicas y orientaciones y confiar su recta aplicación, tanto a los Estados Miembros (pues TRIP no constituye un acuerdo autoejecutivo o de aplicación inmediata) como a los pronunciamientos del Sistema de Solución de Diferencias.

El examen de la materia negociada en este grupo demuestra que las discusiones se refieren al contenido y la extensión de la normativa que convendría completar y uniformar a partir de las disciplinas multilaterales establecidas por TRIP y por otras fuentes legales internacionales no menos significativas.
 La diversidad de fuentes corresponde a una extensa gama de materias introducidas en esta negociación.
 Pero los criterios de valor a ser compatibilizados son los mismos: la protección y observancia de los derechos patrimoniales frente a la libertad de comercio.
 Y también son iguales las razones para justificar la incorporación (o no) de normas que completen y hagan uniformes las regulaciones internacionales. En este sentido, el meollo de las discrepancias es: hasta qué punto conviene (a los distintos Estados Partes) profundizar dentro del propio ALCA la protección de los derechos patrimoniales, frente a sus necesidades de desarrollo socioeconómico y tecnológico.
 A la vez, estas necesidades pueden justificar, en algunos casos, la no inclusión de normas en el ALCA y en otros casos pueden dar lugar a expresas reservas en el Acuerdo para legislar internamente, o bien para establecer acuerdos subregionales.

- 
Opciones relativas a los marcos regulatorios

Pese a la proliferación de textos, todavía no aparece con nitidez una discusión transparente sobre el sentido de las numerosas propuestas. Esta mayor transparencia facilitaría el debate porque permitiría distinguir aquellos temas sobre los cuales difícilmente pueda haber objeciones para completar o uniformar dentro del ALCA los compromisos internacionales de otros temas cuyo tratamiento presenta notorios inconvenientes o impedimentos.

A partir de aquella transparencia podrá comenzar recién a organizarse el cuadro de alternativas que se abre a cada Estado Parte.

-
Las materias que podrían ser objeto de las regulaciones del ALCA

En el marco indicado, un régimen del tipo “OMC-plus” establecido en un esquema de integración implica uniformar las normativas que el TRIP y los otros acuerdos internacionales dejan supeditadas a los Estados Miembros. A su vez, para justificar el régimen del tipo “OMC-plus” pueden utilizarse dos argumentos alternativos: (i) vincular la necesidad de fijar dicha uniformidad legal a las características intrínsecas del compromiso de integración, como debería ocurrir en un mercado común o al menos en una unión aduanera perfeccionada; o bien (ii) desvincular el régimen del tipo “OMC-plus” de la naturaleza del acuerdo de integración y hacer, en cambio, consideraciones a favor de la necesidad de fortalecer uno de los dos criterios de valor a expensas del otro, suponiendo que la uniformidad legislativa puede justificarse, cualesquiera sean las características del esquema de integración. La mayoría de los países que negocian la formalización del ALCA se atiene al primer argumento, sobre la base de la siguiente suposición (aunque todavía no expuesta con suficiente claridad): el objetivo de alcanzar un régimen del tipo “OMC-plus” podría tener sentido si el ALCA incluyera políticas de armonización macroeconómica y de recomposición de los desequilibrios estructurales. A falta de estas previsiones, la disparidad estructural y, por ende, la asimetría macroeconómica entre países tan diversos privan de sentido a un esfuerzo destinado a alcanzar tal hipotética uniformidad. En cambio, los Estados Unidos de América, sin reparar en dichas disparidades y asimetrías, sostienen distintas ponencias encaminadas a fortalecer el sistema de protección de la propiedad a expensas de la libertad de comercio.

Acerca de la primera posición, ella no tiene todavía expresiones orgánicas, pero en muchas propuestas de texto parece aflorar la tendencia a proponer, únicamente, la inclusión en el ALCA de distintas cuestiones justificadas por razones de seguridad jurídica, esto es, por la conveniencia de obtener un mayor grado de previsibilidad o certidumbre en las relaciones económicas generadas a partir del ejercicio de los derechos de propiedad intelectual en todas sus formas (previsibilidad que se lograría con, por ejemplo, la fijación de términos mínimos comunes para el reconocimiento de derechos patrimoniales; uniformidad de determinadas definiciones convencionales, etc.).

Acerca de la posición de los Estados Unidos, el sentido de estas ponencias en tanto adscritas a la categoría “OMC plus” consiste en que, si bien muchas de las previsiones contempladas en ellas pueden aludir a medidas y prácticas administrativas y judiciales que ya están en vigencia dentro de los Estados Partes, al ser incorporadas como una normativa del Acuerdo transfieren la atribución de interpretar su cumplimiento a los órganos del Acuerdo sobre la base de criterios propios (éste sería el caso, por ejemplo, del tribunal arbitral que tuviera que laudar ante una controversia respecto del carácter “suficientemente elevado” de determinadas sanciones internas 
 o si ciertas medidas dispuestas por las autoridades nacionales merecerían ser aceptadas como válidas en tanto resultasen estrictamente “excepcionales”.
 Bajo este ángulo debe examinarse el problema de la viabilidad de dichas ponencias, habida cuenta de las profundas disparidades estructurales entre los Estados Partes.

-
Las materias que podrían ser objeto de las regulaciones de acuerdos subregionales

Una vez más, los Estados Partes, que no son los países de mayor desarrollo relativo del esquema, deberían advertir la conveniencia de incorporar a sus acuerdos subregionales las cuestiones vinculadas a las preferencias y mecanismos de concertación referidas a su desarrollo tecnológico. Estas disposiciones deberían articularse con las que podría contener el ALCA a título de obligaciones de asistencia o cooperación técnica a cargo de los países de mayor desarrollo relativo del esquema, con el fin de evitar que dichas acciones sean de carácter discriminatorio.

Sin embargo, los espacios de integración subregional a propósito de las negociaciones en el ALCA aún no están claramente perfilados. En efecto, al sugerirse los textos para encuadrar las excepciones toleradas al trato de la nación más favorecida, sólo el del  MERCOSUR  alude expresamente a los “acuerdos de comercio e integración dentro del Hemisferio”.

-
Las materias reservadas a las legislaciones nacionales

Muchas de estas reservas tienen su fundamento jurídico en lo dispuesto por los acuerdos multilaterales e internacionales vigentes, a propósito de los dos criterios de valor ya indicados. En tal sentido, por un lado, el artículo 1 de TRIP establece que “los Miembros podrán prever en su legislación nacional, aunque no estarán obligados a ello, una protección más amplia que la exigida por el presente Acuerdo, a condición de que tal protección no infrinja las disposiciones del mismo”. Los borradores para el ALCA, a su vez, contienen entre los proyectos para insertar como normas iniciales textos como el siguiente: “una Parte podrá otorgar en su legislación interna protección a los derechos de propiedad intelectual más amplia que la requerida en el presente Acuerdo, siempre que tal protección no sea incompatible con el mismo”.

Por otro lado, tan concreta como la disposición del artículo 1 de TRIP es la contenida en el artículo 8, segundo párrafo: “Podrá ser necesario aplicar medidas apropiadas, siempre que sean compatibles con lo dispuesto en el presente Acuerdo, para prevenir el abuso de los derechos de propiedad intelectual por sus titulares o el recurso a prácticas que limiten de manera injustificable el comercio o redunden en detrimento de la transferencia internacional de tecnología”. Finalmente, la disposición del referido artículo 8 de TRIP merecería una confirmación operativa en el ALCA, que podría consistir en la caracterización de las prácticas restrictivas sobre el comercio y la transferencia de tecnología que pudiesen justificar la adopción de aquellas “medidas apropiadas” previstas en TRIP, ya sea unilateralmente o bien en el marco de acuerdos de integración subregionales. Dicha caracterización permitiría eliminar el riesgo de que las “medidas apropiadas” fuesen luego objetadas por los países de mayor desarrollo relativo del esquema.

h)
Política de Competencia

En la actividad del grupo se refleja la tendencia predominante en el ámbito multilateral, por el momento reacia a establecer disciplinas internacionales en materia de defensa de la competencia que sean equiparables a las previstas por la OMC para otras materias tales como las de lealtad comercial internacional. Al respecto, entre las tareas incumplidas por la Conferencia Ministerial de Seattle figura el tratamiento del informe sobre interacción entre comercio y política de competencia, incluidas las prácticas anticompetitivas, que había elaborado un grupo de trabajo a partir de un encargo de la reunión de Ministros, llevada a cabo en diciembre de 1996 en Singapur.

Teniendo este panorama como telón de fondo, las negociaciones en el ALCA no contemplan la introducción de disposiciones sustantivas sobre defensa de la competencia (sólo Chile se muestra proclive a sustituir los mecanismos antidumping y de derechos compensatorios por un régimen de defensa de la competencia).

-
Contenido de las propuestas esenciales planteadas dentro del Grupo de Negociación

Habría un principio de acuerdo para sostener la posición expuesta tentativamente por el primer apartado del documento de presidencia del 26 de setiembre de 2000: “Cada Parte (adoptará o mantendrá...) medidas, a nivel nacional o subregional, para proscribir las prácticas anticompetitivas (tanto las privadas como las públicas) entre y al interior de los países del hemisferio, con el objeto de promover la eficiencia económica y el bienestar del consumidor y tomará las aciones adecuadas respecto a tales conductas. Las Partes reconocen que asumir estas obligaciones contribuirá positivamente al logro de los objetivos del Acuerdo del ALCA”.
 La mayor parte del texto mencionado aparece entre corchetes, aunque la alusión a los objetivos (eficiencia económica y bienestar del consumidor) no lo está, dándose a entender entonces que recaerá sobre cada Parte la responsabilidad de encauzarlos y ponderarlos jurídica e institucionalmente.

Las consecuencias de la solución adoptada son, entre otras:

a)
Frente a la ejecución de conductas anticompetitivas con impacto transfronterizo, no se contempla la adopción de un mecanismo regional, sino según uno de los textos propuestos, las Partes simplemente “considerarán cooperar en la investigación y adopción de las medidas adecuadas, pudiendo realizar investigaciones conjuntas en casos que así lo ameriten”.

b)
Las Partes quedan en libertad de regular los procedimientos administrativos y judiciales sobre la materia, bajo la condición de aplicar los principios de no discriminación, transparencia y debido proceso (conforme lo expresa un texto sugerido en el documento cit., pag.4).

c)
Las Partes quedan igualmente en libertad de modificar la cobertura (alcance) de las normas de competencia, garantizando la transparencia, que a su vez será satisfecha mediante una notificación anual al Comité de aplicación del Acuerdo, si bien algunos textos presentados hasta ahora parecen restringir las obligaciones de notificación a los casos de exclusiones o ampliaciones reguladoras, referidas exclusivamente a los llamados “carteles intrínsecamente nocivos”.

d)
Las Partes pueden designar o mantener monopolios, empresas estatales y ayudas estatales, con la salvedad de respetar los principios indicados más arriba b), adicionando uno de los textos sugeridos que con motivo de la actividad de los monopolios y empresas estatales “las compras o ventas que afecten el comercio entre las Partes sean realizadas de conformidad con consideraciones de tipo comercial”
 y, con motivo de las ayudas estatales, otros textos plantean tímidamente: “Las Partes se comprometen, en un plazo a determinar, a (negociar) (estudiar) el tratamiento de las ayudas estatales que puedan limitar, restringir o falsear la competencia y que sean susceptibles de afectar el comercio entre las Partes”.

e)
Finalmente, las disposiciones institucionales limitan las atribuciones del que sería un Comité intergubernamental. La primera alternativa restringe dichas atribuciones hasta el punto de circunscribirlas a: promover la cooperación entre las autoridades de competencia de las Partes, monitorear los avances y la instrumentación de las medidas y políticas de competencia y coordinar y proveer asistencia técnica. La segunda alternativa importa la incorporación de otras atribuciones de tipo consultivo y de orientación, tales como el examen no vinculante de políticas de competencia y la formulación a la Comisión del ALCA de recomendaciones sobre la implementación e interpretación de este capítulo del Acuerdo.

-
Previsiones relativas a la articulación de las regulaciones en materia de lealtad comercial y defensa de la competencia

Llama la atención que frente a una política de máxima descentralización en materia de defensa de la competencia, tal como se desprende del apartado anterior, por el momento no se hayan profundizado los problemas derivados de una posible falta de armonía entre estas disciplinas y las que regulan la aplicación de medidas antidumping y derechos compensatorios. En todo caso, estas cuestiones han comenzado a ser debatidas en el Grupo de Negociación sobre Subsidios, Antidumping y Derechos Compensatorios, aunque sólo con respecto a determinados puntos. Así:

a)
El  MERCOSUR  propone que el período de tiempo a considerar para la determinación del margen de dumping deberá coincidir con el período de tiempo tenido en cuenta para examinar las ventas por debajo del costo. “En el caso que dicho período no coincida, las autoridades deberán explicar las razones que justifiquen la adopción de un período distinto”.

b)
La CAN propone que las autoridades antidumping soliciten la opinión de las autoridades de competencia para los efectos que podría tener la eventual aplicación de derechos antidumping en el mercado de la Parte importadora.

-
Primera omisión significativa: regulaciones que pueden incorporarse a los acuerdos de integración subregionales

En el Grupo de Negociación, los textos presentados reiteradamente asimilan las disposiciones nacionales a las “subregionales”, dando así a entender que se admiten regulaciones y procedimientos en materia de defensa de la competencia que abarquen a dos o más Estados Partes del ALCA.

Sin embargo, uno de los principios esenciales de alcance plurilateral en el ALCA es el de “no discriminación” que, por otro lado, ha sido tentativamente definido (sin corchetes) como “el mejor trato, entre trato nacional y trato de nación más favorecida...”.

De tal modo que, por el momento, no habría lugar a hipotéticas regulaciones, dadas en el marco de esquemas subregionales, que implicaran un mejor trato a empresas o acciones amparadas por programas de complementación o desarrollo conjunto, aprobados dentro de dichos esquemas. Sin embargo, la experiencia de la Unión Europea es altamente aleccionadora en materia de promoción del desarrollo tecnológico que, bajo determinadas circunstancias, puede implicar (y justificar) que se desvirtúe la competencia comercial. Esta experiencia debería ser especialmente considerada en el caso de los países miembros del ALCA, habida cuenta de su vulnerabilidad tecnológica y de la consiguiente necesidad de avanzar en políticas concertadas para estimular la investigación industrial y aplicarla a las escalas de producción.

Por lo expuesto, sería conveniente debatir la inclusión en el ALCA de una cláusula que, con motivo de las políticas de competencia, tuviera el efecto equivalente al de las subvenciones permitidas en el marco de la OMC, cuando ellas sean adoptadas por los países latinoamericanos y del Caribe en el marco de acuerdos de integración subregionales.

-   
Segunda omisión significativa: réplica a posibles prácticas distorsivas que pueden adoptar las corporaciones transnacionales


La alta criticidad del tema merece alguna extensión adicional.

a)
Antecedentes y objetivos.

En primer lugar convendría reparar en las características esenciales del comportamiento empresarial dentro de la economía globalizada. En tal sentido, se sabe que con el objeto de conquistar nuevas posiciones en los mercados, o bien para preservar una posición dominante, las matrices de corporaciones transnacionales frecuentemente elaboran estrategias de comercio internacional que deben aplicar las subsidiarias localizadas en distintos puntos geográficos. Estas estrategias, a su vez, pueden implicar una auto-inhibición de determinadas subsidiarias para exportar ciertos productos a determinados destinos y (alternativa o conjuntamente), operaciones comerciales entre subsidiarias, entre la matriz y una subsidiaria o bien entre matrices o subsidiarias de empresas vinculadas, a precios y condiciones diferentes de los que prevalecen en los respectivos mercados. En suma, dichas prácticas pueden tener, según los casos, efectos restrictivos o predatorios de diverso alcance. Estas distorsiones son hoy tan evidentes como difíciles de combatir en el plano multilateral, en especial debido a que se trata de operaciones enmarcadas y protegidas por el derecho privado, estando por lo demás obstaculizado su seguimiento, registro y control por los países en desarrollo y menos adelantados, debido a la utilización de avanzados recursos tecnológicos que las encubren o diluyen.

Ahora bien, si al cuadro precedente se le superpone un compromiso de integración económica de la envergadura del ALCA, que implica la puesta en marcha de programas de desgravación, con sus ínsitas asincronías (por la diversidad de ritmos, modalidades y excepciones, que además se justifican por los desequilibrios preexistentes), queda configurado un verdadero “nicho” para corporaciones transnacionales cuyas matrices y subsidiarias radicadas en el territorio de los Estados Partes podrían intentar maximizar su rentabilidad mediante la especialización productiva en determinados territorios y la consiguiente alteración de las corrientes de comercio mediante prácticas de efecto restrictivo o bien predatorio. Aunque el comportamiento empresarial puede ser hasta cierto punto compatible con los objetivos del propio esquema de integración, el cual podría contemplar la inclusión de programas sectoriales destinados a promover la localización polarizada de actividades especializadas y una cierta composición del comercio derivado de dichas especializaciones, lo cierto es que, en ausencia de dichas previsiones, las asimetrías operan como un factor desencadenante de decisiones empresariales encaminadas a su aprovechamiento, y así las modificaciones productivas y comerciales introducidas en un marco de apertura comercial y desequilibrio estructural preexistente tienden a agudizar ese mismo desequilibrio.

En una primera síntesis respecto de los objetivos de una regulación sobre la materia en el ALCA debe quedar suficientemente aclarada la pretensión de combatir, exclusivamente, el comportamiento empresarial distorsivo, opuesto a las expectativas económicas y sociales que debe estimular un mercado ampliado como será el ALCA. 

b)
Fórmulas de posible adopción en el Acuerdo

Dadas las características del problema y la naturaleza de sus posibles actores, parece poco práctico pretender que las responsabilidades para garantizar las buenas prácticas comerciales recaigan sobre los organismos nacionales de aplicación. En efecto, la primera dificultad consiste en que muchas de las prácticas distorsivas practicadas en el ámbito del ALCA darían lugar simultáneamente al perjuicio para un Estado Parte y al beneficio para otro, de modo que las intervenciones unilaterales generarían conflicto. La segunda dificultad radica en el hecho que gran cantidad de corporaciones transnacionales con actividad en el territorio latinoamericano tienen su sede en los Estados Unidos de América, país al que recurrirían toda vez que fueran sancionadas. De ahí que sea conveniente asignar a un órgano intergubernamental del esquema la función de intervenir, a requerimiento del Estado Parte afectado, pronunciándose sobre la procedencia o improcedencia de las medidas o pretensiones unilaterales tendientes a neutralizar el daño denunciado. Una vez fijadas las eventuales sanciones bajo la modalidad de multas, su ejecución debería quedar a cargo del Estado reclamante, bajo el control de aquel órgano intergubernamental.

El éxito del mecanismo dependerá de la calidad de la tipificación legal que autorice su puesta en marcha. En principio, los temas a discutir para esa tipificación serían, entre otros, los siguientes: (i) La conveniencia de limitar el mecanismo a prácticas, adecuadamente caracterizadas, que afecten a productos de libre circulación; (ii) La definición de los efectos, a título de daño grave, padecidos por los productos cuyos similares o directamente competidores fuesen objeto de distorsión competitiva. Estos efectos podrían encuadrarse en categorías de daño grave, habida cuenta de la obligación de demostrar la relación de causalidad: daño por inhibición del desarrollo tecnológico en el sector o rama de la producción de que se trate; daño por abrupta reducción en los niveles de ocupación laboral en el sector o rama; daño por importante disminución de ingresos fiscales esperados como consecuencia de la caída en los niveles de producción; y daño por gruesas repercusiones en los niveles de precios internos.

El órgano intergubernamental podría integrarse con un representante de cada Estado Parte, asignándose a cada representante un voto. Se resolvería por mayoría simple y, en caso de determinarse la procedencia de una sanción, el Acuerdo podría también asignarle al órgano la atribución de fijar el monto de la multa que, en cualquier caso, aplicaría el Estado Parte afectado. Asimismo, podrían contemplarse excepciones, al modo del sistema establecido en la Unión Europea para el régimen de defensa de la competencia. En el caso de excepciones “ad hoc”, el órgano resolvería sobre la base de compromisos asumidos por la empresa o empresas imputadas. En el caso de las excepciones “en bloque”, dos o más Estados Partes (por ejemplo, en el marco de un acuerdo de integración subregional), podrían convenir un tratamiento especial en su comercio recíproco respecto de determinado sector, durante un término preestablecido.

Finalmente, el pronunciamiento del órgano intergubernamental tendría siempre lugar a instancias de uno o más Estados Partes, luego de dar vista a la empresa o empresas imputadas y sin perjuicio que el Estado Parte solicitante o cualquier otro Estado Parte que se considere perjudicado pudiera recurrir ante el sistema de solución de diferencias previsto en el Acuerdo.

i)
Solución de Controversias

El Informe del Grupo de Negociación (30 de setiembre de 2000) fija y regula exhaustivamente un sistema de solución de controversias entre los Estados Partes. Incluye la caracterización jurídica de todas sus fases e instancias, a partir de la etapa de negociaciones hasta el procedimiento arbitral, que tendría lugar ante los cuerpos ad hoc llamados provisoriamente “grupos neutrales” y un eventual “órgano de apelación”.

Al evaluar el desarrollo de sus actividades, el grupo ha identificado dos áreas en las cuales se requiere la orientación de los Ministros: la estructura institucional del ALCA y los procedimientos para coordinar, entre los Grupos de Negociación, el tratamiento de reglas específicas (se entiende, para materias específicas) de solución de controversias, en caso de que éstas se establezcan.

Los grandes temas pendientes son, de carácter contextual pues, de acuerdo a la estructura institucional que se adopte en el ALCA, podrán o no justificarse determinadas atribuciones y competencias en la materia y la posibilidad de instituir también procedimientos de solución de controversias de carácter especial, según la naturaleza de la materia litigiosa.

Adicionalmente, el grupo ha discutido distintos mecanismos destinados a facilitar y fomentar el uso del arbitraje y otros procedimientos alternativos para resolver controversias privadas, si bien, por tratarse de una jurisdicción voluntaria, este aspecto excederá el objeto de regulación por el futuro Acuerdo.

Tampoco se ha planteado la revisión de los tratados de derecho internacional privado que fijan reglas para el derecho aplicable y la competencia de los tribunales en casos de disputas entre residentes en distintos Estados.

-
Objetivos

Examinaremos algunas de las principales cuestiones abordadas en la negociación de un sistema de solución de controversias para el ALCA, sobre la base de las contribuciones e intercambio de ideas que culminaron con la redacción del informe del grupo. De acuerdo a los objetivos de este trabajo, por un lado se impondrían en la materia determinadas posiciones negociadoras de los países de ALADI a título individual y, por otro lado, habría que dotar de un adecuado contenido, dentro del sistema de solución de controversias del ALCA, a la cláusula de preservación de los acuerdos regionales.

A su vez, sobre el primer punto parece conveniente sistematizar el enfoque, considerando cuatro temas de sustancial importancia. Así, sería conveniente contar con un régimen: (a) flexible; (b) que contemple al menos una instancia compromisoria u obligatoria; (c) apto para contrarrestar el daño ocasionado por determinadas medidas o prácticas e independientemente de la calificación legal de su causa (cláusula de anulación o menoscabo); y (d) reacio a aceptar la intervención en las controversias de particulares que se presenten invocando el ejercicio de representatividades sociales difusas.

La conveniencia de estas modalidades consiste en que todas ellas contribuirían a reducir el impacto del desequilibrio estructural entre los países del norte (Estados Unidos de América y Canadá) y los restantes Estados Partes, en la hipótesis de controversias suscitadas entre países de ambos niveles de desarrollo. Así, cabe suponer que los Estados Partes de mayor desarrollo relativo pueden obtener ventajas adicionales en desmedro de los restantes Estados:

i)
Si no se tiene suficiente flexibilidad en las opciones institucionales para dirimir diferencias, esto es, si en una controversia se eliminan las posibilidades de negociar avenimientos anteriores a la formalización de una etapa arbitral;

ii)
Si no se tiene suficiente flexibilidad en lo relativo a la oportunidad del pronunciamiento arbitral, esto es, si se imponen pronunciamientos intempestivos sobre el fondo del asunto;

iii)
Si no se cuenta con un mecanismo capaz de inhibir prácticas depredatorias o restrictivas, esto es, si se prescinde de una instancia arbitral para dar paso a un procedimiento diplomático o político que culmine en simples “recomendaciones”;

iv)
Si se despoja a los árbitros de la facultad de ejercer con amplitud su capacidad interpretativa, esto es, si se restringen las competencias de los árbitros para dictar pronunciamientos y en cambio se les exige atenerse a constataciones de “legalidad”; y

v)
Si se obstaculiza la acción procesal de los Estados permitiendo la incorporación a la litis de entidades privadas que sólo pueden ser sostenidas hoy día adecuadamente por contribuciones directas o indirectas de los países de mayor desarrollo relativo y por las empresas cuyas matrices están radicadas en sus territorios, esto es, si se da lugar a la intervención, dentro de los procedimientos arbitrales, de instituciones privadas que invoquen representatividades sociales difusas, habida cuenta de la menor capacidad de los países latinoamericanos para financiar el desarrollo de estas instituciones.

-
Propuestas

Examinando cada uno de los aspectos enunciados:

Acerca de las posiciones más aconsejables para los países de ALADI:

a)
La “flexibilidad” se debe reflejar

i)
En la posibilidad de resolver las controversias en instancias diplomáticas o políticas (negociación, conciliación, etc.) anteriores a una instancia compromisoria u obligatoria;
 y

ii)
Frustradas las expectativas de una solución diplomática o política y habiendo tomado conocimiento del caso el órgano arbitral (en el Informe llamado provisionalmente “grupo neutral”), la flexibilidad se debe reflejar en el carácter gradual o progresivo de la coercitividad que pueda ejercer este órgano mediante sus pronunciamientos.

b)
El carácter compromisorio u obligatorio del conocimiento de la controversia (una vez cumplidos los recaudos para que al menos una Parte acceda a esa instancia), así como el carácter compromisorio u obligatorio del pronunciamiento, han de manifestarse en estos casos, no por una fuerza coactiva u “enforcement” (en todo caso inexistente en el plano de las relaciones económicas internacionales) destinada a asegurar el cumplimiento de lo establecido en el Acuerdo, sino por la previsión y regulación de represalias para el caso de incumplimiento.

c)
La denominada “cláusula de anulación o menoscabo” corresponde a un marco de juridicidad en el que, con motivo de las controversias, debe analizarse casuísticamente el impacto económico y social de medidas y prácticas ejercidas por los Estados más allá de su justificación “legal” (en el sentido de atenerse a principios legales tales como el trato nacional, la cláusula de la nación más favorecida, la transparencia y confidencialidad según corresponda, el acceso a mercados y la lealtad comercial, etc.). Esta cláusula, característica del GATT (artículo XXIII), fue incorporada a distintos acuerdos de libre comercio.

d)
La representación de intereses sociales difusos (consumidores y usuarios, “sociedad civil”, etc.) es consistente cuando esos mismos intereses no han sido asumidos por el Estado. De ahí que parezca admisible en el marco de uniones aduaneras (habida cuenta de los intereses “comunitarios”) y aun dentro de un país, contra las disposiciones o prácticas estatales que pueden atacar aquellos intereses. Pero se entiende que en los acuerdos de libre comercio, al negociarse las preferencias, cada Estado Parte carga sobre sus espaldas los costos de las preferencias que otorga y, en esa misma medida, asume la responsabilidad de asegurar el aprovechamiento de las preferencias que obtiene.

Acerca de la cláusula de preservación de acuerdos regionales:

En esta materia  tendría dos aplicaciones:

a)
La posibilidad de optar por un régimen alternativo de solución de controversias, vigente entre Estados Partes del ALCA, cuyas diferencias se refieran a preferencias negociadas en un acuerdo regional subsistente, por tratarse de preferencias de mayor grado de liberalidad que las negociadas en el ALCA; y

b)
La posibilidad de optar por un régimen alternativo de solución de controversias entre Estados Partes cuyas diferencias se refieran a una materia regulada en el Acuerdo ALCA pero que decidan ventilarlas en el marco de un régimen especial establecido dentro de un acuerdo regional, aun cuando en dicho acuerdo regional la preferencia negociada no tuviera mayor grado de liberalidad que la negociada en el ALCA. Esta opción implica preservar acuerdos regionales independientemente de su “superación” total o parcial por el ALCA, al menos a los efectos de mantener expeditas determinadas vías de solución de controversias de alcance regional. La justificación de la propuesta sería la mejor predisposición o mayor facilidad para alcanzar soluciones constructivas en dichos ámbitos, habida cuenta de los nexos de interdependencia y solidaridad preexistentes entre los Estados miembros de tales acuerdos regionales.

Así:

a) En la medida que las preferencias o disciplinas cuestionadas hayan sido materia de negociación de acuerdos vigentes al tiempo de la controversia, se supone que el ALCA no debería poner obstáculo en la posibilidad de recurrir a las vías preestablecidas en aquellos acuerdos. Este sería el caso de los sistemas de solución de controversias incorporados a cada uno de los acuerdos de la ALADI, el del Tribunal Andino de Justicia, el del MERCOSUR y, eventualmente, el de un sistema de solución de controversias que pudiera institucionalizarse en la ALADI, con un alcance regional. Podría ocurrir que terceros Estados que fueran a su vez Estados Partes del ALCA, pero ajenos al acuerdo regional donde se ventilase la disputa, pudieran invocar un interés legítimo en la misma disputa por verse potencialmente afectados ante un eventual pronunciamiento de estos tribunales regionales. Pero ha de convenirse que la mera invocación de interés legítimo no podría hacer caer esta vía regional y la sustitución por la del ALCA. En efecto, una interpretación extensiva eliminaría cualquier espacio institucional para que los países miembros de acuerdos  subregionales pudieran dirimir sus controversias en el marco de dichos acuerdos. De ahí que deba prevalecer en el ALCA un criterio restrictivo para justificar la intervención de terceros Estados en las disputas que se generen, cualquiera sea el tribunal (previsto en el Acuerdo, o bien previsto en un acuerdo regional subsistente). En tal sentido, las propuestas coinciden en exigir la prueba de un interés “sustancial” por parte de los terceros Estados que reclamen participación en la litis o bien la sustitución del procedimiento subregional por el previsto en el ALCA.

b) Debido a que prevalece la tendencia a establecer un solo régimen o vía de solución de controversias dentro del Acuerdo, independientemente de la materia objeto de disputa entre los Estados Partes, puede resultar útil prever, para el caso de conflicto entre Estados Partes con determinadas afinidades de interés dictadas por su común pertenencia a una subregión, la posibilidad de optar por una vía alternativa que implique mayores compromisos recíprocos para la materia de que se trate. Este sería el caso, particularmente, de los problemas suscitados por la aplicación de medidas antidumping y compensatorias. Aquí los países de la ALADI podrían optar por un régimen similar al establecido en el NAFTA, en el cual un panel arbitral sustituiría las funciones de revisión judicial interna de las resoluciones administrativas que se dicten. Otra alternativa consistiría en reforzar, dentro de la ALADI, las obligaciones de notificación y cooperación técnica entre los órganos nacionales de aplicación, con vistas a una solución más rápida y efectiva de los problemas sobre la materia. De tal modo, los países miembros de ALADI dispondrían de un sistema de solución de controversias para resolver sus disputas en materia de lealtad comercial internacional, independientemente de que el régimen legal no contenga preferencias de mayor liberalidad que las negociadas en el ALCA.

-
Conclusiones relativas a las negociaciones del ALCA y la preservación de acuerdos subregionales

· Al apreciar los avances registrados en el Grupo de Acceso a Mercados, hemos procurado enfatizar la necesidad de fijarle un sentido preciso a la norma que fijaría el criterio de preeminencia. Así, por ejemplo, si se decidiera que la mera equiparación de preferencias diera lugar a la preeminencia del ALCA sobre los acuerdos  subregionales, aunque sólo en la medida de esa equiparación, tendríamos que atenernos a situaciones inverosímiles. Así, para las porciones de mercado libradas al acceso irrestricto, tanto dentro del ALCA como dentro de los acuerdos  subregionales debería imperar el ALCA. En cambio, respecto de los productos desgravados a escala subregional pero pendientes de liberalización en el ALCA continuarían rigiendo aquellos acuerdos. Nos parece teóricamente inadecuada y prácticamente inviable una concepción atomizadora de los acuerdos de integración, que los conciba como una suma o agregado de preferencias. Por lo demás, distintas razones aconsejan una valorización estructural de compromisos subregionales, incluyendo las políticas comerciales acordadas junto a los programas de desgravación. Al respecto, hemos sugerido que las condiciones de interdependencia económica y la consecuente solidaridad objetiva (“affectio societatis”) que ellos promueven, muchas veces justifican y aconsejan la preservación de vínculos subregionales, bajo las expresas reservas a ser formuladas en el acuerdo hemisférico.

· En materia de inversión extranjera directa, la preservación de espacios de integración  subregionales tendría un objetivo central: evitar que a la luz de los beneficios comerciales negociados en la escala del ALCA se pudiera llegar a desatar una guerra de incentivos para la captación de inversiones provenientes de los países de mayor desarrollo relativo del esquema o las que, provenientes de cualquier origen, procurasen aprovechar las preferencias comerciales otorgadas por dichos países. Los acuerdos  subregionales regularían la aplicación de subvenciones atadas a requisitos e incentivos de desempeño tolerados en el ALCA, con el fin de inhibir dichas contiendas entre los países de ALADI en tanto aspirantes a ser receptores de inversión. En segundo lugar permitirían combatir de manera coordinada las estrategias corporativas que, amparadas bajo el programa de desgravación del ALCA, tendiesen, desde el territorio de cualquier país miembro de ALADI, a abusar de posiciones dominantes mediante la utilización de prácticas de efecto restrictivo o depredatorio, involucrando a ése y otro u otros países miembros de la Asociación. Y eventualmente podrían, además, contribuir a la configuración de mercados ampliados para atraer concertadamente inversión extranjera directa con el objetivo de atender zonas deprimidas, exportaciones y desarrollo de tecnologías.

· A propósito de las transacciones internacionales de servicios efectuadas bajo las distintas modalidades contempladas por las disciplinas multilaterales, encontramos un particular motivo para conectar los posibles compromisos en el ALCA con los potencialmente reservados a una escala subregional. Ocurre que ante la demora en negociar preferencias dentro de estos últimos esquemas y particularmente en el seno de la ALADI, los avances en la confección de listas de compromisos en el ALCA que lleguen a suponer obligaciones del tipo “OMC-plus” invalidarían los esfuerzos ulteriores para consagrar profundizaciones equivalentes en ámbitos subregionales. Mientras tanto, la postergación de las negociaciones multilaterales en materia de políticas comerciales relativas a los servicios constituye un aliciente para anticiparse a esas negociaciones y a las del propio ALCA, en especial con respecto a las subvenciones y a las salvaguardias comerciales.

· Así como en materia de inversiones extranjeras directas se demuestra la necesidad de ponderar el criterio de “mayor profundidad” requerido para la preservación de acuerdos subregionales, ocurre algo similar a propósito de las compras del sector público. En este caso difícilmente pueda admitirse que la mayor profundidad se satisface únicamente con la fijación de mayores márgenes porcentuales, relativos a las diferencias de precio en las ofertas. Por el contrario, un criterio de equidad justificaría, por ejemplo, la preservación de acuerdos  subregionales que en esta materia eximieran de determinados requisitos e incentivos de desempeño a las ofertas originarias de los países miembros de dichos esquemas, siendo en cambio exigidos tales requisitos e incentivos a los proveedores originarios de los países de mayor desarrollo relativo del ALCA.

· En el Grupo de Negociación sobre Derechos de Propiedad Intelectual aflora indirectamente el debate sobre los fundamentos de la preservación de los acuerdos  subregionales y de las normativas nacionales, porque aquí se discuten los fundamentos del propio ALCA en tanto fuente de obligaciones del tipo “OMC plus”. En tal sentido, un régimen “OMC-plus” (en ésta y posiblemente en otras materias) podría tener sentido si el propio ALCA incluyera previsiones para la neutralización de los desequilibrios estructurales y la consiguiente armonización macroeconómica. A falta de estas previsiones, la disparidad estructural y, por ende, las asimetrías macroeconómicas parecen quitar consistencia a un esfuerzo destinado a alcanzar reglas uniformes más allá de las disciplinas multilaterales. Sin embargo, parece indispensable progresar en el ALCA introduciendo algunas precisiones a las disciplinas de TRIP, con el objeto de que determinadas medidas adoptadas por los países latinoamericanos y caribeños en resguardo de la libertad de comercio y el desarrollo tecnológico no puedan ser válidamente cuestionadas por los países de mayor desarrollo relativo del esquema.

· Un ejemplo notorio de los riesgos ínsitos a la introducción de obligaciones del tipo “OMC-plus” podría ser el de las innovaciones sugeridas en uno de los grupos con respecto a las regulaciones multilaterales dirigidas a los organismos nacionales de aplicación de derechos antidumping y compensatorios. En efecto, los debates en el Grupo sobre Subsidios, Antidumping y Derechos Compensatorios están enfocados a la incorporación de requisitos para determinar, entre otras cosas, la existencia del dumping, el margen de dumping, el período investigado a propósito de la determinación del daño y el concepto de “rama de la producción nacional”. El objetivo no declarado de las propuestas sería el de obstaculizar la adopción de medidas de efecto restrictivo, por los organismos de aplicación de los Estados Partes de mayor desarrollo relativo del ALCA, contra importaciones originarias de los países latinoamericanos y caribeños. En este sentido, debe enfatizarse la importancia de incorporar al ALCA nuevas disciplinas como las sugeridas por el  MERCOSUR  para inhibir el  uso de los derechos antidumping y compensatorios con fines proteccionistas. Pero la pretensión de extender esta normativa de alta especificidad y exigencia a los organismos de aplicación de todos los Estados Partes, sin distinción, podría dar lugar a una inequidad en la medida que también obligaría a cumplir los mismos requisitos a los organismos de países latinoamericanos cuando deban investigar importaciones presuntamente desleales, originarias de los países de mayor desarrollo relativo del esquema y dichas subvenciones o dumping estuvieran encubiertas bajo condiciones de cierta sofisticación comercial y financiera.
· Por todo lo expuesto, la ALADI se encuentra frente al desafío de profundizar las preferencias y las negociaciones sobre políticas comerciales, en particular mediante acuerdos de alcance regional. Esta profundización atendería al interés recíproco de los países miembros y a la vez neutralizaría los riesgos de una inserción traumática en el ALCA. Así, por ejemplo, avances en cuestiones tan diversas como la armonización de controles sanitarios y fitosanitarios y la mayor interacción institucional con motivo de los procedimientos internos frente a presuntos dumping y subvenciones serían beneficiosos por la mayor previsibilidad o certidumbre que se obtendría en el comercio subregional. Simultáneamente, estos progresos favorecerían la elaboración de posiciones negociadoras en el ALCA y, una vez incorporadas,  su posterior aplicación en condiciones ya conocidas y experimentadas.

CAPÍTULO III

CONCLUSIONES Y RECOMENDACIONES

-
Consecuencias de la negociación del ALCA para la región

El proyecto de constitución de un Área de Libre Comercio de las Américas  -ALCA- introduce un cambio radical en el marco en el cual los países del Hemisferio negocian entre ellos acuerdos de liberalización preferencial y de integración económica, con diferentes grados de profundidad y alcance. Este cambio surge de dos aspectos centrales del ALCA: por un lado, se trata de un proyecto que incluye a todos los países del Hemisferio (excepto Cuba); por otro, el proyecto del ALCA es la constitución de una zona de libre comercio típica de los años 90, o sea, cuya agenda de negociaciones contempla temas netamente comerciales y temas que solamente se relacionan en forma indirecta con el comercio: inversiones, política de  competencia, entre otros. En consecuencia, se trata de un proyecto de zona de libre comercio de nueva generación, que se acerca a las propuestas ya practicadas en el ámbito subregional o bilateral en el Continente, como el NAFTA y algunos acuerdos bilaterales firmados en el ámbito de la ALADI.

Del primer aspecto surge que el ALCA tiene, por lo menos potencialmente, la capacidad para “sobredeterminar” la vasta red de preferencias comerciales tejida a lo largo de las últimas décadas entre los países del Hemisferio y, en especial, entre los miembros de la ALADI.

Del segundo aspecto se deduce que el Acuerdo hemisférico “competirá” con los acuerdos vigentes, tanto en lo que se refiere a las preferencias comerciales como en lo relativo a las normas y disciplinas aplicables a las políticas comerciales y no comerciales. Como se acordó en San José, en 1998, los acuerdos subregionales o bilaterales que sean más profundos y/o de más alcance que el del ALCA – o esquemas de liberalización y/o disciplinas y normas que tengan estas características- se preservarán, incluso después de la entrada en vigencia de éste.

Sin embargo, dado el  objetivo de alcance de las materias en negociación en el ALCA y las características dominantes de los acuerdos vigentes entre los países de la ALADI -especialmente las excepciones existentes en los esquemas de liberalización negociados y el escaso desarrollo de la dimensión “reglas y disciplinas” de estos acuerdos– es plausible considerar que el efecto competencia  del ALCA tiende a ejercerse en forma intensa sobre estos acuerdos subregionales y bilaterales.

-
Fortalezas y debilidades de los acuerdos intra-ALADI

Desde el punto de vista que interesa al presente trabajo, o sea, de la preservación de las preferencias intra-ALADI en un marco de vigencia del ALCA, el escenario que se diseña es motivo de legítimas preocupaciones.

De hecho, la caracterización –en los Estudios de la Secretaría General- de la evolución de los mecanismos de negociación arancelaria previstos por el Tratado de Montevideo 1980 revela el proceso de agotamiento y de pérdida de función operativa vivido por estos mecanismos, en función del surgimiento de un nuevo paradigma de acuerdo de liberalización preferencial, marcado por el alcance de (casi) todo el universo arancelario, concesiones con preferencias que alcanzan el libre comercio y disminución de la importancia de los mecanismos de tratamiento diferenciado y más favorable para países de menor desarrollo relativo.

Por otro lado, la hipótesis de articulación y de convergencia de los acuerdos existentes o de “regionalización” de las preferencias y de las normas negociadas bilateral o subregionalmente se presenta como poco plausible, en términos prácticos. El avance de las negociaciones del ALCA reduce más aún la viabilidad de este tipo de hipótesis porque compite directamente con ella.

No obstante, hay razones para suponer que:

· Hay un amplio espacio para profundizar los compromisos de liberalización definidos en los acuerdos firmados entre los países de la ALADI. Como se verificó, los sectores exceptuados o considerados sensibles en los acuerdos de nueva generación de la ALADI son sectores tradicionalmente regulados o cuyo proceso de liberalización es fuertemente condicionado también en el comercio internacional, lo que indica que las restricciones impuestas por los países de la ALADI al comercio entre ellos reproducen, en gran medida, el patrón identificado en el comercio internacional: entre las excepciones se destacan la agricultura, los productos de la industria de alimentos, los textiles, los automóviles y sus partes, y los productos cuya liberalización está frecuentemente condicionada en los acuerdos de la ALADI. Más aún, los sectores excluidos de las preferencias bilaterales tienen, en general, un peso relevante en las importaciones intra-ALADI y en las importaciones totales de los países miembros, sugiriendo que el escaso comercio bilateral actualmente registrado en el caso de productos exceptuados o considerados sensibles en los acuerdos de la ALADI se vincula, efectivamente, a la falta de preferencias, que beneficien estos flujos; y

· En lo que se refiere a las reglas y disciplinas directa o indirectamente comerciales, el dato relevante es la escasez de normas y reglas que caracteriza no solamente a la dimensión regional (normativas ALADI), sino también  a los acuerdos subregionales y bilaterales, volviéndose vulnerables a la competencia ejercida en esta área por el ALCA.

Con ese panorama, el balance a hacerse a la luz de los objetivos de este trabajo puede ser suscintamente enunciado. A pesar  del alcance –en términos de productos- de los acuerdos actualmente existentes entre los miembros de la ALADI y del establecimiento de algunas normas y disciplinas en su ámbito, el cuadro hoy vigente difícilmente será capaz de permitir la diferenciación de los acuerdos intra-ALADI en la hipótesis de concreción del ALCA. Los acuerdos que tengan la capacidad para funcionar efectivamente como unión aduanera corren un riesgo menor de diluirse en el ALCA, pero este riesgo tiende a aumentar para acuerdos de libre comercio donde hay excepciones y condicionamientos a la liberalización y donde las normativas comerciales son limitadas.

-
Los impactos comerciales del ALCA en los países de la ALADI

En lo que se refiere a los impactos potenciales del ALCA sobre los flujos de comercio de los países de la ALADI, surgen, de los análisis aquí presentados, tres conclusiones:

· Por un lado, el contraste entre la especialización en manufacturas y la diversificación en términos de productos no tradicionales de los flujos comerciales intra-ALADI y, por otro, la inserción tradicional de los países de la Asociación (con excepción de México y, en cierta medida, del Brasil) en los mercados de EUA sugiere: (i) es muy relevante preservar las preferencias intra-ALADI – que, sin duda, desempeñan un papel destacado en la generación de flujos comerciales no tradicionales entre los países miembros – en un contexto de formación del ALCA; y (ii) no es nada obvio que la mejora del acceso al mercado de EUA, que eventualmente surge del ALCA, permita expandir las exportaciones de manufacturados y productos no tradicionales de los países de la ALADI para aquel mercado, donde existen condiciones muy específicas de competencia, abundan las normas y exigencias de certificados, etc.;

· EUA es proveedor importante de los países de la ALADI  -principalmente de México y de los países de la CAN-  en productos agrícolas y  manufacturados. Ahora bien, los primarios son productos generalmente excluidos o cuya liberalización está condicionada en los acuerdos comerciales intra-ALADI, siendo los productos manufacturados  precisamente los más protegidos dentro de la ALADI y también los más beneficiados por las preferencias entre los miembros de la Asociación. Por lo tanto, se puede asociar a la extensión de preferencias comerciales a todos los países del Continente el riesgo de que los mercados de importación de productos agrícolas de los países de la ALADI puedan ser ocupados por EUA y que este país logre desplazar, en los mercados de los países miembros, las exportaciones de manufacturados de los demás socios de la Asociación. En este caso, lo que se evidencia no es sólo la importancia de las preferencias intra-ALADI, sino la de profundizarlas y de traer a la mira de acuerdos de liberalización entre países miembros productos y sectores excluidos u objeto de liberalización condicionadas; 

· La intensidad de la competencia intra-ALCA y la presencia de la red de preferencias comerciales, que condicionan la posición relativa de cada país miembro en términos de acceso al mercado de EUA para sus principales productos de exportación a aquel mercado, indican que  los países de la ALADI, en especial a aquellos menos favorecidos por preferencias y más afectados por barreras comerciales (los miembros del MERCOSUR, especialmente), tienen en la liberalización de acceso a aquel mercado un incentivo no despreciable para participar en el ALCA. De hecho, en esta perspectiva, el acuerdo hemisférico puede, efectivamente, mejorar su posición relativa de acceso de aquellos países al mercado de EUA, reduciendo el grado de discriminación generado hoy por la existencia de una vasta y compleja red de preferencias comerciales en aquel país. Seguramente este incentivo crecería en forma significativa si el ALCA permitiera la eliminación de picos arancelarios y de medidas no arancelarias que afectan a las exportaciones de los países de la ALADI en EUA.

-
 Las  negociaciones hemisféricas: tendencias, riesgos y oportunidades

En lo que se refiere a las negociaciones hemisféricas, el análisis del incipiente proceso de negociaciones para constituir el ALCA está padeciendo de prejuicios y errores de apreciación o “malentendidos” bastante generalizados en los países miembros de ALADI. Estas deficiencias en el proceso de conocimiento y evaluación de dichas negociaciones se relacionan especialmente con el sentido, la estructura y el contenido de lo que se supone será el Tratado o Acuerdo de Libre Comercio de las Américas.

El Acuerdo tendría todas las características de los llamados “acuerdos de nueva generación”, siguiendo el modelo del Tratado de Libre Comercio entre Estados Unidos de América (EUA) y Canadá y el posterior Tratado de Libre Comercio de América del Norte (entre Canadá, EUA y México), modelo que se reproduce en otros acuerdos, cada vez más numerosos, tales como el Grupo de los Tres (entre México, Colombia y Venezuela), el celebrado entre Chile y Canadá, los suscritos por México con Costa Rica, con Nicaragua y con los tres países del llamado “Triángulo Norte”, el celebrado entre los países centroamericanos y la República Dominicana, etc. .

Los acuerdos de nueva generación, más allá de reproducir los objetivos esenciales de las zonas de libre comercio, apuntan a preservar y encauzar las corrientes comerciales, reduciendo los márgenes de inseguridad o incertidumbre que resultan, tanto del cumplimiento como de la vulneración de los compromisos multilaterales. De ahí que, más allá de su retórica, dichos acuerdos deban abarcar los mismos temas que son objeto de las regulaciones multilaterales, pero con un propósito circunscripto. Por lo tanto, se trata de:

· “Administrar” el comercio de los productos especialmente sensibles en el comercio entre Estados que deciden afrontar la integración, en buena medida, con motivo de esos problemas de sensibilidad;

· Compatibilizar y, a lo sumo, armonizar pero no aspirar a la uniformidad de las regulaciones económicas internas, lo que se manifiesta típicamente por el establecimiento de reglas de reconocimiento mutuo de procedimientos de evaluación de la conformidad y de convenios de equivalencia de los sistemas de control sanitario y fitosanitario; y

· En general, enfrentar las disparidades estructurales sólo con las armas de las políticas comerciales y con un margen de tolerancia para fijar excepciones a los programas de desgravación y a las obligaciones de acceso a los mercados, así como introduciendo excepciones a la CNMF mediante, por un lado, tratamientos especiales y diferenciados y, por otro lado, reglas de convergencia con otros compromisos contraídos en distintos esquemas de integración.

Los rasgos indicados fijan las condiciones para la negociación y, por lo tanto, marcan los requerimientos a los futuros Estados latinoamericanos y caribeños que serán Partes del ALCA. Estos Estados deberían adquirir capacidades para: 

· Identificar los intereses nacionales con respecto a ramas, sectores, bienes y servicios, definiendo los instrumentos y las medidas de política comercial más adecuadas; 

· Sistematizar la acción negociadora mediante planteos consistentes a lo largo de toda la materia incluida en esa negociación (los instrumentos acordados para las compraventas internacionales de bienes, consideradas en el marco de las cadenas productivas, se complementan con los instrumentos que han de regir las prestaciones internacionales de servicios; algunos dispositivos establecidos para las inversiones internacionales directas se vinculan con las operaciones de comercio internacional de bienes y servicios y con los mecanismos de defensa de la competencia; los instrumentos de lealtad comercial internacional (medidas antidumping y derechos compensatorios) también pueden superponerse con los de defensa de la competencia, etc., etc.); 

· Compatibilizar (y exigir a los demás Estados Partes la misma compatibilización) las preferencias negociadas en el acuerdo de que se trate con las negociadas en otros acuerdos de integración, entre Estados Partes de aquel mismo acuerdo o con terceros Estados Partes; y 

· Adecuar (y exigir la adecuación de) los compromisos adquiridos a las disciplinas multilaterales, habida cuenta que el margen de tolerancia ofrecido por la comunidad económica internacional para los tratamientos discriminatorios tales como los negociados en los esquemas de integración, en lugar de aumentar tiende a ser cada vez más estrecho.

Teniendo a la vista todos los antecedentes mencionados, una recorrida por los grupos de negociación que trabajan para el ALCA demuestra que, en líneas generales, no se ha avanzado suficientemente en ninguno de los aspectos mencionados, con la sola excepción de la identificación de los intereses nacionales y de la definición de los instrumentos y medidas adecuadas, aunque exclusivamente en el caso de los países que ya han celebrado otros acuerdos de nueva generación y han tenido la oportunidad de evaluar los resultados de la materia negociada en ellos. Debido al carácter incipiente de las tratativas, aún no se han registrado planteos que permitan advertir la preocupación de los Estados por el tema de la sistematización de la acción negociadora a lo largo de toda la materia incluida en esas negociaciones. 

Al apreciar los avances registrados en el Grupo de Acceso a Mercados, se ha procurado enfatizar la necesidad de fijarle un sentido preciso a la norma que fijaría el criterio de preeminencia. Nos parece teóricamente inadecuada y prácticamente inviable una concepción atomizadora de los acuerdos de integración, que los conciba como una suma o agregado de preferencias. Por lo demás, distintas razones aconsejan una valorización estructural de compromisos subregionales, incluyendo las políticas comerciales acordadas junto a los programas de desgravación. Al respecto, hemos sugerido que las condiciones de interdependencia económica y la consecuente solidaridad objetiva (“affectio societatis”) que ellos promueven, muchas veces justifican y aconsejan la preservación de vínculos subregionales, bajo las expresas reservas a ser formuladas en el acuerdo hemisférico.

En materia de inversión extranjera directa, la preservación de espacios de integración  subregionales tendría un objetivo central: evitar que a la luz de los beneficios comerciales negociados en la escala del ALCA, se pudiera llegar a desatar una guerra de incentivos para la captación de inversiones provenientes de los países de mayor desarrollo relativo del esquema o las que, provenientes de cualquier origen procurasen aprovechar las preferencias comerciales otorgadas por dichos países. Los acuerdos  subregionales regularían la aplicación de subvenciones atadas a requisitos e incentivos de desempeño tolerados en el ALCA, con el fin de inhibir dichas contiendas entre los países de ALADI en tanto aspirantes a ser receptores de inversión. En segundo lugar permitirían combatir de manera coordinada las estrategias corporativas que, amparadas bajo el programa de desgravación del ALCA tendiesen, desde el territorio de cualquier país miembro de ALADI, a abusar de posiciones dominantes mediante la utilización de prácticas de efecto restrictivo o depredatorio involucrando a ése y otro u otros países miembros de la Asociación. 


A propósito de las transacciones internacionales de servicios efectuadas bajo las distintas modalidades contempladas por las disciplinas multilaterales, encontramos un particular motivo para conectar los posibles compromisos en el ALCA con los potencialmente reservados a una escala subregional. Ocurre que ante la demora en negociar preferencias dentro de estos últimos esquemas y particularmente en el seno de la ALADI, los avances en la confección de listas de compromisos en el ALCA que lleguen a suponer obligaciones del tipo “OMC-plus”, invalidarían los esfuerzos ulteriores para consagrar profundizaciones equivalentes en ámbitos subregionales. Mientras tanto, la postergación de las negociaciones multilaterales en materia de políticas comerciales relativas a los servicios, constituye un aliciente para anticiparse a esas negociaciones y a las del propio ALCA, en especial con respecto a las subvenciones y a las salvaguardias comerciales.


Así como en materia de inversiones extranjeras directas se demuestra la necesidad de ponderar el criterio de “mayor profundidad” requerido para la preservación de acuerdos subregionales, ocurre algo similar a propósito de las compras del sector público. En este caso difícilmente pueda admitirse que la mayor profundidad se satisface únicamente con la fijación de mayores márgenes porcentuales relativos a las diferencias de precio en las ofertas. Por el contrario, un criterio de equidad justificaría, por ejemplo, la preservación de acuerdos  subregionales que en esta materia eximieran de determinados requisitos e incentivos de desempeño a las ofertas originarias de los países miembros de dichos esquemas, siendo en cambio exigidos tales requisitos e incentivos a los proveedores originarios de los países de mayor desarrollo relativo del ALCA.


En el Grupo de Negociación sobre Derechos de Propiedad Intelectual aflora indirectamente el debate sobre los fundamentos de la preservación de los acuerdos  subregionales y de las normativas nacionales, porque aquí se discuten los fundamentos del propio ALCA en tanto fuente de obligaciones del tipo “OMC-plus”. En tal sentido, un régimen “OMC-plus” (en ésta y posiblemente en otras materias) podría tener sentido si el propio ALCA incluyera previsiones para la neutralización de los desequilibrios estructurales y la consiguiente armonización macroeconómica. A falta de estas previsiones, la disparidad estructural y, por ende, las asimetrías macroeconómicas parecen quitar consistencia a un esfuerzo destinado a alcanzar reglas uniformes más allá de las disciplinas multilaterales.


Un ejemplo notorio de los riesgos ínsitos a la introducción de obligaciones del tipo “OMC-plus” podría ser el de las innovaciones sugeridas en uno de los Grupos con respecto a las regulaciones multilaterales dirigidas a los organismos nacionales de aplicación de derechos antidumping y compensatorios. En efecto, los debates en el Grupo sobre Subsidios, Antidumping y Derechos Compensatorios están focalizado en la incorporación de requisitos para determinar, entre otras cosas, la existencia del dumping, el margen de dumping, el período investigado a propósito de la determinación del daño y el concepto de “rama de la producción nacional”. El objetivo no declarado de las propuestas sería el de obstaculizar la adopción de medidas de efecto restrictivo, por los organismos de aplicación de los Estados Partes de mayor desarrollo relativo del ALCA, contra importaciones originarias de los países latinoamericanos. Pero la pretensión de extender esta normativa de alta especificidad y exigencia a los organismos de aplicación de todos los Estados Partes, sin distinción, podría dar lugar a una inequidad en la medida que también obligaría a cumplir los mismos requisitos a los organismos de países latinoamericanos cuando deban investigar importaciones presuntamente desleales originarias de los países de mayor desarrollo relativo del esquema y dichas subvenciones o dumping estuvieran encubiertas bajo condiciones de cierta sofisticación comercial y financiera.

-
Síntesis

En síntesis, refiriéndose al objetivo preciso de este trabajo, si el análisis aquí presentado fuera correcto, una estrategia de preservación de la identidad de la ALADI en presencia de un acuerdo hemisférico de libre comercio exige la combinación de dos componentes:

· Por un lado, la profundización de los acuerdos de la ALADI. Parece irrealista trabajar con la hipótesis de una convergencia de los acuerdos de la ALADI, dada la diversidad de esquemas bilaterales y subregionales de liberalización vigentes, así como la idea del establecimiento de disciplinas regionales ALADI. Parece más provechoso explotar la hipótesis de que la profundización pueda darse a partir de los acuerdos ya existentes – eliminando excepciones y acelerando los cronogramas de liberalización de los productos considerados sensibles en estos acuerdos – y de otros acuerdos que se firmen en un futuro cercano, especialmente el del MERCOSUR con la Comunidad Andina. Esta profundización debería, para sobrevivir al ALCA, abarcar la dimensión de liberalización del comercio de bienes y servicios y también áreas de política, especialmente las de mayor interés para los países de la ALADI y/o aquellas en que sea legítimo presumir que el ALCA avanzará poco. Antidumping y subsidios, agricultura, compras gubernamentales, servicios y política de  competencia  son prioritarias para esa estrategia de profundización.

· Por otro lado, el establecimiento de mecanismos, plazos y reglas que limiten el grado de alcance y/o profundidad del ALCA, como la introducción de cláusulas relacionadas con el grado diferenciado de desarrollo entre los países miembros. Según esta óptica, es fundamental la negociación de los temas relacionados con el acceso a mercados, servicios, compras gubernamentales e inversiones.

__________

NOTAS





�		Conviene recordar que, con la salvedad de la excepción a la CNMF, los esquemas de integración forman parte de la comunidad económica internacional en sentido jurídico y, por ello, constituyen réplicas del sistema multilateral de la OMC, aunque en escalas más pequeñas. En virtud de esta unidad sistémica que anuda al multilateralismo con el regionalismo desde el punto de vista jurídico, entre los Estados miembros de un esquema de integración rigen los mismos principios vigentes en la comunidad económica internacional, empezando por la propia CNMF. Ello significa que dentro de un esquema sólo deben admitirse los tratamientos diferenciales como excepción y bajo las condiciones expresamente pautadas en los instrumentos fundacionales de dicho esquema.


�		Se admite que entre los Estados miembros de un esquema de integración rijan reglas de mayor exigencia o compromiso que las multilaterales. Este “plus” obedece a que el objeto de la integración consiste, precisamente, en una profundización de los vínculos económicos entre los Estados involucrados. En consecuencia, las obligaciones asumidas dentro de los esquemas de integración pueden incrementarse e intensificarse, respecto de las vigentes en el ámbito multilateral. Tal nivel diferencial se denomina “OMC plus” y es admitido pero con una reserva inexcusable: los terceros países respecto del esquema pero miembros de la OMC conservan el derecho de recibir el tratamiento fijado multilateralmente.


�		En el Informe del Grupo de Negociación sobre Acceso a Mercados al Comité de Negociaciones Comerciales (22 de noviembre de 2000), a propósito de los calendarios y ritmos de la eliminación de aranceles, aparece un texto consensuado (esto es, no limitado por corchetes), según el cual “la desgravación arancelaria podrá tener diferentes plazos y ritmos, a fin de tomar en cuenta, entre otras, las diferencias existentes entre las estructuras productivas de los países (...) sensibilidades por productos, etc.”.


�		Véase la referencia anterior.


�		Segunda Cumbre de las Américas (Santiago de Chile, 18 y 19 de abril de 1998), sobre la base de lo acordado en la Cuarta Reunión Ministerial de San José, Costa Rica (19 de marzo de 1998), Anexo I.


�		Dando cuenta también aquí de la existencia de diferentes puntos de vista sobre el texto.


�		Informe del Grupo de Negociación cit., propuesta de texto incorporada en pág.45.


�		De tal modo debería evitarse la sustentación de un principio general de acumulación regional de origen que no discriminara el sentido de las corrientes de comercio. Convendría entonces revisar los textos normativos conocidos en la materia (NAFTA, 404 y G3 6-08, entre otros).


�		Así, en el Acuerdo sobre Salvaguardias: (i) las garantías procesales reconocidas a las partes interesadas en el marco de los procedimientos internos (exigencias de publicidad de los actos administrativos y plazos preestablecidos para distintas presentaciones), son sustancialmente menores que las contempladas en los acuerdos que regulan los procedimientos tendientes a la adopción de derechos antidumping y compensatorios; (ii) se fija un mayor grado de discrecionalidad administrativa, al establecer que “la investigación (dará) a las partes interesadas (...) la oportunidad de (...) presentar sus opiniones, entre otras cosas, sobre si la aplicación de la medida de salvaguardia sería o no de interés público (Acuerdo 3.1.); (iii) la medida procede, a diferencia de los derechos antidumping y compensatorios, no sólo cuando los productos afectados son “similares” a los importados sin también cuando, sin ser similares, son “directamente competidores” y (también a diferencia de aquellos derechos antidumping y compensatorios), aunque la rama de la producción nacional afectada no represente “una parte principal” de la producción nacional en la rama de que se trate (Acuerdo, 4.1.c). Acerca de estas características diferenciales de las salvaguardias, véase John Jackson: “The World Trading System”, MIT Press, Mass.1991, p.150 y ss.


�		El mismo texto fija, más adelante, los criterios que se tomarían en cuenta para determinar aquella contribución al daño: “a) se considerará que las importaciones de productos (originarios) de la otra Parte son sustanciales, si éstas quedan incluidas dentro de los principales países proveedores de producto. De manera excepcional se considerarán sustanciales las importaciones de otra Parte si están incluidas dentro de los diez principales países proveedores del bien en la Parte importadora cuando ellos representen en conjunto más del veinticinco por ciento de las importaciones referidas; b) no se aplicará una medida de salvaguardia a las importaciones procedentes de (países en desarrollo) (pequeñas economías) cuando éstas, individualmente consideradas, no excedan al ocho por ciento de las importaciones de ese producto en la Parte importadora; c) se considerará que las importaciones de bienes de la otra Parte no contribuyen de manera importante al daño grave o a la amenaza de daño grave, si su tasa de crecimiento durante el período en que se produjo el incremento perjudicial de las mismas es menor que la tasa de crecimiento de las importaciones totales durante el mismo período. De igual forma, se tomará en cuenta para determinar que las importaciones de la otra Parte contribuyen de manera importante al daño grave o amenaza de daño grave, el volumen y las modificaciones de la participación de la Parte en el total de las importaciones”.


�		El modo de aplicación y examen de las salvaguardias han de atenerse al objetivo esencial de “facilitar el reajuste” de la rama de producción afectada. En un esquema de integración las condiciones para efectuar el reajuste son en general más azarosas y difíciles, dados los compromisos asumidos. En el Acuerdo sobre Salvaguardias, cuando la medida sea superior a un año, el Miembro “la liberalizará progresivamente, a intervalos regulares, durante el período de aplicación”. Y si la duración de la medida excede de tres años, el Miembro “examinará la situación a más tardar al promediar el período de aplicación de la misma y, si procede, revocará la medida o acelerará el ritmo de la liberalización” (Acuerdo sobre Salvaguardias, 7.4).


�		Informe indicado, capítulo sobre Normas y Barreras Técnicas al Comercio, 2.1. a 2.3.


�		Hitos trascendentales en este proceso de transformación legislativa fueron: “El Libro Blanco: una nueva política comunitaria de normalización”, editado por la Comisión de la Comunidades Europeas, Bruselas 1992; y “El Libro Verde: principios generales de la legislación alimentaria de la Unión Europea”, editado por la misma Comisión, Bruselas 1997.


�		Informe indicado, capítulo sobre Normas y Barreras Técnicas al Comercio, 2.4. y 2.5. En la búsqueda de sus objetivos legítimos, cada Parte puede llevar a cabo evaluaciones de riesgo, conf.4.12 y ss.


�		En el Informe indicado, véanse por ejemplo las alusiones de los puntos 5.8, 5.9. y 8.5. Otras referencias parecen discutibles, al menos como orientaciones normativas a ser incorporadas al Acuerdo, en especial dadas las disparidades estructurales a las que se hace referencia en el apartado siguiente de este documento. Es el caso del borrador propuesto como numeral 5.6.: “Las Partes adoptarán, en la medida de lo posible, los lineamientos y normas de la ISO/ICE relativos a los procedimientos de evaluación de la conformidad”.


�		“Las Partes más desarrolladas realizarán todos los esfuerzos razonables para brindar asistencia técnica a las Partes menos desarrolladas del presente Capítulo con el fin de ayudarlos a cumplir mejor con sus obligaciones”, conf. Capítulo indicado, 9.3. d).


�		Capítulo indicado, 5.1.1.


�		Capítulo indicado, 5.11.


�		Capítulo indicado, 9.2.


�		Respecto de los compromisos asumidos multilateralmente, deben distinguirse: (a) las medidas de apoyo interno; y (b) las medidas de apoyo a las exportaciones.


Acerca de las primeras, fueron fijadas obligaciones de reducir todas las medidas con efectos distorsivos sobre el comercio internacional, sobre la base de cálculos sustentados en una “medida global de ayuda” (MGA) para cada país y considerando un período de referencia. Los compromisos de reducción, calculados en porcentuales respecto del período base, son mayores para los países desarrollados, de menor envergadura para los países en desarrollo y, en el caso de los países menos adelantados, son inexistentes si bien no deben superar la MGA del período base. A su vez, los compromisos de reducción en las medidas de apoyo interno reconocen excepciones: (i) “de caja verde”, así denominadas porque aluden a grandes categorías de políticas con mínimos efectos distorsivos sobre el comercio (investigación tecnológica; combate de plagas; ayuda alimentaria...); (ii) “de caja azul”, que hacen referencia a pagos directos realizados en el marco de programas de limitación de la producción si se efectúan bajo determinadas condiciones y límites; y (iii) ayudas “de mínimis”, que para el caso de productos específicos, autorizan niveles que no excedan, para los países desarrollados el cinco por ciento y, para los países en desarrollo, el diez por ciento del valor total de la producción de cada producto.


Acerca de las medidas de apoyo a las exportaciones, se trata de compromisos de reducción con respecto a los tipos de subvenciones enumerados en el Acuerdo, abarcando reducción de desembolsos presupuestarios y reducción de volúmenes. En ambos casos las obligaciones son mayores para los países desarrollados. Por otro lado, los países en desarrollo no están obligados a contraer compromisos en materia de subvenciones a la exportación, vinculados al costo de comercialización y al costo de transporte interno.


�		El mecanismo de salvaguardias del artículo 5 del Acuerdo sobre la Agricultura es calificado como “especial”, pues se trata de un dispositivo diferente del contemplado en el artículo XIX del GATT 1994, del Acuerdo sobre Salvaguardias y del artículo 6 del Acuerdo sobre los Textiles y el Vestido. La diferencia radica en que no está supeditado a una prueba de daño como las demás disposiciones de salvaguardias, sino que puede activarse automáticamente cuando haya un determinado aumento del volumen de importaciones o un determinado descenso del precio del producto (véase, al respecto, Informe del Organo de Apelación en el caso “Comunidades Europeas- Medidas que afectan a la importación de determinados productos avícolas”, Documento WT/DS69/AB/R, del 13 de julio de 1998, espec. numeral 167).


�			Documento de Trabajo de la Presidencia del Grupo de Negociación sobre Agricultura, numeral 4.4. “in fine”.


�			Documento de Trabajo de la Presidencia del Grupo de Negociación sobre Agricultura, numeral 4.4.


�			Documento de Trabajo de la Presidencia, cit., numeral 7.1.


�			Documento de Trabajo de la Presidencia cit., numeral 9.3.


�			En el Documento de Trabajo citado, el texto representativo de esta posición dice: “...las Partes renuncian a los derechos que el GATT de 1994 les confiere para utilizar subsidios a la exportación y a los derechos respecto al uso de estos que pudieran resultar de las negociaciones multilaterales de comercio agropecuario en el marco del Acuerdo de la OMC, en su comercio recíproco” (numeral 9.2).


�			Documento de Trabajo de la Presidencia cit., numeral 9.3. c)


�		Con respecto a la ayuda alimentaria, un borrador de texto apunta a trabajar en el marco de las negociaciones de la OMC sobre agricultura para lograr que “ciertos tipos de ayuda alimentaria ...no se conviertan en substitutos de los subsidios a las exportaciones” (numeral 9.3.c)). En este punto la doctrina internacional ha alcanzado cierto consenso, reflejado en el Anexo 12.2.2. del Documento de Trabajo de la Presidencia (“Disciplinas para la supervisión de la concesión de ayuda alimentaria en el ALCA”). Esencialmente se acepta como principio que “toda ayuda alimentaria concedida...debe atender exclusivamente al consumo adicional” (Anexo cit., numeral 1.1.). En todo caso, el Anexo contribuye a definir aquel concepto de adicionalidad (Anexo cit., numeral 2.1.), en el entendido de no afectar los patrones normales de producción y comercio de productos agrícolas (Anexo cit., numeral 2.2.). En consecuencia, se proponen los siguientes textos: “Están prohibidas las transacciones de ayuda alimentaria que estén directa o indirectamente vinculadas a la importación comercial de productos agrícolas o de otros productos y servicios de las Partes otorgantes de ayuda alimentaria para las Partes beneficiarias”. Y “en transacciones de ayuda alimentaria, la Parte beneficiaria no podrá reexportar a otros países los productos recibidos en términos concesionales” (Anexo cit., numerales 4.1. y 4.2.).


�			Los borradores del Documento de Trabajo de Presidencia cit., requieren al país importador la aplicación de “derechos compensatorios al amparo del artículo 13 c) i) del Acuerdo sobre Agricultura de la OMC y en consonancia con las disposiciones contenidas en la Parte V del Acuerdo sobre Subvenciones y Medidas Compensatorias...cuando sea posible, o derechos antidumping a favor de un tercer país (se entiende, Estado Parte del ALCA afectado) al amparo del artículo 14 del Acuerdo Relativo a la Aplicación del Artículo VI del GATT (antidumping)” (numeral 10.1.).


�			Uno de los borradores de texto prevé que “...la Parte exportadora (Estado Parte del ALCA afectado) podrá aplicar un subsidio a sus exportaciones del mismo producto agropecuario a la Parte importadora hasta tanto el Estado no Parte no cese de exportar dicho producto agropecuario a la Parte importadora con la aplicación de subsidios a la exportación “. A renglón seguido otro borrador dice que el Estado Parte del ALCA afectado “podrá cancelar preferencias comerciales a productos provenientes de la Parte importadora del producto subsidiado por un monto equivalente al comercio afectado o aplicar otras medidas de efecto compensatorio que se acuerden en el ámbito del ALCA” (Documento de Trabajo de Presidencia cit., numeral 10.2.).


�			Documento de Trabajo de Presidencia cit., numeral 11.1.: “Para el tratamiento de las exportaciones subsidiadas de productos agropecuarios por las Partes dirigidas a terceros mercados, se aplicarán las disposiciones de la OMC”.


�			“Si...algún país miembro del ALCA hubiese sido desplazado en un tercer mercado por el país miembro del ALCA que violó el compromiso establecido...el país afectado podrá pedir las compensaciones correspondientes y el país exportador con subsidios habrá de otorgarlas”. “Si el país exportador con subsidio reitera su comportamiento violatorio de los compromisos mencionados en este Artículo, el país afectado podrá cancelar preferencias comerciales a productos provenientes del país exportador miembro del ALCA por un monto equivalente al comercio afectado, o aplicar otras medidas de efecto compensatorio que se acuerden en el ámbito del ALCA” (Proyecto de texto del  MERCOSUR , numerales 5.4. y 5.5. y reproducido en el Documento de Trabajo de la Presidencia cit., numerales 11.1.3 y 11.1.4.).


�		Esta definición abre el Anexo 13.2.3.1. del Documento de Trabajo de la Presidencia cit.


�		Documento de Trabajo de la Presidencia cit., numeral 13.2.


�			Documento de Trabajo de la Presidencia cit., numerales 13.2. y 13.2.6.1.


�		Documento de Trabajo de la Presidencia cit., numeral 13.2.4.2. En un pié de página de mismo documento, se recuerda que los países miembros del ALCA que han consolidado compromisos de reducción de la MGA total en la OMC son Argentina, Brasil, Canadá, Colombia, Costa Rica, Estados Unidos, México y Venezuela. Los demás países del ALCA, por no tener consolidados compromisos de reducción, tienen prohibido conceder apoyo a los productos agrícolas más allá del correspondiente nivel “de mínimis” (conf. artículo 7.2. de Acuerdo sobre la Agricultura).


�	Documento de Trabajo de la Presidencia cit., numeral 16.1. y ss.


�	Los borradores de texto apenas establecen que “Las Partes se comprometen (en la medida de lo posible) a establecer sistemas armonizados en el ámbito sanitario y fitosanitario para los métodos de muestreo, diagnóstico, inspección y certificación de animales, vegetales, sus productos y subproductos así como de la inocuidad de los alimentos” (Documento de Trabajo de la Presidencia cit., numeral 17.1.b.2.).


�	“Las Partes (podrán) establecer(án) acuerdos bilaterales, subregionales o entre (todas) ellas, para determinar las condiciones de equivalencia que permitan un adecuado nivel de protección sanitaria o fitosanitaria” (Documento de Trabajo de la Presidencia cit., numeral 17.1.c.2). Está claro que “el objetivo general de los Acuerdos de Equivalencia será facilitar el comercio, promoviendo el aumento de la confianza mutua entre las autoridades nacionales competentes que los suscriban, y que su objetivo específico será la eliminación de los controles físicos destinados a verificar que los productos que ingresen al territorio de la Parte importadora cumplen con los requisitos de esta Parte” (Documento de Trabajo cit., numeral 17.1.c.4.).


�		Dos borradores de texto marcan los lineamientos de una orientación constructiva en la materia. El primero de ellos señala que “cada Parte aceptará como equivalentes las medidas sanitarias y fitosanitarias de otra Parte, aún cuando difieran de una propia, cuando ésta demuestre objetivamente con información científica y con métodos de evaluación del riesgo, basados en normas, directrices o recomendaciones internacionales o subregionales, convenidos por ellas, que las medidas alcanzan el nivel adecuado de protección requerido” (Documento de Trabajo cit., numeral 17.c.7.1.ii). Hasta aquí se repite un principio aceptado multilateralmente pero no siempre aplicado con equidad. El segundo borrador de texto es más prometedor: “En todo caso, los métodos para determinar las condiciones de equivalencia, darán mayor importancia a los procedimientos de inspección, a la condición sanitaria o fitosanitaria en la zona de origen del producto, y considerarán las condiciones según el nivel de desarrollo de los países y el tamaño de sus economías” (Documento de Trabajo cit., numeral 17.c.3.).


�		La superposición de versiones diferentes muestra la dificultad para avanzar en un punto crucial como éste: “En congruencia con el artículo 9 del Acuerdo de la OMC sobre la Aplicación de Medidas Sanitarias y Fitosanitarias, las Partes convienen en (facilitar) (desarrollar e implementar programas para) la prestación de (proporcionar cooperación y) asistencia técnica a (los países de pequeñas economías) otras Partes, (en particular tomando en cuenta la consideración de favorecer a los países según el nivel de desarrollo y el tamaño de sus economías)...” (Documento de Trabajo cit., numeral 18.2).


�		ALCA. Grupo de Negociación sobre Subsidios, Antidumping y Derechos Compensatorios, Documento de Presidencia del 1/12/2000, pag.18.


�		ALCA. Documento de Presidencia cit., pag.19. Si la frase de referencia se incorporara literalmente al Acuerdo, habría lugar a problemas. En efecto, dado que los Estados Partes del ALCA, en tanto Miembros de la OMC deberían atenerse a sus disciplinas en materia de lealtad comercial internacional, cualquier tratamiento más favorable aplicado por uno de ellos a otro u otros Estados Partes en el marco de acuerdos subregionales, podría justificar cuestionamientos por terceros Estados, pero también Partes del ALCA, por su eventual carácter discriminatorio.


�		ALCA. Documento de Presidencia cit., pag.4.


�		ALCA. Documento de Presidencia cit., pag.4.


�		ALCA. Documento de Presidencia cit., pag.5.


�		ALCA. Documento de Presidencia cit., pag.4.


�		ALCA. Documento de Presidencia cit., pag.7.


�		ALCA. Documento de Presidencia cit., pag.6.


�		ALCA. Documento de Presidencia cit., pag.7.


�		ALCA. Documento de Presidencia cit., pag.7.


�		ALCA. Documento de Presidencia cit., pags.7 y 8. El subrayado es nuestro.


�		ALCA. Documento de Presidencia cit., págs. 10 y 11.


�		ALCA. Documento de Presidencia cit., pags.15 y 16.


�		Como se sabe, han concluido con relativo éxito tres rondas, acerca de: movimiento de personas físicas, telecomunicaciones básicas y servicios financieros.


�		Borrador de Texto sobre Servicios dado el 29 de diciembre de 2000, pags.2 y 3. No se observa en el Borrador referencia alguna a la exclusión de este capítulo de la materia relativa a telecomunicaciones, que en el NAFTA es objeto de un capítulo separado.


�		En el Borrador de Texto citado, entre los temas a los que “este capítulo no se aplica” figuran, dentro de los servicios o funciones gubernamentales, el “seguro de desempleo o servicios de seguridad social” y en otra redacción “la seguridad o el seguro sobre el ingreso, la seguridad o el seguro social” (texto citado, pag.3). Un pronunciamiento acerca de la inaplicabilidad de los principios expuestos en este capítulo del Acuerdo a determinados temas como los mencionados más arriba, resultaría útil en la medida que invalidaría en el punto de partida cualquier pretensión de extender la aplicación de los principios generales a determinadas cuestiones que podrían ser materia de futuras negociaciones entre los Estados Partes. 


�		Una contribución expresa que “se establecerán disciplinas especiales para determinados sectores de servicios cuyas características particulares así lo requieran” (Borrador de Texto citado, pag.4). En tal sentido, si bien varias propuestas de texto coinciden en prohibir que se exija a los prestadores de servicios transfronterizos el establecimiento de oficinas de representación o residencia permanente, al mismo tiempo se entiende la necesidad de desarrollar disposiciones especializadas para servicios financieros (Borrador de Texto citado, pags.10 y 11).


�		Borrador de Texto citado, Sección sobre otros Temas Relacionados con los Anteriores, en paginación correlativa pág. 21.


�		Dentro de la mencionada “Sección sobre otros Temas Relacionados con los Anteriores”, figura la sugerencia de introducir un “Anexo sobre Servicios Profesionales”, con el siguiente alcance: “Este anexo tiene por objeto establecer las reglas que habrán de observar las Partes para reducir y gradualmente eliminar, en su territorio, las barreras a la prestación de servicios profesionales (...) Las Partes alentarán a los organismos pertinentes en sus respectivos territorios a elaborar normas y criterios mutuamente aceptables para el otorgamiento de licencias y certificados a los prestadores de servicios profesionales, así como a presentar al Comité recomendaciones sobre su reconocimiento mutuo” (Borrador de Texto citado, paginación correlativa, pag.18). Según los textos finalmente acordados en el NAFTA, nada de lo dispuesto en el artículo 1203 (trato de la nación más favorecida) se interpretará en el sentido de exigir a una Parte que revalide la experiencia, las licencias o los certificados obtenidos en el territorio de otra Parte (art.1210). Sin embargo, cada una de las Partes, en un plazo de dos años a partir de la fecha de entrada en vigor del Tratado, debía eliminar todo requisito de nacionalidad o de residencia permanente indicado en su lista del Anexo I, que mantenga para el otorgamiento de licencias o certificados a proveedores de servicios profesionales (no oficios) de otra Parte. En caso de incumplimiento, cabe la adopción, por los otros Estados Partes, de incumplimientos simétricos (en lo referido tanto a los servicios profesionales de que se trate como a los plazos de restricción) (art.1210.3).


�		La CNMF está definida en el Borrador de Texto citado, pag.4. El trato nacional, en la pag.8.


�		Borrador de Texto citado, pag.5. La cobertura sectorial “sustancial” está contemplada en GATS artículo V párrafo 1 apartado a); en tanto la obligación de prohibir y eliminar medidas discriminatorias sobre la base de un marco temporal razonable está prevista en GATS artículo V párrafo 1 apartado b). Con anterioridad a la enumeración de los requisitos indicados, pueden encontrarse borradores de alcance más general que ameritan el derecho de los Estados Partes a la integración económica subregional, tales como el siguiente: “el ALCA puede coexistir con acuerdos bilaterales y subregionales, en la medida que los derechos y obligaciones bajo tales acuerdos no estén cubiertos o excedan los derechos y obligaciones del ALCA” (Borrador de Texto citado, pag.4).


�		Se reproducen conceptos de GATS acerca de la mayor permisividad con respecto a la obligación de “liberalización sustancial” (Borrador de Texto citado, pag.5).


�		El grado de indeterminación de estas previsiones es variable. En tanto un texto indica que “los países en desarrollo podrán mantener exenciones al principio consagrado en el párrafo 3.1. (referencia a la CNMF)”, otro texto agregado a continuación expresa que “las economías más pequeñas y los países en desarrollo podrán identificar las excepciones al principio CNMF en sectores específicos” (Borrador de Texto citado, pag.4). 


�		Borrador de Texto citado, pags.9 y 10.


�		Véase Borrador de Texto citado, Anexo 1 al Informe del Grupo de Negociación sobre Servicios. Temas para más Discusión, en paginación correlativa págs. 28 y 29. En el NAFTA, el Anexo V del Tratado contiene una lista de restricciones cuantitativas (medidas no discriminatorias que imponen limitaciones sobre el número de proveedores o sobre las operaciones realizadas por cualquier proveedor de determinados servicios), susceptible de renegociación periódica. Seguidamente el Anexo VI del Tratado contiene una lista de compromisos para liberalizar: restricciones cuantitativas, requisitos para el otorgamiento de licencias, requisitos de desempeño y otras medidas no discriminatorias.


�		Borrador de Texto citado, Sección sobre Otros Temas Relacionados con los Anteriores, paginación correlativa, pag.24.


�		Borrador de Texto citado, Anexo 1 (Temas para más Discusión), pag.27.


�		A instancias del Brasil, el  MERCOSUR  ya ha presentado un texto haciendo excepción a la prohibición de imponer requisitos de desempeño cuya aplicación permitiría atacar la disminución de los desequilibrios regionales y contribuir a la realización de actividades en materia de investigación, desarrollo y absorción de nuevas tecnologías. Dicho texto, incorporado al Documento del Presidente del Grupo (octubre del 2000) corresponde al numeral 6 del artículo sobre requisitos de desempeño y dice: “...las Partes Contratantes podrán adoptar o mantener las medidas necesarias para asegurar, entre otros objetivos: a) el cumplimiento de leyes y reglamentaciones que no sean incompatibles con las disposiciones de este Tratado; b) la disminución de los desequilibrios regionales; c) la realización de actividades en materia de investigación, desarrollo y absorción de nuevas tecnologías”.


�		Acerca de la denominada “asistencia para regiones desfavorecidas situadas en el territorio de un Miembro, prestada con arreglo a un marco general de desarrollo regional”, véase el Acuerdo cit., art. 8.2.b). Acerca de la denominada “asistencia para actividades de investigación realizadas por empresas o por instituciones de enseñanza superior o investigación contratadas por empresas”, véase el Acuerdo cit. art.8.2.a).


�		Informe del Grupo de Negociación sobre Compras del Sector Público al Comité de Negociaciones Comerciales, 7 de diciembre de 2000, pag.3.


�		Informe citado, pags.3 y 4.


�		Informe citado, pag.5.


�		Informe citado, pag.39.


�		“Los países en desarrollo o de pequeñas economías podrán aplicar condiciones compensatorias, siempre y cuando éstas sean objetivas y estén claramente definidas, no sean discriminatorias y solo se recurra a ellas a efectos de habilitación para participar y no como criterio para adjudicación de contratos” (Informe citado, pag.6).


�		Informe citado, pag.31. Otros textos, con distinta redacción, arriban a la misma idea (véase Informe citado, pag.30).


�	Uno de esos textos dice: “Después de entrar en vigor el Acuerdo los países de menor desarrollo (alternativamente dice: “los países, de acuerdo a su nivel de desarrollo”) podrán solicitar al Consejo Conjunto que otorgue exenciones para algunas entidades, sectores, productos o servicios comprendidos en la lista de cobertura, en virtud de situación de deterioro de sus sectores productivos. Las solicitudes de modificación de cobertura de los países de menor desarrollo serán acompañadas de la documentación pertinente a la solicitud o de cualquier información que pueda ser necesaria al estudio del asunto” (Informe citado, pag.30).


�	ALCA. Grupo de Negociación sobre Inversión. Estados Unidos. Propuesta sobre Requisitos de Desempeño (sin fecha): véase el numeral 1, párrafos b), c) y f); el numeral 2, párrafos a) y b); y el numeral 3, párrafo e).


�		NAFTA, artículo 1015 párrafo 5. El texto es reproducido por una ponencia para el ALCA transcripta en el Informe citado, pags.19 y 25. Sin embargo, habría que compatibilizarlo con otros borradores todavía imprecisos y que podrían invalidarlo. Es el caso de una norma sugerida dentro del tema relativo a la aplicación de los métodos de compra, contratación y adquisición, que permite hacer excepción de los procedimientos licitatorios “en contratos con un profesional o entidad considerados, en su campo de desempeño, de notoria especialización, demostrado en desempeño anterior, estudios, experiencias, publicaciones, organización, equipamiento, equipo técnico, o de otros requisitos relacionados con sus actividades, (cuando) permita inferir que su trabajo es esencial e indiscutiblemente el mas adecuado para la plena satisfacción del objeto del contrato” (Informe citado, pag.12).


�		Informe citado, pag.31.


�		Informe citado, pag.30.


�	Los Estados Miembros de la OMC pueden excluir de la patentabilidad las invenciones cuya explotación deba impedirse necesariamente para proteger el orden público, la moralidad, la vida y la salud de personas y animales, preservar los vegetales y evitar graves daños al medio ambiente (conf. TRIP, art.27.2). Asimismo, los Estados Miembros pueden adoptar las medidas tendientes a prevenir y evitar el abuso de los derechos de propiedad intelectual (conf. TRIP, art.8). El sentido asignado a este concepto de “abuso” se proyecta directamente sobre el objetivo de evitar las limitaciones injustificables al comercio y el detrimento de las transferencias internacionales de tecnología (conf. TRIP, art.8 citado).


�	La protección y observancia de los derechos de propiedad intelectual deberán contribuir a la promoción de la innovación tecnológica y la transferencia y difusión de la tecnología, en beneficio recíproco de productores y usuarios de conocimientos tecnológicos, favoreciendo el bienestar económico y social y el equilibrio de derechos y obligaciones (conf. TRIP art.7). En tal sentido, el compromiso multilateral incluye todavía mayores precisiones, porque autoriza a los Miembros a promover el interés público en sectores de importancia vital para el desarrollo socioeconómico y tecnológico (conf. TRIP, art.8). Como se anticipa en la nota precedente, el concepto de “abuso” está referido a las limitaciones injustificables al comercio y al detrimento de las transferencias internacionales de tecnología, lo que justifica que, entre otras cosas, los Miembros puedan prever excepciones limitadas de los derechos exclusivos conferidos por una patente, teniendo en cuenta los intereses legítimos de terceros y para poner remedio a prácticas anticompetitivas (conf. TRIP, arts.30 y 31).


�	En los borradores de “definiciones” y de referencias a las fuentes de obligaciones para los Estados Partes se mencionan: la Convención Relativa a la Distribución de Señales Portadoras de Programas Transmitidos por Satélite (Convención de Bruselas) de 1974; la Convención sobre la Protección de los Artistas e Intérpretes o Ejecutantes, los Productores de Fonogramas y los Organismos de Radiodifusión (Convención de Roma) de 1961; el Convenio para la Protección de Obras Literarias y Artísticas (Convenio de Berna) de 1971, conforme al Acta de París del 24 de julio de 1971; el Convenio para la Protección de los Productores de Fonogramas contra la Reproducción no Autorizada de sus Fonogramas (Convenio de Ginebra) de 1971; el Convenio para la Protección de la Propiedad Industrial (Convenio de París), conforme al Acta de Estocolmo del 14 de julio de 1967; el Convenio de la Unión para la Protección de Obtenciones Vegetales (UPOV), Acta de 1978 o de 1991 según la vigente en cada país; Tratados de la OMPI sobre Derecho de Autor de 1996 y sobre Interpretación o Ejecución y Fonogramas de 1996, etc.


A esta multiplicidad de referencias se le agrega la siguiente particularidad: la ponencia de Estados Unidos de América, a diferencia de las restantes, identifica no sólo las fuentes convencionales sino específicamente los artículos de cada una de ellas que deberían ser cumplidos. Véase: ALCA. Grupo de Negociación sobre Derechos de Propiedad Intelectual. Documento del Presidente, 13 de diciembre de 2000, especialmente pags.5 a 7.


�	Marcas de fábrica o de comercio; indicaciones geográficas-denominaciones de origen; derecho de autor y derechos conexos; protección al folklore; esquemas de trazado de circuitos integrados; patentes; modelos de utilidad; dibujos y modelos industriales; obtenciones vegetales; información no divulgada; competencia desleal; control de prácticas anticompetitivas en las licencias contractuales.


�	Recurriendo a los términos empleados por el texto de EUA:


“cada una de las Partes otorgará en su territorio, a los nacionales de otra Parte, protección y defensa adecuada y eficaz para los derechos de propiedad intelectual, asegurándose a la vez de que las medidas destinadas a defender esos derechos no se conviertan en obstáculos al comercio legítimo” (ALCA, Documento del Presidente citado, pag.2).


�	Haciendo mención a las prescripciones de TRIP acerca de la promoción de la innovación tecnológica y a la transferencia y difusión de la tecnología, distintos borradores de texto aluden a estas necesidades: “...las Partes acuerdan adoptar las medidas legislativas, administrativas o estratégicas a que hubiere lugar para incentivar y facilitar el acceso, desarrollo conjunto y la transferencia de tecnología entre los sectores privados de las Partes. Dichas medidas deberían tomar en cuenta las necesidades de las Partes del presente Acuerdo en términos de su nivel de desarrollo y, en particular, las necesidades especiales de aquellas Partes del presente Acuerdo que tienen economías pequeñas” (propuesta de Guatemala en ALCA, Documento de Presidente citado, pag.14). A su turno, el texto del  MERCOSUR  dice: “...Las necesidades de los países involucrados de recursos financieros y acceso a la tecnología y al conocimiento, la transferencia de tecnología y el desarrollo conjunto de tecnología, de acuerdo con las disposiciones relevantes de este Acuerdo, deben ser consideradas especialmente para la capacitación tecnológica con el propósito de aumentar la competitividad de los países en el escenario nacional e internacional”. Y remata con una cláusula de retaliación: “Cada Miembro podrá suspender todas o cualquiera de las obligaciones establecidas en este capítulo si las disposiciones de este artículo no son eficazmente implementadas” (ALCA, Documento del Presidente citado, pag.14).


�	ALCA, Grupo de Negociación sobre Derechos de Propiedad Intelectual, propuesta de Estados Unidos sobre la Aplicación de los Derechos de Propiedad Intelectual, 11 de diciembre de 2000. Véanse los textos incorporados bajo los numerales 8 y 22 que aluden al concepto de sanción “suficientemente elevada”.


�	ALCA, propuesta de Estados Unidos citada. Véanse los textos incorporados bajo los numerales 10, 14 y 20 que aluden a distintas hipótesis de “excepcionalidad”.


�	Entre los referidos textos aconsejados por EUA pueden mencionarse los siguientes:


a)	Previsión de sanciones por perjuicios a la integridad de la información sobre la gestión de derechos: se propone la “prohibición de circunvención ilícita de las medidas tecnológicas (...) (y) el derecho a medidas provisionales e indemnización adecuada (a los titulares de derechos) por esa circunvención ilícita o perjuicio a la integridad de la información sobre la gestión de derechos”;


b)	Extensión de las indemnizaciones: “en los procedimientos jurídicos civiles, las autoridades judiciales estarán facultadas para ordenar al infractor que pague al titular de derechos...así como las ganancias de infractor que se puedan atribuir a la infracción y (que habitualmente) no se toman en cuenta al calcular los daños y perjuicios reales”;


c)	Fijación de indemnizaciones previas (de antemano) por daños y perjuicios: “en los procedimientos jurídicos civiles, las Partes, al menos con respecto a las obras protegidas por derechos de autor o derechos conexos, o en los casos de falsificación de marcas, establecerán (...) daños y perjuicios (...) de antemano (que) deberán ser lo suficientemente elevados para disuadir cualquier futura infracción...”;


d)	Obligatoria destrucción de bienes objeto de piratería o falsificación: “En los procedimientos jurídicos civiles, a petición del titular de derechos, se destruirán los bienes que se hayan pirateado o falsificado, salvo en casos excepcionales”;


e)	Obligación de denunciar: “En los procedimientos jurídicos civiles, las autoridades judiciales están facultadas para ordenar al infractor que identifique a los terceros que participen en cualquier contravención del derecho de propiedad intelectual y proporcionar esa información al titular de derechos. Las autoridades judiciales estarán facultadas para multar o encarcelar cuando proceda a los que no cumplan las órdenes lícitas emitidas por esas autoridades);


f)	Plazo perentorio para decidir y ejecutar medidas de alivio: “las solicitudes de alivio inaudita altera parte se decidirán y ejecutarán en el plazo de diez días, salvo en circunstancias excepcionales;


g)	Punibilidad disuasiva: “en los procedimientos penales, los remedios disponibles incluirán el encarcelamiento y/o las multas monetarias que sean lo suficientemente elevadas para disuadir infracciones futuras y con la política de eliminar el incentivo monetario para el infractor” (véase ALCA, propuesta de Estados Unidos citada, numerales 5, 7, 8, 10, 12, 14 y 22).


�		Véase ALCA, Documento del Presidente citado, pag.11.


�		Propuesta de EUA, en ALCA, Documento del Presidente citado, pag.2.


�		ALCA. Documento de la Presidencia de este Grupo de Negociación del 26 de setiembre de 2000, pag.1.


�		ALCA. Documento de la Presidencia cit., pag.1.


Las acciones de cooperación e intercambio de información previstas en los documentos elaborados en el Grupo de Negociación, se atienen básicamente a dos clases de “cortesía”. La llamada “cortesía negativa” consiste en tomar en consideración los intereses de las otras Partes al aplicar las leyes de competencia. Y la llamada “cortesía positiva” tiene lugar cuando una Parte da curso a la solicitud de la autoridad de otra Parte para que investigue e identifique prácticas anticompetitivas que afectan intereses importantes de la Parte solicitante y aplique medidas apropiadas al respecto (Documento cit., pag.9).


�		ALCA. Documento de la Presidencia cit., pags.1 y 2. En el apartado de “Definiciones” del Documento citado, se caracteriza a este tipo de cartel como “un acuerdo anticompetitivo, práctica concertada anticompetitiva, o arreglo anticompetitivo entre competidores para fijar precios, concertar ofertas en las licitaciones (acuerdo entre oferentes), establecer restricciones de producción o cuotas, o participación o dividir mercados mediante el reparto de clientes, proveedores, territorios o líneas de comercio. La categoría de cartel intrínsecamente nocivo no incluye acuerdos, prácticas concertadas o arreglos que (i) estén razonablemente relacionados con la obtención lícita de una mayor eficiencia a través de la reducción de costo o aumento de la producción, (ii) estén excluidos, directa o indirectamente, del alcance de la legislación de un país miembro, o (iii) estén autorizados de conformidad con tales leyes” (Documento cit., pag.13).


�		ALCA. Documento de la Presidencia cit., pags.5 y 6.


�		ALCA. Documento de la Presidencia cit., pag.6.


�	ALCA. Documento de la Presidencia cit., pags.7 y 8.


�		ALCA. Documento de Presidencia del Grupo de Negociación sobre Subsidios, Antidumping y Derechos Compensatorios del 1/12/2000 pag.5.


�		ALCA. Documento de Presidencia del Grupo de Negociación sobre Subsidios cit., pag.18.


�		ALCA. Documento de la Presidencia del Grupo de Negociación de Política de Competencia cit., pag.13.


�		Al efecto, se consideran aquí algunas apreciaciones de Marcelo Halperin expuestas en el trabajo “Políticas de corporaciones transnacionales por las cuales las casas matrices impiden que sus filiales exporten a determinados países”, documento elaborado a requerimiento de la Comisión Nacional de Comercio Exterior de la República Argentina y cuyo resumen fue publicado en el Boletín del mencionado organismo, año 4 número 18, julio-agosto de 1999, pag.1 y ss.


�		Véase el Informe del Grupo de Negociación de Solución de Controversias al Comité de Negociaciones Comerciales, 30 de noviembre de 2000, numerales 50 a 101. Allí se incluyen propuestas relativas a los procedimientos de consulta, buenos oficios, mediación y conciliación.


�		Véase el Informe cit. Bajo la inspiración del sistema de solución de diferencias de la OMC, se propone desglosar el pronunciamiento del “grupo neutral” en un informe “preliminar” (sobre cuestiones de hecho) (numerales 193 a 198) y un posterior informe “final” (numerales 205 a 222).


�		Véase el Informe cit. El carácter obligatorio de la jurisdicción representada por la intervención del “grupo neutral” es objeto de mención en el numeral 200, en tanto el carácter obligatorio de los pronunciamientos surge de los numerales 215, 224 y 225, y está corroborado por las propuestas relativas a la regulación de las represalias, en los numerales 259, 260, 263 y 273.


�		El Informe cit. contempla la incorporación de una cláusula de anulación o menoscabo en los numerales 195 y 305 a 307. Tanto en el Tratado de Libre Comercio de América del Norte (TLC) como en el G 3, está prevista una amplia gama de hipótesis que pueden dar lugar a cuestionamientos en el seno de los respectivos mecanismos de solución de controversias, por invocación de daño e independientemente de la legalidad de la causa. Pero, en todo caso, la protección ofrecida por los citados esquemas de integración es más restrictiva que la de los acuerdos de la OMC, en el sentido que la cláusula de anulación o menoscabo no puede invocarse en cualquier hipótesis sino a propósito de materias específicamente indicadas. En todas las otras hipótesis privará el criterio de legalidad. En el caso del TLC el Anexo 2004 establece: “Las Partes podrán recurrir al mecanismo de solución de controversias de este capítulo, cuando en virtud de la aplicación de una medida que no contravenga el Tratado, consideren que se nulifican o menoscaban los beneficios que razonablemente pudieron haber esperado recibir de la aplicación de las siguientes disposiciones: (a) Segunda Parte (comercio de bienes) (...); (b) Tercera Parte (barreras técnicas al comercio); (c) (comercio transfronterizo de servicios); o (d) Sexta Parte (propiedad intelectual (...)”.En el caso del G 3, la disposición equivalente es la contenida en el anexo al artículo 19.02: “Las Partes podrán recurrir al mecanismo de solución de controversias de este capítulo, cuando en virtud de la aplicación de una medida que no contravenga el Tratado, consideren que se anulan o menoscaban los beneficios que razonablemente pudieron haber esperado recibir de la aplicación de los capítulos III al IX, salvo lo establecido respecto de inversión del sector automotor, y capítulos X, XIV, XV o XVI. El recurso será aplicable aún cuando la Parte contra la cual se recurra invoque una excepción general prevista en el artículo 22-01, salvo que se trate de una excepción general aplicable al comercio transfronterizo de servicios”. En consecuencia, pueden ser objeto de recurso bajo la invocación de la cláusula de anulación o menoscabo, las siguientes materias (incluidas en los capítulos III al IX): trato nacional y acceso de bienes al mercado, sector automotor, sector agropecuario y medidas fitosanitarias y zoosanitarias, reglas de origen, procedimientos aduanales, salvaguardias y prácticas desleales de comercio internacional.


�		Véase el Informe cit. Pueden hallarse propuestas para prohibir tales intervenciones privadas, en los numerales 30 y 153.


�		El Informe cit. en los numerales 41 a 45 alude a la preservación de los acuerdos regionales pero sin hacer diferencias entre ambas situaciones, esto es, preferencias regionales superiores y no superiores a las del ALCA.


�		Véase el Informe cit., numerales 113, 114 y 169.


�  	Conviene recordar que, con la salvedad de la excepción a la CNMF, los esquemas de integración forman parte de la comunidad económica internacional en sentido jurídico y, por ello, constituyen réplicas del sistema multilateral de la OMC, aunque en escalas más pequeñas. En virtud de esta unidad sistémica que anuda al multilateralismo con el regionalismo desde el punto de vista jurídico, entre los Estados miembros de un esquema de integración rigen los mismos principios vigentes en la comunidad económica internacional, empezando por la propia CNMF. Ello significa que dentro de un esquema sólo deben admitirse los tratamientos diferenciales como excepción y bajo las condiciones expresamente pautadas en los instrumentos fundacionales de dicho esquema.





�  	Se admite que entre los Estados miembros de un esquema de integración rijan reglas de mayor exigencia o compromiso que las multilaterales. Este “plus” obedece a que el objeto de la integración consiste, precisamente, en una profundización de los vínculos económicos entre los Estados involucrados. En consecuencia, las obligaciones asumidas dentro de los esquemas de integración pueden incrementarse e intensificarse, respecto de las vigentes en el ámbito multilateral. Tal nivel diferencial se denomina “OMC plus” y es admitido pero con una reserva inexcusable: los terceros países respecto del esquema pero miembros de la OMC conservan el derecho de recibir el tratamiento fijado multilateralmente.
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